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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
Este documento busca demostrar que la falta de  una política pública de empleo dirigida 
a desmovilizados y la debilidad en la implementación de las estrategias gubernamentales 
diseñadas para su vinculación al mercado laboral, han estimulado la reincidencia de 
éstos a grupos armados ilegales. Para desarrollar lo anterior, se hará una exposición de 
los aspectos relevantes del desarrollo del paramilitarismo en Colombia y su proceso de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración, seguida de un análisis del funcionamiento 
la Política de Reintegración y las instituciones competentes en el tema como la Agencia 
Colombiana para la Reintegración, profundizando en el manejo que se da al tema del 
empleo. Con el fin de soportar lo anterior, se presentan cifras sobre su participación en 
actividades delictivas, enfatizando en la situación de los desmovilizados de grupos 
paramilitares. A partir de esto, se espera poner en evidencia la importancia de realizar 
ajustes en las políticas y programas laborales dirigidos a este grupo. 
 




The current document seeks to prove that the lack of an employment public policy 
targeted towards the demobilised and the weakness in the implementation of government 
strategies designed  for their entrance to the labour market, have promoted the recidivism 
of these into illegal armed groups. In order to develop the above, an exposition of the 
relevant aspects for the growth of Colombian paramilitarism and their Disarm, 
emobilisation and Reintegration process shall be conducted, followed by an analysis on 
the operation of the Reintegration Policy and the institutions in charge of the same such 
as the Colombian Agency for Reintegration, deepening on the management these have 
given to employment issues. As a support to the former, numbers on the participation of 
demobilised in criminal activities shall be displayed, emphasising on the situation of those 
demobilised from paramilitary groups. From this, it is expected to highlight the importance 
of performing adjustments on labour policies and programs focused on this group. 
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Introducción 
Después de la culminación de las desmovilizaciones colectivas por parte de las  
Autodefensas Unidas de Colombia entre los años 2003 y 2006, se identificó la necesidad 
de crear y realizar cambios en el diseño de normativas, instituciones y políticas públicas 
abocadas al retorno a la vida civil de esta población. 
 
En este sentido, tras cambios en la configuración política e institucional sobre el tema, se 
establecieron la Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR) y la Política Nacional 
de Reintegración Social y Económica para Personas y Grupos Armados Ilegales (PRSE), 
entre otras estrategias gubernamentales que entienden la reintegración como un proceso 
integral comprendido por varias aristas como la social, psicológica, educativa, la 
formación de competencias para el trabajo y que, además, buscan intervenir en la 
adaptación económica a la legalidad del desmovilizado.  
 
De acuerdo con este último punto, el aspecto del empleo resulta relevante como una de 
las modalidades para propiciar la permanencia de las personas en la legalidad y, de esta 
manera, evitar la reincidencia en organizaciones armadas ilegales. Partiendo de esto, se 
han desarrollado diferentes acciones desde los Gobiernos, ya sea por medio de la 
creación de leyes, como la Ley 1429 del año 2010 o Ley de Formalización Laboral o, 
también, por medio de la creación de estrategias que incentiven la contratación de 
personas en proceso de reintegración por parte del sector privado. 
 
A pesar de los esfuerzos desplegados hasta el momento, la situación del empleo para 
desmovilizados sigue presentando problemáticas relacionadas con la ubicación laboral 
en la informalidad, con el subempleo o, incluso, con la imposibilidad de encontrar un 
puesto de trabajo. Esta situación se encuentra atravesada por muchos factores. Por un 
lado, está el contexto mismo de la situación del empleo en Colombia y las dificultades a 
las que cualquier ciudadano se enfrenta. Igualmente, están las exigencias del mercado 
laboral, entre estas, las competencias requeridas para obtener un empleo, para las 
cuales las personas desmovilizadas se hallan a veces en desventaja comparativa. 
También se encuentran las fallas en la implementación de la PRSE, como aquellas 
relacionadas con la dependencia de los desmovilizados a la ACR, debido a los beneficios 
económicos entregados. Finalmente, otro de los factores tiene que ver con la falta de una 
política de empleo enfocada en personas desmovilizadas. 
 
De manera paralela a esta situación, múltiples organizaciones armadas ilegales intentan 
fortalecer y consolidar su presencia en diferentes municipios del país. Para ello 
requieren, por ejemplo, del conocimiento de redes delictivas en las que las personas 
desmovilizadas tienen cierto grado de experiencia, razón por la cual les hacen 
ofrecimientos  económicos con el fin de atraerlos nuevamente a la ilegalidad o, también, 
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los obligan bajo amenazas o cometen asesinatos en su contra en caso de negarse a 
entrar al grupo ilegal.  
 
Las ofertas económicas por parte de las organizaciones armadas ilegales, por ejemplo, 
sumadas a las dificultades para emplearse en la legalidad, configuran una de las 
causales por las cuales una persona en proceso de reintegración decide reincidir en 
acciones delictivas.  
 
Explorar sobre este tema cobra importancia en la actualidad, en primer lugar, porque se 
enmarca en un proceso de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) que fue 
llevado a cabo con grupos paramilitares, que puede servir como base o fuente de 
lecciones a ser tomadas en cuenta al momento de plantear el manejo de la situación de 
postconflicto con las FARC-EP, con quienes actualmente el Gobierno de Juan Manuel 
Santos mantiene conversaciones para la paz. En segundo lugar, porque hablar de ubicar 
laboralmente a personas en proceso de reintegración no sólo intenta responder a las 
necesidades económicas de una población, sino que hace sostenible el proceso de 
reintegración en tanto que las personas dependerán económicamente menos del Estado. 
Y, en tercer lugar, porque permite prever cuáles serían los efectos de no mejorar la 
situación de empleo para personas en proceso de reintegración ante la proliferación o 
fortalecimiento de organizaciones armadas ilegales, dado el caso de una desmovilización 
a futuro de integrantes de las FARC.  
 
Este trabajo se desarrolló utilizando el método analítico y se basó principalmente en la 
técnica documental. A partir de lo anterior, se ejecutó una revisión de bibliografía sobre 
los diferentes tipos de información al respecto: artículos, informes temáticos y regionales, 
investigaciones, documentos de política pública, normas, entre otros.  
 
También se utilizó una modalidad de análisis de información que comparó datos 
secundarios como información sobre los índices de reincidencia en actividades delictivas 
por parte de los desmovilizados, así como sobre el número de municipios con presencia 
consolidada de organizaciones armadas ilegales, prestando atención en especial a los 
departamentos de Córdoba y Antioquia. 
 
Posteriormente, se llevaron a cabo charlas con expertos  en temas de reintegración 
económica y de temas de DDR, que tuvieron como objetivo obtener percepciones 
generales sobre el desarrollo, avances y desaciertos de la Política de Reintegración, los 
condicionamientos para la entrega de beneficios económicos, así como las 
consideraciones sobre la situación del empleo para desmovilizados, la reincidencia en 
organizaciones armadas ilegales y las percepciones sobre los esfuerzos del Gobierno 
para estimular la contratación de personas en proceso de reintegración por parte del 
sector privado.  
 
A partir de lo anterior, este texto busca establecer si la falta de diseño de una política 
pública enfocada al empleo para personas en proceso de reintegración, así como las 
fallas en la implementación de la Política de Reintegración Social y Económica y demás 
estrategias gubernamentales dirigidas hacia la reintegración económica de 
exparamilitares vinculados al proceso, inciden en la reincidencia de estos a 
organizaciones armadas ilegales. 
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En concordancia con lo anterior, la hipótesis que guía este trabajo afirma que la falta de 
una política pública de empleo dirigida a desmovilizados, sumada a la debilidad en la 
implementación de las estrategias gubernamentales que tienen por objeto vincular al 
mercado laboral a exparamilitares en proceso de reintegración, ha incidido en la 
reconfiguración de grupos armados ilegales. En tal sentido, se requiere diseñar e 
implementar directrices de política pública y fortalecer las normativas y estrategias 
existentes dirigidas a responder a las necesidades de empleo de desmovilizados 
exparamilitares que hacen parte del proceso de reintegración, con el fin de mejorar sus 
posibilidades de vinculación al mercado laboral. 
 
Este texto se estructura en tres partes. En la primera parte se abordan temas centrales 
para el entendimiento de fondo de este documento, específicamente el desarrollo del 
paramilitarismo en Colombia y sobre los referentes conceptuales de los proceso de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración. En este punto, se analiza el paramilitarismo 
en Colombia a partir de las causas, motivaciones para su aparición, la relación de estos 
grupos con las comunidades y con el Estado, así como su desarticulación y 
desmovilización colectiva, tomando en cuenta acá las consecuencias jurídicas que ello 
implicó. Posteriormente, se describen conceptualmente los procesos de DDR según 
estándares internacionales al respecto y, también, se exponen cronológicamente algunos 
procesos de DDR llevados a cabo en Colombia.  
 
La segunda parte, pretende abordar las instituciones y la Política de Reintegración en 
Colombia y desde allí dar una mirada al empleo para las personas desmovilizadas y su 
influencia con la vinculación a nuevos grupos armados ilegales. Para desarrollar este 
punto, se tomaron en cuenta los mecanismos e instituciones de reintegración en 
Colombia, desde sus antecedentes, cambios y desarrollo, prestando especial atención a 
la Política de Reintegración Social y Económica. También, se hace un análisis de la 
situación del empleo para personas en proceso de reintegración y de algunas situaciones 
que se desprenden en el marco del mismo como la informalidad laboral, el subempleo y 
el desempleo. Finalmente, se presentan los motivos por los que la falta de acceso a 
oportunidades laborales puede configurarse como una de las razones para la 
reincidencia en nuevos grupos armados ilegales. 
 
La tercera parte de este escrito, se propone evidenciar que las fallas de la Política de 
Reintegración y de otras estrategias gubernamentales, sumadas a la falta de políticas 
destinadas a dar respuesta a la situación de empleabilidad de los desmovilizados se 
relacionan con la reincidencia de desmovilizados en actividades delictivas. Para este 
punto se presenta un balance general sobre la Política de Reintegración y, a partir de las 
fallas encontradas, se exponen las motivaciones por las cuales algunos excombatientes 
reinciden en la ilegalidad. Finalmente, se desarrolla un análisis sobre la situación de 
participación de desmovilizados en actividades delictivas. 
 
A modo de aclaración, este documento no persigue un análisis particular sobre las 
controversias y los cuestionamientos alrededor de la justicia transicional en lo que 
concierne al margen de impunidad que deja como rezago, tampoco trata de analizar las 
particularidades de la figura del delito político, este último modificado una y otra vez. 
Estos puntos se abordan someramente pues permiten comprender las controversias que 
suscitaría la adopción de una política pública y normativa encaminada a generar 
opciones de empleo para personas en proceso de reintegración. 
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1. EL PARAMILITARISMO EN COLOMBIA: 
REFERENTES CONCEPTUALES DEL 
DESARME, DESMOVILIZACIÓN Y 
REINTEGRACIÓN 
 
En este capítulo se hará inicialmente una descripción del contexto, las causas de 
aparición, el desarrollo y la etapa de desmovilización del paramilitarismo en Colombia. 
Posteriormente, se presentará un análisis de los procesos de Desarme, Desmovilización 
y Reintegración, partiendo de lo que significan, así como una descripción de los 
momentos de DDR en Colombia por orden cronológico. 
1.1 Causas de aparición y desarrollo del 
paramilitarismo en Colombia 
 
Para entender este fenómeno, en este apartado se expondrán las causas para el 
surgimiento de los grupos paramilitares y se harán algunas precisiones sobre las 
dinámicas vividas mientras hicieron presencia en el territorio nacional. 
1.1.1 Causas 
 
Existen múltiples dimensiones y estudios con respecto a los orígenes del paramilitarismo 
en Colombia, para ello es necesario remontarse atrás en el tiempo. La aparición de este 
fenómeno estuvo ligada a cambios en el arte de la guerra a partir de la llegada de la 
guerra de guerrillas. En Colombia, las guerrillas tomaron modelos a partir de las exitosas 
revoluciones comunistas, como la de Cuba, que surgieron como una forma de enfrentar 
ejércitos convencionales más grandes, contando con apoyo de la sociedad civil y con 
capacidad de mimetización dentro de ésta1. 
 
Dado lo anterior, los Gobiernos alrededor del mundo adaptaron sus tácticas de guerra, al 
notar que los ejércitos convencionales no estaban preparados y resultaban inadecuados 
para enfrentar esta nueva realidad2.  
 
En Colombia, la aplicación de estas técnicas se dio a partir del surgimiento de los grupos 
guerrilleros, como una continuación de la violencia experimentada en el país. Se 
menciona que las guerrillas aparecieron como una mutación del bandolerismo asociado a 
la era de la Violencia, debido a la persistencia del centralismo, la repartición del poder 
entre los partidos tradicionales después de la caída del régimen militar de Rojas Pinilla, 
                                               
 
1
 URUEÑA SÁNCHEZ, Mario Iván. El dilema de la hidra: evolución del paramilitarismo contemporáneo en 
Colombia desde una perspectiva explicativa. Bogotá: Universidad La Gran Colombia. 2009., p. 56, 59. 
2
 Ibíd., p. 47 - 52. 
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etapa conocida como el Frente Nacional y, finalmente, el incumplimiento, por parte de los 
Gobiernos, de los acuerdos ofrecidos para facilitar la desmovilización de los bandoleros, 
así como la revolución cubana3.  
 
Ante esto, se gestaron grupos insurgentes en regiones remotas del territorio nacional, 
con poca o nula presencia del Estado, llegando a la creación de las “repúblicas 
independientes”. De cara a la avanzada de estos grupos, se implementaron acciones de 
gobierno para devolver a dichas regiones la autoridad estatal, pero estas fracasaron en 
sus primeras operaciones como Marquetalia, debido a su lenta capacidad de respuesta, 
la cooperación de la sociedad civil con los grupos insurgentes, y el desconocimiento 
sobre las tácticas empleadas por parte de estos grupos4.  
 
Sumado a lo anterior, la guerrilla comenzó a crear estructuras paralelas de poder en 
regiones históricamente abandonadas por el Estado, convirtiéndose éstas en su campo 
de operación principal. Inicialmente encontraron apoyo de la población civil, debido a su 
eficacia al momento de impartir orden y ayudar en la solución de conflictos internos como 
el robo de ganado. No obstante, con el tiempo su imagen en dichas regiones fue 
decayendo, debido a que acciones como el secuestro y la extorsión aumentaron y fueron 
consideradas como prácticas abusivas. Paralelamente a la pérdida de apoyo de la 
población, los grupos guerrilleros redoblaron su expansión territorial, razón por la cual 
sectores de la sociedad, como los latifundistas, buscaron estrategias para conservar su 
modo de vida arraigado en la tradición y el poder regional por medio de la tierra5. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la búsqueda de las estrategias para preservar el orden 
por sectores sociales no fue cercana a las posibilidades de seguridad ofrecidas por el 
Estado, percibido como deficiente e impotente para contrarrestar la avanzada de los 
grupos insurgentes. Debido a ello, la aparición de grupos paramilitares parecía cuestión 
de tiempo6. 
 
1.1.2 Origen: Motivaciones 
 
Esta no sería la primera vez que aparecían grupos al margen de la ley con la finalidad de 
proteger el orden establecido y la tradición. Inicialmente, los primeros grupos se formaron 
en la época de la Violencia, con organizaciones como los “Pájaros” “grupos 
conservadores armados [que] perseguían a miembros del Partido Liberal”7, 
“Apalancadores” y “la Policía Chulavita”, creadas con el fin de combatir al bandolerismo y 
las guerrillas liberales, poseedoras de un carácter netamente partidista8. Con el tiempo 
                                               
 
3
 Ibíd., p. 67 - 69. 
4
 Ibíd., p. 69 - 71. 
5
 Ibíd., p. 76 - 78. 
6
 Ibíd., p. 90, sigte., 110. 
7
 NUSSIO, Enzo. La vida después de la desmovilización: percepciones, emociones y estrategias de 
exparamilitares en Colombia. Bogotá. Universidad de Los Andes. 2012, p. 33. 
8
 MEJÍA, Oscar. El fenómeno paramilitar: reflexiones, apuntes y discusiones. En: GRUPO DE 
INVESTIGACIÓN CULTURA POLÍTCA, INSTITUCIONES Y GLOBALIZACIÓN. Paramilitarismo, 
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estos grupos fueron dando paso a organizaciones más sofisticadas, apoyadas por 
personal de la Fuerza Pública, así como por sectores económicos, latifundistas, 
autoridades locales y, por supuesto, narcotraficantes9.  
 
Otras posturas indican que fue a partir del Decreto 339810 del año 1965, plasmado 
posteriormente en la Ley 4811 de 1968, en donde se dio cabida a la configuración de 
grupos de autodefensa de manera legal y controlados por el ejército, argumentando que 
la seguridad nacional era un asunto que comprometía tanto a las Fuerzas Armadas como 
a la población civil.12  
 
Las razones para la creación de estos grupos de autodefensa fueron múltiples. En 
algunos casos, se crearon como ejércitos privados para los grupos de narcotraficantes, 
los cuales buscaban defenderse de las extorsiones de la guerrilla y el secuestro de 
personas allegadas o asociadas a estos últimos13. Igualmente, se observa el antecedente 
de creación de ejércitos asociados a los grupos esmeralderos en el altiplano 
cundiboyacense, buscando éstos defender la extracción de esmeraldas, aumentar su 
poder en medio de una “guerra verde” y enfrentar de manera efectiva a los grupos 
insurgentes14.  
 
Por otro lado, también es posible encontrar razones de otra índole como la venganza 
personal, como fue el caso de los hermanos Castaño. Una vez la insurgencia secuestró y 
asesinó a su padre, el objetivo trazado fue el de enfrentar, menguar y eliminar, de una 
forma u otra a los grupos insurgentes. Para este fin, los Castaño buscaron entrenar 
grupos de hombres instruidos por mercenarios, los cuales fueron financiados por medio 
de vacunas, narcotráfico y aportes por parte de empresarios afines a su causa15.  
 
Así mismo, los grupos paramilitares también aparecieron por razones de “limpieza 
social”, como fue el caso de los grupos que surgieron en el suroeste antioqueño, los 
cuales estuvieron ligados principalmente a la conservación del orden social existente, 
mostrando a su vez una fuerte rechazo a cualquier individuo o idea que fuese en contra 
de dicha estructura social16. Esto se vio reflejado en el combate a grupos de sindicalistas, 
comunidades afro e indígenas, organizaciones campesinas, partidos de oposición, 
                                                                                                                                              
 
desmovilización y reinserción. Bogotá. Universidad  Nacional de Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias 
Políticas y Sociales, 2008., p. 84. 
9
 Ibíd., p. 86. 
10
 COLOMBIA. PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Decreto 3398 (24, diciembre, 1965) Por el cual se 
organiza la defensa civil. Diario oficial. Bogotá. D.C., 1966. N°. 31.842. 
11
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 48 de 1968 (16, diciembre, 1968) Por la cual se 
adopta como legislación permanente algunos decretos legislativos, se otorgan facultades al Presidente de la 
República y a las Asambleas, se introducen reformas al Código Sustantivo del trabajo y se dictan otras 
disposiciones. Diario Oficial. Bogotá. D.C., 1968. N° 32.679. 
12
 NUSSIO, Enzo Op. Cit., p. 33. 
13
  URUEÑA, Mario Iván. Op. Cit., p. 97 - 100. 
14
 Ibíd., p. 84 - 86. 
15
 Ibíd., p. 111 - 114. 
16
 AGUIRRE, Gisela. Reintegración en la subregión del suroeste: el caso de los municipios de Andes y 
Amagá. En: Trayectorias del paramilitarismo tras los acuerdos de paz. Medellín: Corporación Conciudadana, 
2010., p. 53-70. 
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defensores de víctimas y derechos humanos y, finalmente, aquellos que dejaron las 
armas de desmovilizaciones parciales o totales de los grupos guerrilleros17. 
 
Estos orígenes poseen un punto en común: la percepción de impotencia y debilidad del 
Estado colombiano al momento de hacer valer su autoridad en regiones apartadas, lejos 
del centro. Esta sensación fue exacerbada por los avances de las guerrillas en la década 
de los ochenta, durante las negociaciones con el Gobierno de Belisario Betancur con 
grupos como el EPL, por ejemplo. De cara a lo anterior, miembros de la Fuerza Pública, 
la política nacional y el sector empresarial habían manifestado su apoyo a la idea de 
formar y reglamentar la creación de grupos de autodefensa con el fin de fortalecer a las 
estructuras tradicionales en contra de la insurgencia, así como suplir al Estado en la labor 
de enfrentar a los grupos guerrilleros alzados en armas18.  
 
Además, los grupos de autodefensa fueron promovidos por terratenientes, ganaderos o 
narcotraficantes, que se ubicaron en diferentes partes del país y se conformaron  
inicialmente por grupos pequeños “de no más de 100 personas, para repeler los robos, 
las extorsiones y la intimidación de la guerrilla. Estos grupos constituyeron un verdadero 
ejército irregular y entre 2003 y 2005 llegaron a tener presencia en 712 municipios 
colombianos"19. 
 
1.1.3 Aceptación de los paramilitares por el Estado y 
comunidades regionales 
 
Ante esta situación, el paramilitarismo surgió como una opción para atacar el problema 
de las guerrillas, sin las ataduras que implicaban las reservas de las Fuerzas Armadas 
ante la necesidad de mantener sus acciones en el marco de la legalidad. Esta opción 
brindó la posibilidad de llevar a cabo acciones ilegales durante la lucha antisubversiva20. 
El Estado ha sido, en parte, cómplice en la creación de estos grupos, que incluso 
lograron recibir apoyo por parte de poderes regionales como élites políticas locales, que 
a su vez se vieron fortalecidas por el fenómeno del paramilitarismo, una relación que se 
dio a conocer a profundidad a partir del escándalo de la parapolítica21.  
 
La combinación de lo anterior llevó a la expansión de estos grupos alrededor del país, lo 
que se concretó en 1997 con la creación de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) 
como una confederación de autodefensas que operaba bajo un comando común, como 
una suerte de organización con presencia en diferentes lugares del país, sumándose 
                                               
 
17
 MEJÍA, Oscar. Op. Cit. p. 89. 
18
 URUEÑA, Mario Iván. Op. Cit., p. 110 - 114. 
19
 GUÁQUETA, Alexandra y ARIAS Gerson. Impactos de los programas de desmovilización y reinserción 
sobre la sostenibilidad de la paz el caso de Colombia. En: RESTREPO, María Elvira y BAGLEY, Bruce. La 
desmovilización de los paramilitares en Colombia, entre el escepticismo y la esperanza. Bogotá, Universidad 
de los Andes. 2011., p. 473. 
20
 MEJÍA, Oscar. Op. Cit., 85 - 87, 164. 
21
  Ibíd., p. 134, 158 - 160. 
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como otra convergencia delictiva, además de la creada en 1994 con las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU)22. 
  
Antes y después de la consolidación de estos grupos, se llevó a cabo una expansión de 
su territorio del control, siguiendo un modus operandi similar, a saber: a) proferir 
señalamientos a quienes eran considerados como enemigos; b) hacer presencia física y 
analizar las dinámicas de los territorios a tomar; c) amedrentamiento a la población civil, 
a través de la generación de miedo y terror en la población civil, ejecutando acciones 
como asesinatos selectivos y masacres con la finalidad de generar visibilidad y terror; y 
d) justificación de sus acciones ante la sociedad civil regional. Todos estos puntos dieron 
como resultado la aceptación de un modelo de sociedad diferente, adaptado a las 
dinámicas paramilitares, de manera consciente o tácita23. 
 
A partir de lo anterior y como resultado de su accionar, los grupos paramilitares lograron 
consolidar su presencia a nivel nacional, capturando rentas y la política local en múltiples 
regiones. Dentro de las características propias del paramilitarismo es necesario destacar 
una en particular importante y que marca diferencia con las meras empresas para 
delinquir: se trata del logro de la hegemonía política y militar sobre  poblaciones, así 
como el encarnar, en ocasiones, el Estado local y su respeto por las consideraciones del 
Estado nacional. Adicional a esto, los grupos paramilitares tenían bajo su resorte los 
asuntos de la vida cotidiana como el hecho de administrar  la  justicia en las 
comunidades, mediar en conflictos, determinar los derechos de la ciudadanía, así como 
definir las maneras de explotación de la economía local24.  
 
También, se destaca que las AUC efectuaron acciones propias de un grupo 
conscientemente cruel; repertorios de violencia como el desplazamiento forzado y las 
masacres fueron algunas de las estrategias ejecutadas para desvanecer las que 
consideraban redes de apoyo de la guerrilla, también como métodos de 
amedrentamiento, control y lealtad al grupo.25 
 
1.1.4 Desarticulación, desmovilización de autodefensas y 
grupos paramilitares 
 
Ante este escenario, dichos grupos acordaron negociar su desmovilización con el 
Gobierno de Álvaro Uribe Vélez, después de lo cual llegaron a los acuerdos de Ralito y la 
desmovilización de múltiples bloques bajo el marco de la Ley de Justicia y Paz, como 
parte de la política de Seguridad Democrática. Lo anterior se vio apoyado, por un lado, 
en condiciones de desmovilización y pago de penas bastante laxas, que no incluían un 
componente de verdad pero sí la búsqueda de reducción de penas y un proceso de 
reinserción para los alzados en armas asociados a estas organizaciones. Por otro lado, 
                                               
 
22
 NUSSIO, Enzo. Op. Cit., p. 34. 
23
 AYALA OSORIO, Germán. Paramilitarismo en Colombia, más allá de un fenómeno de violencia política. 
Cali. Universidad Autónoma de Occidente. 2011. p. 48.  
24
 NUSSIO Enzo. Op. Cit., p. 34 - 36. 
25
 Ídem.  
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se vio favorecido por el compromiso del Gobierno a combatir a la guerrilla, para lo cual 
los desmovilizados podían servir como informantes26. 
 
Sin embargo, esta desmovilización colectiva de los grupos paramilitares mostró múltiples 
fallas. En primer lugar, no logró garantizar el conocimiento de la verdad por parte de las 
víctimas. También subestimó el número de paramilitares y guerrilleros que entrarían a 
hacer parte del proceso, llevando a desbordar la capacidad de las agencias a cargo de la 
situación jurídica y la reinserción de los desmovilizados27. 
 
Lo anterior va ligado a los pocos  controles definidos desde la institucionalidad para 
descartar la pertenencia de éstos a bandas de narcotraficantes, interesadas en asumir 
los beneficios de este régimen transicional, y el aprovechamiento del vacío de poder 
generado por la desmovilización, en particular por aquellos que vieron en la ausencia del 
paramilitarismo la oportunidad de poder y de mando que antes estuvo condensada y 
restringida solo en el proyecto unificado de las AUC28.  
 
En parte, el aprovechamiento de estos vacíos se ha visto representado en la formación 
de múltiples bandas criminales a lo largo del territorio nacional, utilizando muchas veces 
las mismas estructuras de poder de los bloques de autodefensas desmovilizados e, 
incluso, los mismos combatientes y jefes, ante el retorno a las armas de algunos de 
estos29. 
 
1.1.5 Las desmovilizaciones colectivas: consecuencias 
jurídicas e institucionales  
 
Es necesario mencionar también cuáles fueron las principales características posteriores 
al  proceso de desestructuración experimentado por los paramilitares. Por un lado, las 
desmovilizaciones colectivas por parte de los diferentes grupos paramilitares trajeron 
consigo un gran volumen de personas interesadas en los beneficios ofrecidos, y también 
convocó la atención de juristas y analistas políticos, sociales y de derechos humanos.  
 
Dado el volumen de desmovilizados, se vio la necesidad de armonizar tres referentes 
normativos importantes: las obligaciones estatales de investigar, juzgar y sancionar; los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación y la normativa flexible 
para facilitar el proceso de desmovilización. Teniendo en cuenta la anterior triada, la 
justicia transicional propone una serie de mecanismos para dar vía y tramitar la situación 
del gran número de desmovilizados sin que esto implique la transgresión a los derechos 
de las víctimas o el olvido de las obligaciones del Estado.  
 
                                               
 
26
 MEJÍA, Oscar. Op. Cit., p. 90, 94, 100, 190. 
27
 Ibíd., p. 92, sigte, 98, 195, sigte. 
28
 Ibíd., p. 104 - 106.  
29
 Ibíd., p. 107 - 109. 
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El llamado deber de investigar, juzgar y sancionar, deviene del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y del Derecho Penal Internacional, y busca principalmente que 
los Estados actúen ante violaciones de Derechos Humanos y del DIH ante “los 
responsables de graves violaciones de los derechos humanos”30. Y, además, armoniza 
con una de las máximas pretensiones del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
en el marco de su Convención.  
 
En relación a lo anterior, se plantea un dilema que surge en los escenarios transicionales 
y consiste en que, a pesar de las obligaciones internacionales para los Estados 
señaladas previamente, resulta complejo pretender su cumplimiento en pleno, es decir, 
de individualizar uno a uno a máximos responsables, en cumplimiento exegético de la 
norma, poniendo en peligro la negociación de paz adelantada, “porque, hay que 
aceptarlo, en un contexto de guerra, ningún actor armado estaría dispuesto a participar 
en un acuerdo de paz que no representara ningún atractivo para él”31. 
 
De la obligación de investigar y sancionar, se deriva el derecho a la justicia de las 
víctimas. En este punto es claro que las etapas de transición representen un momento de 
tensión para el cumplimiento de los derechos de las víctimas ya que se enfrentan, por un 
lado, a “la obligación correlativa del Estado de investigar, enjuiciar y castigar a los 
responsables de violaciones de derechos humanos y la necesidad de adoptar medidas 
que conduzcan a una transición efectiva […] como conceder amnistías o indultos a los 
perpetradores de las violaciones”32, o la inclusión de penas alternativas, e incluso la 
renuncia a la persecución penal para casos no seleccionados.  
 
En este sentido hacen parte del deber de juzgar de los Estados y, por ende, del derecho 
correlativo de las víctimas aspectos como:  
 
“a) el deber de sancionar a quienes hayan cometido graves violaciones de 
los derechos humanos, (b) el deber de imponer penas adecuadas a los 
responsables, (c) el deber del Estado de investigar todos los asuntos 
relacionados con graves violaciones de los derechos humanos, (d) el 
derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo y (e) el deber de 
respetar en todos los juicios las reglas del debido proceso”33.  
 
De cara a lo anterior, se tiene que los procesos de desmovilización han tenido que  
enfrentar los derechos de las víctimas contra la necesidad de paz, lo que no quiere decir 
que se haya permitido la impunidad de manera total y plena, ya que el deber de 
investigar y sancionar nunca podrá suprimirse ante graves violaciones a derechos 
humanos cometidas en particular por aquellos considerados como máximos 
                                               
 
30
 BOTERO, Catalina y RESTREPO, Esteban. Estándares internacionales y procesos de transición en 
Colombia. En: UPRIMNY, Rodrigo, et al. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación 
para Colombia. Bogotá. De Justica. 2006., p. 53. 
31
 UPRIMNY, Rodrigo. Las enseñanzas del análisis comparado: procesos transicionales, formas de justicia 
transicional y el caso colombiano. En: UPRIMNY, Rodrigo, et al. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, 
justicia y reparación para Colombia. Bogotá. De Justica. 2006., p. 20. 
32
 BOTERO, Catalina y RESTREPO, Esteban. Op. Cit., p. 54. 
33
 Ídem. 
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responsables (como es el caso propuesto por la Ley de Justicia y Paz 97534 de 2005). Es 
decir, que en el “contexto particular de los procesos de transición a la democracia […] la 
obligación de juzgar y sancionar […] puede implicar acceder a “ciertos mínimos de 
sanciones” o “un cierto umbral de juzgamiento de responsabilidades””35, pero no a la 
aplicación en pleno de la obligación de todos y cada uno de los señalados. 
 
Este modelo de justicia aparece como representación del “ascenso del idealismo y del 
repliegue del realismo y con ello, del dominio creciente de la justicia legal sobre la justicia 
política”36. El ascenso de la justicia transicional conlleva fuertes cuestionamientos en  
términos de legitimidad, debido a que la concepción de justicia socializada ha sido 
aquella que se imparte de manera individual y que tiene como resultado la privación de la 
libertad. 
 
1.2  Caracterización de procesos de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración (DDR) en Colombia 
y énfasis en la reintegración económica 
 
Inicialmente es importante abordar los estándares internacionales más importantes que 
dan línea base sobre  los procesos de DDR. Se encuentran los Estándares integrados de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración37 fijados por las Naciones Unidas  en  2006, 
la  Iniciativa de Estocolmo38 de 2006  y la Contribución de Cartagena al DDR de 200939. 
Dichas iniciativas tienen como eje común, contribuir a la seguridad y también  fijar las 
bases para el desarrollo de los procesos de DDR en concordancia con las necesidades y 
contextos de los países que los implementan40. 
 
                                               
 
34
 Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 
disposiciones para acuerdos humanitarios 
35
 PARRA, Oscar. La jurisprudencia de la Corte Interamericana respecto a la lucha contra la impunidad: 
algunos  avances y debates. En: Revista Jurídica de la Universidad de Palermo. [en línea] No. 1 (Noviembre 
2012) p. 11 Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r30797.pdf [citado 22 de abril de 2014] 
36
 OROZCO, Iván, Derechos humanos, justicia transicional y bandas emergentes. En: RESTREPO, María 
Elvira y BAGLEY, Bruce. La desmovilización de los paramilitares en Colombia, entre el escepticismo y la 
esperanza. Bogotá, Universidad de los Andes. 201., p. 160. 
37
 NACIONES UNIDAS, GRUPO INTERINSTITUCIONAL DE TRABAJO SOBRE DESARME, 
DESMOVILIZACIÓN Y REINTEGRACIÓN. Nota informativa para los altos directivos sobre los estándares 
integrados de Desarme, Desmovilización y Reintegración. [en línea] (2006) Disponible en: 
http://unddr.org/uploads/documents/SMN-FINAL.pdf [citado 10 de septiembre de 2014]  
Integrated DDR Standards (IDDRS) (Nombre original) 
38
 STOCKHOLM INITIATIVE. Stockholm Initiative on Disarmament, Demobilization and Reintegration.Testing 
the Principles. Suecia, Lena Sundh, Jens Samuelsson. 2006. Stockholm Iniciative (Nombre original)  
39
 CONGRESO INTERNACIONAL DE DESARME, DESMOVILIZACIÓN Y REINSERCIÓN. (1: 4-6, mayo, 
2009: Cartagena, Colombia) La contribución de Cartagena al desarme, desmovilización y reintegración. 
Cartagena, Colombia. 2009. 
40
 NUSSIO, Enzo. Op. Cit., p. 6. 
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Los Estándares Integrados de DDR  proveen una definición de estas tres categorías que 
ha tenido una vasta acogida a nivel internacional, un ejemplo de esto se puede apreciar 
en la adaptación hecha en su momento por la Contribución de Cartagena41. 
 
Para comenzar, se tiene la etapa de desarme que es considerada como una etapa de 
recolección, “registro, control y disposición de armas pequeñas, explosivos y armamento 
ligero y pesado de los combatientes y con frecuencia también de la población civil”42. En 
esta primera etapa es usual que se lleven a cabo programas sobre manejo responsable 
de armas43.  
 
La segunda etapa es la desmovilización y consiste en la entrega formal y de manera 
controlada de los combatientes del grupo armado. Este momento puede ir desde “el 
procesamiento de combatientes en centros temporales hasta la concentración de tropas 
en campos designados para este fin (lugares de acantonamiento, campamentos, 
cuarteles o barracas).”44 
 
La reinserción se propone como un momento previo a la reintegración y abarca la 
asistencia a necesidades básicas inmediatas tanto de los excombatientes como de sus 
familiares, expresada por medio de la entrega de beneficios en especie o económicos45. 
Es un momento temporal en el tránsito de una persona desmovilizada a la vida civil, que 
consiste básicamente en la entrega de subsidios como “comida, ropa, abrigo, servicios 
médicos, educación básica a corto plazo, formaciones, empleos y herramientas”46. 
 
Finalmente, la reintegración es la etapa más larga de todo el proceso, en la cual se 
busca que los excombatientes retornen a la vida civil y obtengan un “empleo sostenible e 
ingresos. Éste es un proceso esencialmente social y económico sin límite de tiempo, que 
se desarrolla de manera principal en comunidades a nivel local”47. 
 
En lo que atañe a este documento, la reintegración es la etapa de interés y en la cual es 
posible diseñar estrategias de mejoramiento de la vida civil dentro de la legalidad para el 
desmovilizado.  
 
Para esta etapa la Contribución de Cartagena enfatiza, particularmente, sobre el tema de 
reintegración económica, debido a que considera que desde allí se puede evitar que las 
actividades de tipo ilegal se conviertan en una opción de ingresos incluso posterior a la 
desmovilización. La Contribución de Cartagena afirma que, a falta de oportunidades 
legales y en un contexto de economías ilícitas en ascenso, “los excombatientes 
(especialmente los jóvenes) tendrán un mayor riesgo de ser reclutados por empresarios 
de la guerra, y pueden volver a unirse a antiguos o recientes redes criminales o grupos 
armados”48. 
                                               
 
41
 CONGRESO INTERNACIONAL DE DESARME, DESMOVILIZACIÓN Y REINSERCIÓN. Op. Cit., p 3 - 5. 
42
 NACIONES UNIDAS, GRUPO INTERINSTITUCIONAL DE TRABAJO SOBRE DESARME, 
DESMOVILIZACIÓN Y REINTEGRACIÓN. Op. Cit., p. 2 y sigte. 
43
 Ídem.  
44
 Ídem.  
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 Ídem.  
46
 Ibíd., p. 5 
47
 Ídem.  
48
 CONGRESO INTERNACIONAL DE DESARME, DESMOVILIZACIÓN Y REINSERCIÓN. Op. Cit., p. 59. 
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A partir de esta premisa, la Contribución de Cartagena considera que las medidas que se 
tomen en materia de reintegración deben ser coherentes con la economía del Estado que 
las implementa, es decir, que se requiere de acciones concretas para superar los 
beneficios que deja una economía basada en la guerra, también llamada economía de 
guerra. En este sentido, es necesario diseñar estrategias capaces de integrar a todos los 
sectores y restablecer el vínculo de los desmovilizados con la demanda laboral, entre 
otras la creación de “incentivos competitivos ya sean tangibles (por ejemplo, seguridad, 
ingresos, etc.) o intangibles (por ejemplo, legitimidad, apoyo social y de organismos) para 
los excombatientes”49. 
 
La Contribución de Cartagena asegura, además, que la complejidad e importancia de la 
etapa de reintegración yace en su capacidad para evitar o incentivar, en caso de fracaso, 
la proliferación de nuevos conflictos. El fracaso de esta etapa puede traducirse en 
situaciones como la falta de oportunidades laborales para desmovilizados y para civiles, 
que arroja como resultado la adhesión a grupos armados ilegales, o mayores 
probabilidades de llevar a cabo actividades delictivas. “Como consecuencia, las 
oportunidades de empleo y las habilidades técnicas para la vida, son ingredientes claves 
en la reintegración económica en el postconflicto”50. 
 
Sin embargo, no sólo se trata de generar oportunidades de empleo sino de mejorar el 
perfil del desmovilizado. Ante esto, la Contribución de Cartagena señala que es evidente 
que existe un déficit de capital, especialmente de capital humano, que se relaciona con 
las competencias o formación para el trabajo, la educación, y también se observa la 
pérdida del tejido social del desmovilizado. Por ello, “la creación de oportunidades de 
trabajo a corto y mediano plazo, debe estar ligada (en lo posible), a entrenamiento u 
oportunidades económicas a largo plazo”51, y así facilitar su vinculación a la vida civil de 
manera sostenible y en el marco de la legalidad. 
 
Por su parte, la Iniciativa de Estocolmo parte de señalar que, para la comunidad 
internacional, el DDR tiene que ver con la desmilitarización de organizaciones armadas y 
el proceso posterior, en donde los excombatientes comienzan a identificarse como 
ciudadanos parte de una comunidad, dejando de lado el rol ejercido durante su 
participación en la guerra. Resalta que en la mediación de los conflictos convergen los 
intereses de todas las partes e incluso de actores externos como organizaciones 
internacionales y países interesados en el curso del proceso52.  
 
Para la Iniciativa de Estocolmo, la etapa de reintegración es de por sí difícil de definir, su 
complejidad supera las aproximaciones semánticas del término ya que implica “convertir 
a los excombatientes en ciudadanos con plenos derechos democráticos”53. 
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La importancia del tema de la empleabilidad para las personas en proceso de 
reintegración, como parte de la reintegración económica, puede identificarse a partir de 
las Recomendaciones mencionadas por la Iniciativa de Estocolmo. En general, se 
pronuncia acerca de la necesidad de avanzar en actividades sociales y económicas pues 
así se genera confianza entre las partes negociantes, sobre todo en los casos en que, en 
medio de relaciones asimétricas de poder, la parte más fuerte expresa su apoyo a la 
parte más débil, lo cual significa que se encuentran comprometidas y que el proceso 
como tal tiene un buen curso. 54 
 
En relación a lo anterior, la Iniciativa destaca que estos compromisos en materia de 
reintegración económica pueden verse en la construcción de programas de reintegración 
sostenibles para excombatientes, para lo que se requiere de su vinculación con el 
mercado, teniendo en cuenta que “una de las tareas más importantes es crear 
oportunidades de empleo, proporcionando alternativas para la guerra”55. 
 
La Iniciativa apunta a que, si se comprende la importancia del desarrollo económico en el 
desmovilizado, las acciones abocadas a su mejoramiento deben iniciarse desde la etapa 
de desmilitarización y no solo al final, en la reintegración, pues así se generan 
expectativas de un mejoramiento de la vida desde el comienzo del proceso y se ofrecen 
“mejores oportunidades a los que han estado involucrados directamente en conflicto”56, 
en otras palabras, ofrecer alternativas en la legalidad aporta al “progreso social, y hace a 
las personas menos proclives a volver a conflicto”57. 
 
Otra manera de describir y categorizar los procesos de DDR es la que los describe según 
sus niveles de transición: macro, meso y micro. El primero de ellos, el macro, hace 
referencia “al modelo escalonado de desmovilización paramilitar”58, recibe este nombre 
porque se direcciona en la consecución de la paz en el sentido amplio del término al no 
cobijar aspectos específicos, y ocurre una vez se han planteado directrices básicas de un 
acuerdo de paz. Para el caso de las desmovilizaciones colectivas en Colombia con los 
grupos paramilitares y de Autodefensas, esta etapa corresponde a la suspensión de  las 
operaciones militares y la concentración en campos provisionales de los diferentes  
bloques que se desmovilizaron. 
 
En segundo lugar, el nivel meso se refiere al paquete de DDR que se les ofrece a los 
futuros excombatientes, “que en el caso colombiano es más que el simple pago de una 
compensación única para supervivencia […] [se compone de] un programa comprensivo 
de asistencia, para ayudar a combatientes a adaptarse social, emocional y 
económicamente a una nueva vida”59. No obstante la idea inicial de este programa ha 
mutado considerablemente, y actualmente resulta claro que no solo se trata de un 
paquete de asistencia, sino que provee herramientas en términos de educación y 
formación para el trabajo, contempladas en la Política de Reintegración (Conpes 3554). 
Finalmente, la etapa micro del DDR en transición “ocurre en el corto plazo una vez que 
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cesa la acción militar y puede relacionarse con cualquiera de los componentes del 
DDR”60. 
 
1.2.1 Experiencias de DDR en Colombia 
 
Uno de los primeros procesos de DDR en Colombia, tuvo que ver con las amnistías 
otorgadas por el Gobierno de Rojas Pinilla (1953 – 1957) en 1953 por medio del Decreto 
1823. Estas amnistías fueron concedidas a quienes habían efectuado acciones en contra 
de las instituciones como, por ejemplo, lo hizo la guerrilla liberal. Este “fue el primer 
intento de atención a tropas en el marco de procesos de desmovilización y reinserción”61. 
 
Posteriormente, se expidió en 1958 el Decreto 2582 durante el periodo de Gobierno de 
Alberto Lleras Camargo (1958-1962). Dicho decreto “permitió e impulsó 
desmovilizaciones y reinserciones y autorizó la amnistía e indultos (…) Esta normatividad 
fue una medida unilateral por lo que constituye un antecedente de las futuras medidas de 
desmovilizaciones y reinserción individuales”62. 
 
La tercera manifestación de procesos de DDR benefició a los grupos guerrilleros como el 
ELN y las FARC. Para estos, se propuso durante el Gobierno de Cesar Turbay (1978-
1982) otorgar amnistías que estuvieron enfocadas en la salida de los detenidos en las 
cárceles y no como parte de un proceso de paz63.  
 
De hecho, los grupos guerrilleros sólo fueron tomados en cuenta como parte del conflicto  
y, por lo tanto, como partes para iniciar un proceso de paz, en el periodo de Belisario 
Betancur (1982-1986), pues antes se hacía referencia a ellos meramente como un 
asunto de orden público. Fue a partir de este Gobierno que se planteó una negociación 
política del conflicto con los grupos guerrilleros, creándose la Ley 35 de 1982 también 
conocida como Ley de Amnistía para la Paz, que cobijó tres grupos insurgentes, a saber: 
FARC, EPL y M-19. Con la aplicación de esta ley se desarrollaron algunas estrategias de 
reinserción económica: “programas de rehabilitación, dotación de tierras, vivienda rural, 
crédito, educación, salud y creación de empleos”64. Con la Ley de Amnistía para la Paz 
se dieron los primeros esfuerzos de un proceso de negociación, representado en 
acciones como el cese al fuego y la apertura de los diálogos. 
 
Posteriormente, durante el Gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), las negociaciones 
con los grupos armados tomaron un tono más político. La estrategia tuvo tres elementos: 
el primero fue la reconciliación; el segundo, la normalización y, finalmente, la 
rehabilitación. Este último elemento dio lugar a la creación del Plan Nacional de 
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Rehabilitación, que buscaba “la atención a comunidades afectadas y la facilitación del 
retorno de los alzados en armas a la vida civil”65. 
 
Además de lo anterior, durante el Gobierno de Barco se expuso la Iniciativa para la Paz 
que, grosso modo, buscó “la reincorporación plena a la normalidad ciudadana de grupos 
alzados en armas, a través de proceso o negociaciones de paz”66. Lo que demuestra un 
esfuerzo formal por una salida del conflicto incluyendo la etapa posterior a la dejación de 
las armas y la desmovilización.  
 
Durante este Gobierno, se planteó el Pacto Político por la Paz y la Democracia, que 
incluía compromisos de lado y lado. El Gobierno se comprometió en aspectos como los 
indultos y, en general, los beneficios jurídicos, así como la participación de los 
desmovilizados en la Asamblea Nacional Constituyente, entre otros. Por su parte, los 
excombatientes se comprometieron con la entrega de armamento y la dejación del 
negocio de la droga, por mencionar algunos aspectos. Ese Pacto tuvo como resultado los 
acuerdos para la reincorporación a la vida civil del M-19, el Partido Revolucionario de los 
Trabajadores y los acercamientos entre el EPL y la Consejería para la Reconciliación, 
Normalización y Rehabilitación, que desembocaron en el desarme, la desmovilización y 
la reinserción de este grupo. Sumado a los tres grupos mencionados, el Movimiento 
Armado Quintín Lame también se desmovilizó en 199167. 
 
De igual forma, en el Gobierno de Cesar Gaviria (1990-1994) se dieron 
desmovilizaciones y planes de reinserción con grupos armados. Tales fueron los casos 
del Comando Ernesto Rojas, disidencia del EPL. A este grupo le fueron otorgadas 
amnistías e indultos con base en el Decreto 1943 expedido en el año 1991. Durante 
dicho Gobierno, se firmó el acuerdo final con el Frente Francisco Garnica, también del 
EPL, en el año 199468. Para ambos procesos se hizo alusión a asuntos como la 
reinserción económica y social, en lo que tiene que ver con: “salud, educación, proyectos 
productivos, capacitación, asistencia técnica, vivienda y promoción del proceso”69, y 
también en aspectos como los beneficios jurídicos, entre otros.  
 
No obstante, es importante aclarar que en el Gobierno de Gaviria las desmovilizaciones y 
en general los procesos de DDR se tornaron más individuales que colectivos. Esto se 
debe a que se ofrecieron oportunidades jurídicas y en materia de seguridad que hacían 
más sugestiva la idea de desvincularse individualmente que de modo colectivo. Esta 
estrategia fue pensada no estrictamente para las negociaciones políticas de la paz sino 
“para fortalecer una estrategia contrainsurgente”70. 
 
Para dar claridad sobre este punto, el siguiente cuadro demuestra brevemente las 
diferencias en términos de beneficios que implicaban las desmovilizaciones individuales y 
colectivas: 
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Tabla 1-1: Diferencias entre beneficios para desmovilización individual y colectiva. Cifras 
en pesos colombianos 
71 
 
Por su parte, durante el Gobierno de Samper (1994-1998) se firmó un acuerdo entre el 
Ejecutivo, la Gobernación de Antioquia, la Alcaldía de Medellín y el Movimiento 
Independiente Revolucionario-Comandos Armados.  
 
Sin embargo, en esta época el desarrollo general de los proceso de DDR se enfrentó a 
un estancamiento debido a que las guerrillas se rehusaron a continuar las negociaciones 
con el Gobierno y, por el contrario, intensificaron sus acciones bélicas, cerrando la 
posibilidad de reanudar la negociación por la vía política como hasta el momento se 
había intentado72. 
 
En respuesta a la intensidad y los frecuentes ataques de la guerrilla, sumados a otros 
factores como el control de territorios para el narcotráfico y demás actividades ilícitas, 
surgen en 1997 las Autodefensas Unidas de Colombia como una expresión unificada de 
oposición y eliminación de la insurgencia. Con este escenario, el Gobierno de Andrés 
Pastrana (1998-2002) viró nuevamente hacía la postura de la negociación política del 
conflicto, tal y como se había impulsado durante el Gobierno de Betancur. A raíz de esto, 
el periodo de Pastrana fue objeto de fuertes críticas en relación a lo que se le otorgó a las 
FARC en la etapa de negociación (por ejemplo, la zona de despeje en El Caguán). En 
términos generales, la idea generalizada fue la de que los esfuerzos invertidos en esta 
etapa fueron un fracaso y no se logró concretar un acuerdo final entre las partes. Por ello, 
en 2001, el Gobierno de Pastrana emite la Ley 684, o también llamada de Defensa y 
Seguridad, con la cual se suspende la desmilitarización de la zona de despeje y, por 
ende, se anula el proceso de paz en términos de negociación política, como se había 
planteado73. 
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Con el fracaso de una salida negociada del conflicto con la guerrilla durante el gobierno 
de Pastrana, la idea de retomar el país por medios militares tomó fuerza y fue impulsada 
con intensidad por Álvaro Uribe (2002-2010). Durante su mandato se adelantaron dos 
procesos en paralelo; por un lado, el ya mencionado debilitamiento a la insurgencia por 
vías militares y, en segundo lugar, la desmovilización de los grupos paramilitares por vías 
políticas, es decir mediante una negociación política. 
 
Para ello, se planteó la Reincorporación a la Vida Civil como política de Gobierno en el 
Plan Nacional de Desarrollo propuesto por Álvaro Uribe para su primer periodo, de 2002 
a 2006. En el marco de este proyecto se desarrolló la política de Seguridad Democrática 
que tuvo como propósito frenar la avanzada de los grupos armados al margen de la ley, 
por medio de acciones que los disuadieran a dejar las armas como el ofrecimiento de 
diálogos de paz y una ruta de reintegración aplicada de manera individual, todo esto con 
el objetivo de “reducir el número de integrantes de las organizaciones al margen de la ley 
y brindar a estas personas una alternativa flexible y rápida para reiniciar su vida y 
recuperar su núcleo familiar”74. 
 
Con la política de Seguridad Democrática en marcha, el número de personas 
desmovilizadas de manera individual aumentó considerablemente como lo mostraron las 
cifras para el año 2002, pues se pasó de 100 desmovilizaciones en el 2001 a 27075. 
 
No obstante, el momento más importante en lo que corresponde a procesos de DDR 
durante el gobierno de Uribe, tiene que ver con las desmovilizaciones colectivas de las 
AUC. El primer paso para ello fue la firma de los acuerdos de Santa Fe de Ralito en el 
año 2003, en el cual estos grupos dieron inicio a la desmovilización paulatina de sus 
diferentes estructuras, bloques y frentes. Por su parte, el compromiso adquirido por el 
Gobierno fue el “brindar todas las condiciones de seguridad y a adelantar las acciones 
necesarias para reincorporar a los desmovilizados a la vida civil”76. 
 
Concretamente, la etapa de desarme se dio por medio de ceremonias colectivas en las 
cuales los miembros paramilitares entregaron armamento y material de intendencia77. La 
etapa de desmovilizaciones se dio por estructuras armadas. El siguiente cuadro expone 
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Tabla 1-2: Fechas y lugares de desmovilización. 
Bloque  Año Lugar 
Bloque Cacique Nutibara78 25 de noviembre de 2003 La Ceja, cercanía a 
Medellín, Antioquia.  
Bloque Bananero79 10 de diciembre de 2004 Corregimiento El Dos, 
Turbo, Antioquia.  
Bloque Córdoba80 18 de enero de 2005 Corregimiento de Santa Fe 
de Ralito, Tierralta, 
Córdoba.  
Bloque Héroes de Tolová81 15 de  junio de 2005 Corregimiento de Mata 
Maíz, Valencia, Córdoba.  
Bloque Héroes de 
Granada82 
1 de agosto de 2005 Corregimiento de Cristales, 
San Roque, Antioquia. 
 
La etapa que correspondió a la reincorporación estuvo a cargo del Programa de 
Reincorporación a la Vida Civil de Personas y Grupos Alzados en Armas (2003-2006), 
del Ministerio del Interior y de Justicia, así como de la Oficina del Alto Comisionado para 
la Paz, y  se buscó atender al desmovilizado en varios frentes. Adicionalmente, se llevó a 
cabo el Programa de Desmovilización y Reincorporación Colectivo, el cual tuvo dentro 
sus beneficios la creación del Centro de Referencia y Oportunidad, y la “afiliación del 
desmovilizado y su grupo familiar al régimen subsidiado de salud por 18 meses (…) 
orientación psicosocial voluntaria (…) educación”83, por señalar algunos ejemplos.  
 
En términos de reincorporación económica, estos programas estuvieron enfocados a 
apoyar estrategias de generación de ingresos, a través de proyectos productivos, la 
promoción de “asociaciones entre empresarios y grupos desmovilizados para desarrollar 
grandes proyectos agrícolas (…)”84. 
 
La normatividad más relevante para el momento fue la emisión de la Ley de Justicia y 
Paz (Ley 975 de 2005), la cual surgió casi como resultado de los diálogos y el acuerdo 
firmado con las Autodefensas. No obstante, previo a esta ley se generaron algunas 
controversias con respecto a la Ley 782 de 2002, sobre si era válido o no hablar de delito 
político para el caso de los grupos paramilitares.  
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Estas discusiones se dieron alrededor de la situación jurídica de los desmovilizados, la 
cual se complejizó con la sentencia No. 26945 emitida en julio del 2007 por la Corte 
Suprema de Justicia, en la que se declaró la imposibilidad de atribuirle la categoría de 
delitos políticos a los cometidos por los desmovilizados paramilitares. Esta decisión trajo 
consigo un limbo jurídico para alrededor de 19.000 exparamilitares que intentó resolver la 
Ley 1312 de 2009, también conocida como Ley de Oportunidad. Esta ley buscó 
suspender la imputación de cargos a una persona que sólo tenía dentro de su historial 
delictivo la pertenencia a grupos armados ilegales. Sin embargo, poco tiempo después la 
Corte Constitucional, mediante la sentencia C-936 de noviembre de 2010, rechazó la 
posibilidad  de que desmovilizados paramilitares se cobijaran bajo el principio de 
oportunidad85.  
 
Con esta situación, surgió de nuevo el limbo jurídico que finalmente se resolvió con la 
Ley 1424 de 201086, con la cual los desmovilizados que no fueron cobijados por la Ley 
975, es decir, aquellos que únicamente cometieron delitos como porte ilegal de armas, 
insignias y uniformes, y concierto para delinquir agravado, pudieron acceder a la firma de 
un Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación, en el cual a cambio de 
rendir testimonios como parte de un aporte a la verdad histórica del conflicto, recibirían 
beneficios jurídicos como la suspensión condicionada de la ejecución de la pena. 
 
Se hace mención a este tipo de discusiones ya que desde allí se definieron aspectos 
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2. INSTITUCIONES Y POLÍTICA DE 
REINTEGRACIÓN EN COLOMBIA: Una 
mirada al empleo y su relación con la 
vinculación a nuevos grupos armados 
ilegales    
  
Con los acuerdos de desmovilización colectiva pactados entre el Gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez y los paramilitares culminó, por lo menos en términos formales, la 
participación de estos últimos como actores del conflicto armado interno. Con ello surgió 
la necesidad de establecer procesos, directrices e instituciones apuntadas a recibir y 
tramitar una ruta de retorno a la legalidad, es decir, a la vida civil de las personas 
desmovilizadas. Como parte de la meta trazada, se pretendió mejorar las condiciones del 
desmovilizado en materia económica, destacando su relación con el mercado laboral y la 
ocupación en un empleo.  
 
A continuación, se llevará a cabo una caracterización del proceso de reintegración 
económica en materia de empleo, analizado desde varias aristas. En primer lugar, se 
expondrán los mecanismos de reintegración en Colombia, sus antecedentes, cambios y 
desarrollo, tanto de la Política de Reintegración Social y Económica como de las 
instituciones que se encargaron de los temas de reintegración. En segundo lugar, se 
presentará un análisis de la situación del empleo para personas en proceso de 
reintegración y algunos fenómenos en su situación de empleabilidad como la 
informalidad laboral, el subempleo y el desempleo. Para desarrollar este punto, se 
abordará también la importancia del sector privado, el mercado laboral y se hará una 
descripción de los programas de reintegración adelantados por los Gobiernos que 
buscan mejorar la situación en materia de reintegración económica para desmovilizados. 
En tercer lugar, se realizará un análisis de las razones por las cuales la falta de acceso a 
oportunidades laborales puede convertirse en una de las causas para la vinculación a 
nuevos grupos armados ilegales, a partir de la descripción de características generales y 
sus lugares de consolidación.  
 
2.1 Mecanismos de reintegración en Colombia 
 
En este apartado se hará una descripción de la situación de la población desmovilizada 
que hace parte de la Ruta de Reintegración, también se tendrán en cuenta los cambios 
institucionales que antecedieron la actual Agencia Colombiana para la Reintegración 
(ACR), así como una descripción de las necesidades que dieron lugar a la creación de la 
Política de Reintegración Social y Económica, teniendo en cuenta la importancia del 
empleo como eje central en el retorno a la vida civil de los desmovilizados y el sentido de 
las estrategias que se han implementado para su fomento.  
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Para empezar, es importante destacar que la población objetivo de los mecanismos de 
reintegración es diversa en cuando al tipo de desmovilización y al grupo al cual se estuvo 
vinculado. Así, en el caso de los paramilitares, las desmovilizaciones colectivas que 
tuvieron lugar entre 2003 y 2006 llevaron a un total de 31.69887 personas desmovilizadas. 
Para el caso de las desmovilizaciones individuales88 de los mismos grupos se vincularon 
17.159 personas. En cuanto a otros grupos ilegales, como la guerrilla de las FARC y el 
ELN, el acumulado muestra un total de 7.716 desmovilizados, en su gran mayoría 
desmovilizadas individualmente (7.488 personas).89 Las anteriores cifras son tomadas de 
datos oficiales de la ACR que cubren desde 2003 hasta junio de 2014. 
 
Tabla 2-3: Desmovilizaciones desde 2003 
90 
 
De acuerdo con las cifras anteriores el balance en materia de reintegración, según 
anuncios oficiales, es positivo. Es posible afirmar que desde 2003, las desmovilizaciones 
incluyeron a 56.000 personas aproximadamente, de las cuales cerca de 46.000 
ingresaron a la Ruta de Reintegración de la Agencia Colombiana para la Reintegración, 
como lo muestra la gráfica a continuación. 
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De esta última cifra, actualmente continúan en proceso de reintegración cerca de 28.000 
personas, las cuales se encuentran activas aún en los programas de la ruta.92 Del total 
de desmovilizaciones se observa que tan sólo el 12% son mujeres y el 88 %  hombres.93 
 
Para atender a la población desmovilizada, independientemente del grupo ilegal de 
pertenencia o tipo de desmovilización, se ha dado lugar a la implementación de 
programas e instituciones encargadas de velar por el retorno a la vida civil. Cuando una 
persona se encuentra activa en esta etapa, se le denomina como Persona en Proceso de 
reintegración (PPR) según la terminología oficial utilizada por la Agencia Colombiana 
para la Reintegración, entidad competente en el manejo de la Ruta de Reintegración, 
conformada por el Decreto 3043 de 2006, de acuerdo con lo estipulado en el Documento 
Conpes 3554 del año 2008 relativo a la Política de Reintegración Social y Económica de 
Grupos Alzados en Armas. 
 
Teniendo en cuenta el panorama de la población desmovilizada, han sido varios los 
mecanismos de reintegración implementados en Colombia para atenderla, para lo cual se 
han construido diferentes estrategias e instituciones que han mutado hasta llegar a las 
que actualmente son las regentes en el tema. Se trata de la Agencia Colombiana para la 
Reintegración (ACR) y de la Política Nacional de Reintegración Social y Económica 
(PRSE).  
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2.1.1 Antecedentes de la Política de Reintegración 
Económica y Social 
 
Antes de la configuración de la Política de Reintegración Económica y Social (PRSE), los 
antecedentes operativos señalan que en el periodo anterior a 2006 los procesos de 
desmovilización se manejaban por medio del Programa para la Reincorporación a la Vida 
Civil (PRVC), bajo el monitoreo del Ministerio del Interior y de Justicia, el cual se 
encargaba principalmente de labores asistenciales y humanitarias.94 
 
Posteriormente, con las desmovilizaciones colectivas de los paramilitares, se vio la 
necesidad de diferenciar las vías para tramitar tanto estas como las desmovilizaciones 
individuales. Así, las desmovilizaciones colectivas  pasaron por un proceso de admisión 
“previa negociación y acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado para la Paz”95, 
mientras que las desmovilizaciones individuales, las cuales incluyen entregas 
unipersonales, fueron atendidas inicialmente por el Ministerio del Interior por medio del 
Programa para la Reincorporación a la Vida Civil de Excombatientes y Alzados en Armas 
(PRVC) y, posteriormente, por la Alta Consejería para la Reintegración Social y 
Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas. Este mismo programa acogió a los 
desmovilizados colectivos de las Autodefensas a partir de  200396.  
 
Para ambos casos, desmovilizaciones colectivas e individuales, la etapa de reintegración 
estuvo a cargo de la Alta Consejería para la Reintegración97, que posteriormente y tras  
cambios institucionales se convirtió en la Agencia Colombiana para la Reintegración. A 
continuación, se hará una descripción más detallada de las modificaciones que 
acontecieron. 
 
Durante los primeros años de la década del 2000 surgieron inconvenientes y críticas para 
las instituciones que monitoreaban las desmovilizaciones colectivas e individuales, es 
decir, la Oficina del Alto Comisionado para la Paz y el Programa de Reincorporación a la 
Vida Civil del Ministerio del Interior. Las críticas advirtieron que la manera como se 
orientaba la reinserción era insostenible a la luz del volumen de desmovilizados que 
llegarían como resultado de los acuerdos con los grupos paramilitares. Lo que se hacía 
era proveer medios de subsistencia de manera temporal a todas las personas 
desmovilizadas, lo que rápidamente desbordó “la capacidad institucional de ese 
momento [y] sobrepasó las funciones de aquellos que eran los responsables de 
reincorporar a la población desmovilizada”98.   
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Dados los desaciertos de los programas antes descritos, en el año 2006 se desplegó una 
alternativa para lo cual se instituyó la Alta Consejería para la Reintegración Social y 
Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas (ACR), con la cual el enfoque 
basado en el tipo de atención asistencialista fue sometido a un cambio que le apuntó a 
generar herramientas de “sostenibilidad y el desarrollo de competencias de aquellos que 
le apostaran a un proceso de reintegración a la vida civil”99. 
 
El objetivo general de la ACR se centraba en atender al proyecto de vida del 
desmovilizado, por medio de tres estrategias para la generación de ingresos: los planes 
de negocio, el empleo y los programas de servicio social. Para el primer caso, se puede 
anotar como información adicional el apoyo recibido de la Organización Internacional 
para las Migraciones a partir del 2009. Para el segundo punto, el empleo, se desplegaron 
acciones para incentivar la contratación de personas en proceso de reintegración, como 
exenciones de impuestos, frente a lo cual el presidente para aquel entonces, Álvaro Uribe 
Vélez, mostraba reparos al considerar que este tipo de incentivos creaban distorsiones 
en el mercado. Para la última estrategia, los programas de servicio social, es posible 
agregar que fueron implementados en regiones con escasas oportunidades de 
generación de ingresos y consistieron en ofrecer un pequeño salario por el apoyo del 
desmovilizado en tareas públicas o de policía, estrategia de poca recordación y 
relevancia.100 
 
Posteriormente, en el año 2011, la Alta Consejería es reformada y surge la Agencia 
Colombiana para la Reintegración (ACR), entidad pública conformada como “Unidad 
Administrativa Especial con personería jurídica, adscrita al Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República”101. Bajo esta nueva lógica institucional, la política de 
reintegración actual se desarrolla en diferentes escenarios, grosso modo, económico, 
social y comunitario como se desarrollará a continuación.  
 
2.1.2 Política de Reintegración Económica y Social: marco 
internacional, nominación de la población y objetivo 
 
Para explicar este punto, es importante entender que la Política de Reintegración Social y 
Económica hace parte del proceso internacionalmente conocido como Desarme, 
Desmovilización y Reintegración (DDR)102, como práctica de ésta última etapa.  
 
El primer elemento, ‘desarme’, da cuenta de “la entrega de las armas y el material de 
guerra e intendencia”103. La ‘desmovilización’ es entendida como “el momento en el cual 
se da por terminada una organización armada, bien sea porque se deshace la 
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organización o porque el combatiente se separa de esta”104. Finalmente, la ‘reintegración’ 
tiene que ver con “un proceso asociado a un programa, (…) a la nueva adscripción a la 
legalidad y la institucionalidad, a nuevas lógicas del vínculo social que reorientan la vida, 
el ejercicio de la ciudadanía y la articulación social y económica (…) las dificultades 
encontradas pueden favorecer el regreso a la ilegalidad y el inicio nuevamente del ciclo 
de la violencia; es decir, una removilización”105. Las consideraciones sobre el proceso de 
DDR se desarrollan más adelante en este documento (ver 2.2 Caracterización de 
procesos de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR). 
 
Retomando la PRSE, esta se puede considerar como el resultado de una reflexión que 
comprende diferentes aristas, comenzando por la jurídica, pasando por la apuesta 
política sobre cómo plantear un proceso de reintegración en una etapa que dista de ser 
nominada como posconflicto e integrando también aspectos específicos de las Personas 
en Proceso de Reintegración (PPR)106, como el psicológico, la empleabilidad, y la 
reparación a las víctimas, por mencionar algunos aspectos que la caracterizan. 
 
Ahora bien, teniendo claro el marco en el que se inscribe la PRSE y algunos aspectos 
generales, es importante precisar su objetivo, el cual consiste en la promoción y la 
“incorporación efectiva del desmovilizado con voluntad de paz y de su familia a las redes 
sociales del Estado y a las comunidades receptoras”107, por medio de diferentes 
estrategias como: 
 
“a) la integración de la oferta social y económica del Estado; b) el acompañamiento 
para incrementar la probabilidad de que las intervenciones mejoren las condiciones 
de calidad de vida de la población desmovilizada y de sus familias; y c) la 
construcción de un marco de corresponsabilidad que, por un lado, apoye al 
desmovilizado a regresar y convivir constructivamente en su entorno familiar y 
comunitario y, por el otro, lo comprometa a él y a sus dependientes con la 
superación de su situación y la permanencia en la legalidad.”108 
 
Los anteriores puntos tienen como objetivo que “el desmovilizado sea autónomo en la 
generación de ingresos de manera sostenible en la legalidad”109, lo que se manifiesta en 
la obtención de un sustento económico de manera autogestionada por parte de las 
personas en proceso de reintegración, por ejemplo, un empleo. Para propiciar lo anterior 
se ofrecen, dentro de la ruta de reintegración, beneficios sociales que facilitan la 
búsqueda de empleo, tales como los programas de gestión en educación y formación 
para el trabajo.  
 
Finalmente, la Política de Reintegración Social y Económica (PRSE) tiene un enfoque 
que busca acercar a las comunidades afectadas con las personas en proceso de 
reintegración, planteando un enfoque de reintegración comunitaria. Pese a ello, estos 
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intentos de legitimar el alcance de la política no han sido totalmente efectivos, pues en 
las comunidades se perciben manifestaciones de rechazo, miedo o escepticismo ante la 
población desmovilizada, justificadas en acciones ilegales o de rearme de esta última110. 
2.1.3 Orientación del empleo en la Política de Reintegración 
Social y Económica 
 
Se entiende la importancia del empleo para una persona en proceso de reintegración, 
como “el medio a través del cual los individuos hacen su aporte productivo a la sociedad, 
adquieren nuevas habilidades, realizan su proyecto de vida, se relacionan con otras 
personas y obtienen recursos necesarios para asegurar el bienestar propio y el de sus 
familias.”111 
Además de generar autonomía y hacer sostenible el proceso de reintegración de cada 
persona, es importante subrayar que el empleo hace referencia a algo más que una 
suerte de recursos económicos, pues “constituye el ámbito de socialización por 
excelencia de las personas, el que organiza su cotidianidad y la de sus hogares, y les 
garantiza un lugar en esta sociedad”112. 
 
Pese a esto, autores como Thorsell han observado que la política de reintegración de la 
ACR tiene un enfoque “marked-centred” (centrado en el mercado, incluso más que en su 
población objeto), es decir, que considera que el sector privado e, incluso, la sociedad 
civil, pueden sustituir por completo el apoyo del Estado en la generación de empleo, de 
allí que se trace como objetivo mejorar las habilidades del desmovilizado para vincularse 
con el sector privado o que incluso se emplee por su propia cuenta (planes de 
emprendimiento)113. 
 
Aunque un enfoque como el descrito es necesario y pertinente bajo las dinámicas 
económicas bajo las cuales se rige el mercado laboral, también es claro que el mismo, 
por sí solo, no genera oportunidades de empleo de manera fácil para aquellas personas 
en proceso de reintegración. Por ello, mientras la obtención del empleo ocurre, se 
otorgan beneficios económicos que no sólo se posicionan como un subsidio, como el 
recibido al comienzo de la ruta de reintegración por manutención inicial, sino que se 
intentan entrelazar con estrategias de autosostenibilidad como la entrega de planes de 
negocio y beneficios de educación para el trabajo114. Sobre este tema se hablará de 
manera más amplia en el apartado 1.2 de este texto. 
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A pesar de ello, se observa que aún evitando un enfoque meramente asistencial, las 
formas en las que se estimula al desmovilizado para que se vincule por sí solo a un 
empleo formal no siempre son exitosas. Por ejemplo, en teoría, el hecho de que se 
provea educación básica o secundaria para un desmovilizado aumentaría sus 
posibilidades de vincularse a un empleo pues estaría más capacitado para el mismo, 
empero, en la práctica, no se garantizan “posibilidades reales de empleabilidad o de 
ingresos”115. 
 
Ante esto, es claro que hace falta algo, más allá de ofrecer cursos de formación para el 
trabajo, planes de emprendimiento o educación, pues aunque son en efecto necesarios, 
no son suficientes para enfrentar las dificultades que el mercado laboral posee para las 
personas en proceso de reintegración.  
 
Es de anotar que la generación de empleo parte de la necesidad de satisfacer a las PPR 
que no se encuentran aptas o no desean vincularse con proyectos productivos. A raíz de 
ello, el Gobierno se ve en la tarea de diseñar alternativas de reinserción económica que 
atiendan las necesidades de desmovilizados que no se interesaron por llevar a cabo 
proyectos productivos. “Estas opciones giran en torno a la creación de empleos para la  
población desmovilizada, tanto en el sector privado como en el público, y su viabilidad 
depende de la generación de incentivos suficientes para ambos sectores”116. 
 
Ahora bien, la PRSE comprende que un proceso de reintegración, más allá de buscar 
que sus participantes se reincorporen a la vida civil de manera sostenible por medio de 
un empleo o recuperando su relación con el mercado y las prácticas que suceden allí 
como las transacciones, implica también pensar la reintegración en términos sociales y 
psicosociales, relacionados con el tratamiento de las secuelas psicológicas de la guerra 
sobre las PPR, por ejemplo.  
 
A todo lo anterior, podría sumarse la incidencia de las motivaciones emocionales como 
propulsoras de la reconfiguración de grupos armados, siendo estas un factor no 
relacionado con el empleo. Resulta interesante comprender que, más allá de los  
aspectos económicos, sociales o incluso políticos, persiste de fondo una motivación 
basada en los beneficios emocionales, como el ganar reconocimiento y estatus por 
pertenecer a una estructura armada, el empoderamiento, el apego, las amistades o “el  
suplir  un estado  de  aburrimiento  para  dotar  así  la  vida  de sentido; dichos beneficios 
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no se identifican con los objetivos últimos de la organización, pero ayudan a  entender  
por  qué  ciertos  miembros  se  involucran  o  permanecen”117. 
2.2 Perspectivas de análisis del empleo: la 
informalidad laboral, el subempleo y el mercado 
laboral 
 
En este apartado se expone un breve análisis sobre las dificultades enfrentadas por los 
desmovilizados en cuanto a empleabilidad, representadas básicamente en el desempleo, 
la informalidad y el subempleo. Posteriormente, se presentarán algunas particularidades 
del mercado laboral y del sector privado que desafían la obtención de empleo para 
personas en proceso de reintegración. Finalmente, se describirán algunos programas de 
reintegración económica utilizados en el pasado. 
2.2.1 Expresiones de la problemática laboral de los 
desmovilizados 
 
Teniendo en cuenta que el desarrollo de la política de reintegración va de la mano con la 
activación de oportunidades laborales para PPR, se pudo identificar las siguientes 
situaciones problemáticas a la hora de emplearse: la informalidad laboral, el subempleo y 
el  desempleo, el cual se traduce en inseguridad económica total. Antes de referirse a 
cada una de ellas, profundizando en la informalidad, se expondrán a continuación y de 
manera breve algunas cifras que soportan la importancia de explicar de qué tratan las 
situaciones identificadas alrededor del tema del trabajo.  
 
Para el año 2008, alrededor del 40% de personas en proceso de reintegración se 
encontraban desempleadas.118 En el caso específico de la ciudad de Bogotá, se reportó 
que entre los años 2005 y 2008, la proporción de desmovilizados desempleados 
superaba el 60%.119 
 
Para el año 2010, cifras oficiales reportaron que alrededor del 57% de las personas en 
proceso de reintegración se encontraban empleadas, pero de ellas cerca del 68% se 
ubicaba en el sector de la informalidad laboral, es decir, que en relación al total de 
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personas en reintegración para aquel entonces, solo el 18% se empleaba en el sector 
formal, el 39% en actividades informales, y el 43% se encontraba desempleado.120  
 
Profundizando en lo anterior, el II Informe de la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, resaltaba que la dificultad para emplearse de las mujeres desmovilizadas 
era mucho mayor que para los hombres.121 Esto se vio reflejado en que para el año 2010 
el 62% de las mujeres en proceso de reintegración estaban desempleadas en relación a 
un 25% para el caso de los hombres.122 
 
a.) Informalidad laboral. Si bien hay múltiples formas de definir la informalidad, una 
que destaca es la empleada por la OIT, organismo clave a la hora de abordar el tema del   
trabajo y, por lo tanto, autoridad en el tema. La definición sugerida reconoce como 
informales a  “los asalariados y empleadores que trabajan en empresas del sector 
privado con hasta 5 personas de personal, los empleados domésticos, los trabajadores 
familiares sin remuneración y los trabajadores por cuenta propia no profesionales, ni 
técnicos”123 o, también, a quienes no cotizan en el sistema de pensiones.124 Esta 
definición fue presentada por la OIT en la resolución de la Decimoquinta Conferencia 
Internacional de Estadísticos del Trabajo de 1993. 
 
En Colombia, el DANE, entidad encargada de las estadísticas nacionales adoptó dicha 
definición de la OIT y añade que, cuando se tiene seguridad social, se puede entender 
que se está bajo un estatus de empleo formal125. 
 
La definición utilizada por Fedesarrollo sugiere la informalidad como una actividad lícita 
que contiene una transacción monetaria que evade o elude impuestos; lo anterior puede 
incluir los ingresos propios que no se reportan por cuenta de un salario o una ganancia 
originada por actividades productivas o de prestación de servicios. Esta definición se 
diferencia de la anterior en tanto considera que el hecho de aportar en seguridad social 
no significa automáticamente que haga parte del sector formal126.  
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Teniendo en cuenta esa conceptualización, se abordarán algunos aspectos contextuales 
del fenómeno. Desde 1980 hasta 2009, los cambios en las tasas de informalidad se 
dieron, grosso modo, por factores en la oferta como las reformas al sistema de protección 
social, mas también por factores en la demanda como los cambios en los costos 
laborales. En otras palabras, los costos de contratación básicos y de emplearse 
formalmente presentaron incrementos significativos tanto para el contratante como para 
el empleado, en aspectos como “los aportes a salud, pensión y en el salario mínimo”127, o 
también en las contribuciones a seguridad social, parafiscales y demás costos no 
salariales, los cuales fueron asumidos cada vez más por el empleador, pasando de 
representar el 52,2% de un salario en 1980, a representar el 64% del mismo en 2009. 
 
Si se tiene en cuenta que en Colombia los costos mínimos de contratación, conformados 
por el salario mínimo y los costos no salariales, han presentado un ascenso importante, 
siendo “Colombia  uno de los países de América Latina que tiene una de las relaciones 
más altas entre el salario mínimo y la productividad media de la economía”128, es 
evidente que los empleadores encuentren mayores dificultades para contratar 
trabajadores en el marco de la formalidad laboral.  
 
Los argumentos expuestos son solo algunos ejemplos por los cuales se relativizaron los 
beneficios de los empleos formales. Adicionalmente, para ciertos grupos poblacionales 
tales como mujeres, personas en proceso de reintegración, jóvenes, que por sus 
características no cuentan con la experiencia o formación requerida para un trabajo 
formal, resulta más fácil  vincularse a un  empleo informal, aunque esto no implique tener 
estabilidad laboral o buenas condiciones laborales.129 
 
En lo que respecta a la situación laboral de las personas en proceso de reintegración, se 
han proyectado esfuerzos normativos con miras a socavar la falta de oportunidades 
laborales, buscando alentar su contratación. Por ello, destaca la importancia de la Ley 
1429 de 2010130, también llamada Ley de Formalización y de Generación de Empleo en 
Colombia, que pretende crear empleos formales estimulando la oferta, es decir, 
ofreciendo estímulos a las empresas como la disminución en el pago de impuesto de 
renta y complementarios, o sobre los costos derivados del registro mercantil y 
parafiscales (Artículo 11, Ley 1429 de 2010). Estos aplican siempre y cuando las 
empresas logren vincular en su nómina a jóvenes menores de 28 años, personas en 
situación de desplazamiento, personas en proceso de reintegración o reinserción, en 
condiciones de discapacidad o mujeres mayores de 40 años que hayan permanecido 
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desempleadas durante un año (Artículo 10, Ley 1429 de 2010). Este tipo de poblaciones 
encabezan la participación en la informalidad laboral, el subempleo o son víctimas de 
desigualdades salariales131; como muestra de lo anterior, en el 2009, el Programa de 
Reincorporación a la vida civil (PRVC) aseguraba “que la mayoría de los guerrilleros 
había encontrado trabajo, aunque muchos eran informales.”132 
 
No obstante este esfuerzo, es difícil tener certeza sobre los impactos de la Ley 1429 en 
cuanto al número de empleos generados para poblaciones vulnerables, especialmente 
para los reinsertados, debido a que “no existe ninguna obligación de registro por parte de 
los beneficiarios de los incentivos a la generación de empleo, ya sean empresas o 
poblaciones vulnerables”133. Incluso, los supuestos avances de esta ley podrían atribuirse  
más bien a propuestas anteriores como el Decreto 525 de 2009, que reglamenta el 
artículo 43 de la Ley 590 del 2000134, relacionado con estímulos para la creación y 
formalización de empresas por medio de la deducción de los aportes parafiscales (pagos 
de las empresas a SENA, ICBF y Cajas de Compensación Familiar). 
Para superar lo anterior, se requiere de la interlocución entre la política de reintegración, 
las normativas presentadas y los acuerdos que logren establecerse con el sector privado, 
como parte de un esfuerzo del Gobierno para hacer llamativa, segura y rentable la 
contratación de PPR y no sólo entendida desde la corresponsabilidad social empresarial. 
No obstante, a pesar de la puesta en marcha de estos elementos en conjunto, las 
estrategias de gobierno, la legislación y los acuerdos con el sector privado siguen siendo 
insuficientes y no logran “alterar la relación costo/beneficio entre informalidad/formalidad 
en las etapas iniciales de la formalización”135, resultando en “un enclave económico no 
regulado que genera empleo y que muchas veces representa ingresos superiores a los 
que se puede encontrar en la oferta de trabajo formal.”136 
 
Sin embargo, no sólo el fenómeno de la informalidad resulta afectando a este tipo de 
población sino también, como se verá en el siguiente apartado, la problemática del 
desempleo y el subempleo. 
  
b. Desempleo. La definición estándar del desempleo consiste en la situación en que 
una persona en edad de trabajar, o sea, que hace parte de la población económicamente 
activa, se encuentra en alguna de las siguientes situaciones:  
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“a. “Sin trabajo", es decir, no tenían un empleo asalariado o por cuenta 
propia […] b. "Disponibles para trabajar", es decir, estaban disponibles 
para el trabajo por cuenta ajena o por cuenta propia durante el período de 
referencia, y c. "En busca de trabajo", es decir, habían tomado medidas 
concretas en un período reciente especificado para buscar empleo 
remunerado o trabajo por cuenta propia.”137 
El desempleo se representa a través de la tasa de desempleo. Esta medición consiste en 
relacionar “la población económicamente activa no ocupada, pero que está buscando 
empleo en forma activa, y la población económicamente activa total (ocupada y no 
ocupada)”138, tomando en cuenta, a su vez, la población en edad de trabajar. La medición 
de la tasas de desempleo también debe tomar en cuenta la tasa general de participación, 
es decir, la oferta laboral.139 
Un estudio140 reveló que existe una correlación directamente proporcional entre el 
desempleo y la informalidad, es decir, si aumenta el desempleo también se lo hace la 
informalidad141. Por ejemplo, “pese al importante crecimiento de la segunda mitad de la 
década de los años dos mil”142, se observó que el desempleo se mantuvo sostenido en 
de dos dígitos, es decir, que superó el 10%. Paralelo a ello, la informalidad mostró un 
crecimiento importante, “representando aproximadamente la mitad del empleo del país”. 
En Colombia, los gobiernos entre los años 2006 y 2012143, pretendieron superar el tema 
del desempleo a partir del crecimiento económico, argumentado que  con su aumento se 
generarían de manera automática más vacantes laborales. Lo que realmente sucedió fue 
que, para los años 2006, 2007 y 2009 hubo un incremento en la tasa de desempleo y a la 
vez de ocupación144, es decir, que aunque el mercado laboral abrió más vacantes 
laborales no lo hizo a la velocidad necesaria para crear empleos para toda la población 
que lo requería.145  
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Lo anterior demuestra que, aunque el crecimiento económico es necesario para la 
generación de empleo, se necesita además que la formulación de programas abocados a 
los temas de empleo se les otorgue la importancia que merecen.146  
 
En cuando a población desmovilizada, las tasas de desempleo son altas. Para el año 
2013, un estudio del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República147 
mostraba que de 30.684 que representaban el total de desmovilizados activos en la ruta 
de reintegración de la ACR para aquel entonces, 23.501 personas (76.59%) estaban 
empleados, lo que quiere decir que el 24.48% se encontraba sin empleo. Preocupa que 
entre los empleados, 8954 personas (29.18%), se ubicaban en empleos formales, pero 
que 14547 personas, o sea, el 47.41% se encontraban trabajando en el sector 
informal.148 
 
c. Subempleo. Para definir el subempleo es necesario remitirse a la situación 
contraria, el pleno empleo. Según la OIT, el pleno empleo productivo y libremente 
elegido hace referencia al “nivel de empleo que permite que todo aquel que esté 
disponible, sea apto y busque activamente un trabajo pueda obtenerlo”149. Este objetivo 
se plantea hacia el largo plazo y no sólo hace referencia a una medida que combate el 
desempleo, sino que busca “que [el trabajo] sea tan productivo como sea posible; que 
haya libertad para escoger empleo y que cada trabajador tenga las posibilidades de 
adquirir la formación necesaria para ocupar el empleo que le convenga, y utilizar en ese 
empleo dicha formación y las facultades que posea (OIT, 1985)”150. Estas definiciones se 
avalan en el Convenio C122 de 1964 sobre la política del empleo, 1964 de la 
Conferencia Internacional del Trabajo151. 
 
Entonces, el subempleo es aquello que no satisface las características del pleno empleo 
descritas anteriormente o, también, la situación que muestra una “subutilización de la 
capacidad productiva de la población ocupada, incluyendo la subutilización que surge de 
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una deficiencia económica del sistema […] [es decir] una situación de empleo alternativo 
para el que las personas están dispuestas y disponibles.”152 
 De acuerdo con el DANE, el subempleo está compuesto por dos ejes: “subempleo por 
insuficiencia de horas y situaciones de empleo inadecuado por competencias e 
ingresos”153 que se divide en objetivo y subjetivo. El subempleo por insuficiencia de 
horas se refiere a la situación en la cual la jornada corresponde a menos de 48 horas 
semanales y la persona desea trabajar más horas. El subempleo por competencias 
objetivo, se da cuando las personas quisieran trabajar en un empleo en el cual utilicen 
mejor sus competencias profesionales e intentan llegar a su ideal. Finalmente, el 
subempleo por competencias subjetivo, sucede cuando las personas ocupadas desean 
cambiar su situación laboral con el fin de aumentar sus ingresos pero no hacen ninguna 
gestión para llegar a tal fin. 
Los fenómenos explicados (informalidad, subempleo objetivo y subempleo subjetivo), se 
mantuvieron constantes en la economía colombiana entre 2006 y 2010, como lo muestra 
la siguiente gráfica.  
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2.2.2 El empleo y los desmovilizados 
 
Las razones para que el desempleo, la informalidad o el subempleo sean característicos 
de la situación laboral colombiana, tienen que ver con obstáculos que se imponen desde 
el mismo modelo económico, y con las exigencias que se imponen para la “población 
desmovilizada en términos de educación, los niveles de competencia, edad, sexo, 
capacidad empresarial y aspiraciones”155. 
 
Por un lado, nos encontramos ante un mercado laboral que permite la pérdida de las  
condiciones de trabajo dignas mencionadas previamente, por medio de asuntos como la 
flexibilización laboral, que tienden a armonizarse con las directrices planteadas por el 
Consenso de Washington156. Particularmente, con respecto a la implementación del 
Consenso de Washington y sus repercusiones en cuanto al trabajo, se ha afirmado que 
ha generado “tasas récord de desempleo, empleo informal y precario, pobreza, 
inseguridad y exclusión social, afectando de manera profunda a los jóvenes, mujeres y 
ancianos”157. 
 
Lo anterior, se ve reflejado en la tendencia a hacer ajustes sobre las garantías laborales 
por considerarse excesivas en razón del mercado158. Por ejemplo, llevando a la pérdida 
de estabilidad para los trabajadores con más de 10 años de servicio (la Ley 50 de 1990 
eliminó la protección que existía para estas personas en relación a despidos sin justa 
causa) o el abrir la posibilidad de contratar a término fijo por períodos inferiores a un año 
(que había sido restringida por el Decreto 2351 de 1965 modificatorio del Código 
Sustantivo del Trabajo, el cual impedía las modalidades de contratación menores a un 
año),159 por mencionar algunos casos.  
 
Adicionalmente, se disminuye la posibilidad de tener un empleo estable, lo que 
particularmente afecta a la “población que presenta dificultades para adaptarse a las 
nuevas realidades o de aquellos grupos que el mercado laboral tiende a discriminar o a 
excluir”160, como es el caso de las personas en proceso de reintegración.  
 
Por otro lado, la problemática del empleo se complejiza si, además de la flexibilización 
laboral, se suma lo expresado en instrumentos internacionales como El Protocolo 
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Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) en su artículo 1161, y La 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), en su artículo 
26162, en los que se precisa que los Estados no están obligados a responder de manera 
inmediata si no progresiva a los DESC, dentro de los cuales se encuentra el derecho al 
trabajo, es decir, que requieren de un desarrollo programático y que su cumplimiento 
depende de los recursos que se puedan disponer para ello.163  
 
Sumado a lo anterior, se puede constatar que los programas de reintegración económica, 
más allá de su misión y espíritu ad hoc, se encuentran inscritos en la lógica general de la 
economía que implica, entre otras cosas, una fuerte competitividad laboral que reduce la 
falta de oportunidades contundentes de empleo para desmovilizados.  
 
En este sentido, se debe hacer referencia a las desventajas que tiene este sector de la 
población en comparación con las personas que no han participado de la guerra, en 
aspectos como el capital humano, los activos productivos y el capital social.164  
En primer lugar, el capital humano, tiene que ver con la experiencia en actividades 
relacionadas al haber hecho parte de un grupo paramilitar, entre ellas el manejo de 
armas o métodos de amedrentamiento a población civil, habilidades sobre las cuales no 
se espera sustentar la economía en la legalidad de la persona en proceso de 
reintegración. En segundo lugar, los activos productivos hacen referencia a las 
pertenencias propias o incluso familiares del desmovilizado que de una u otra forma 
sufrieron algún tipo de daño por estar vinculado a un grupo paramilitar, lo que incluye 
retaliaciones de otros grupos en contra de viviendas o parientes. Finalmente, el capital 
social se relaciona a la afectación del tejido o del arraigo social de una desmovilizado y el 
fortalecimiento de otro tipo de redes sociales, por ejemplo, la pérdida del reconocimiento 
en su comunidad y el apego a una red de delincuencia.165 
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Por lo anterior, y esto sumado a las condiciones propias del modelo económico y el 
mercado laboral, resulta más difícil emplearse para una persona en proceso de 
reintegración; por lo tanto, si se trata de construir paz, no resulta desproporcionado ni 
tampoco innecesario pensar en el diseño de políticas que atiendan este tema, así como 
de normativas y el mejoramiento de las estrategias vigentes, considerando que este tipo 
de población es un blanco directo de vinculación de nuevos grupos armados ilegales, 
dado que la “violencia armada los sitúa como recurso estratégico para la guerra”166. 
 
Un ejemplo de las estrategias llevadas a cabo para suplir las desventajas en cuanto a 
capital humano y activos productos son los programas de formación académica y 
formación para el trabajo que se ofrecen en la Ruta de Reintegración. A la fecha se han 
beneficiado 24.146 personas de los programas de formación para el trabajo y 33.809 
personas han recibido formación académica.167 En cuanto al capital social, los programas 
de reintegración han tenido un enfoque comunitario, que busca crear nuevamente lazos 
sociales y reconstruir el tejido social.  
 
Con todo, la búsqueda de empleos legales, sostenibles y generados de manera 
autónoma se ha convertido per se en un obstáculo importante a la hora de garantizar la 
permanencia de las PPR en la vida civil y en la legalidad. Las exigencias del mercado 
laboral, el rechazo y discriminación por parte del empleador, si se hace pública la 
condición de desmovilizado, agudizan su vulnerabilidad económica, por lo cual se 
presentan situaciones como el desempleo, la informalidad o el subempleo en personas 
en proceso de reintegración; lo anterior está justificado, entre otras cosas, por la falta de 
estrategias gubernamentales que hagan posible que los núcleos empresariales 
adquieran compromisos con la población desmovilizada168.  
 
Así las cosas, es posible evidenciar que el papel de las empresas y el sector privado 
resulta clave a la hora de garantizar la colocación laboral.169 En este sentido, se han 
creado algunas estrategias por parte de los gobiernos que buscan estimular la 
participación del sector privado en cuanto a la apertura de vacantes laborales o el apoyo 
a proyectos productivos para personas en proceso de reintegración. Estas acciones se 
enmarcan en un concepto conocido como la Responsabilidad Social Empresarial. A 
continuación, se hará una exposición de su definición y de los incentivos para ponerla en 
práctica.  
 
El concepto de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) parte por considerar que “las 
empresas deben contribuir a favorecer el entorno social en lo que actúan […] Es así 
como, al ser generadoras de desarrollo y tener un alto impacto en el ámbito local en el 
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que intervienen, las empresas pueden participar de diversas maneras en proyectos de 
paz.”170  
 
En el marco de la RSE se considera necesario que “las iniciativas empresariales 
instauren políticas de responsabilidad corporativa para la promoción de los derechos 
humanos y de la construcción de paz, a la par de que sigan invirtiendo en el sector social, 
labor que se ha vuelto fundamental en materia de atención a población vulnerable”171.  
Las prácticas de RSE tienen varias expresiones, no sólo se limitan a la contratación de 
personal con ciertas características; también tienen que ver con “la intervención directa 
en la ejecución de proyectos que buscan beneficiar a algún grupo de actores 
relacionados con el conflicto armado”172, o a partir de la implementación de la RSE al 
interior de las compañías, por ejemplo en la defensa de los derechos laborales de sus 
propios trabajadores173. 
 
Actualmente, las empresas han adoptado acciones de Responsabilidad Social 
Empresarial con miras a minimizar los impactos sociales. Un ejemplo de ello es el 
‘Proyecto Emprender Paz: la apuesta empresarial’. Este proyecto busca generar 
oportunidades laborales a las personas que, de una u otra forma, fueron afectadas por el 
conflicto. Por ejemplo “personas en situación de desplazamiento forzado, personas en 
situación de reinserción a la vida civil, comunidades en riesgo de reclutamiento forzado 
por parte de grupos al margen de la ley o madres cabeza de familia”174. Otro ejemplo en 
práctica de la RSE es la labor realizada por la Fundación para la Reconciliación y Nestlé, 
que “buscan generar espacios de perdón, reconciliación y paz en zonas donde opera la 
empresa, con el fin de construir tejido social, mejorar la calidad de vida de las 
comunidades”175. En estos espacios participan jóvenes con quienes se ha efectuado un 
trabajo previo para la prevención de reclutamiento, así como de narcotráfico y vinculación 
a combos o pandillas176. 
 
Otro ejemplo en la práctica de la RSE es el de la Fundación Social, fundada por aportes 
del Banco Caja Social y el antiguo Banco Colmena. La Fundación Social busca 
“desarrollar proyectos sociales en el marco de dos estrategias: Desarrollo Integral Local y 
Construcción de la Paz y Promoción de los Derechos Humanos”177. Por su parte, la 
Fundación Semana busca generar sinergias entre el Gobierno, organizaciones sociales, 
el sector privado y las agencias de cooperación internacional para “desarrollar proyectos 
sostenibles que permitan generar empleo y bienestar a poblaciones vulnerables”178. 
 
Pese a lo anterior, aunque pareciera que el balance en términos de responsabilidad 
social es alentador en la medida que las empresas están adoptando este tipo de 
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políticas, se encuentra que el proceso es lento y se da a pequeña escala, por ende, los 
impactos generados en el empleo para personas en proceso de reintegración no resultan 
significativos.  
 
Evidencia de ello fueron los resultados arrojados en 2011 por la encuesta sobre 
Responsabilidad Social Empresarial realizada por la Asociación Nacional de Empresarios 
de Colombia (ANDI), en donde se mostró el 43% de las empresas tomadas en cuenta 
tienen una política de RSE en práctica e incluyeron “dentro de su nómina a personas con 
alguna discapacidad y algunas empresas permiten la contratación de personal 
reinsertado o desmovilizado”179. Sin embargo, los porcentajes corresponden a una 
muestra de 277 grandes empresas encuestadas (participan en sectores como la 
industria, el financiero, el comercial, el de servicios180, y en conjunto  alcanzaron ventas 
de 160.8 billones de pesos181). Con lo anterior, no se pueden afirmar que los resultados 
son del todo positivos pues solo se toma en cuenta el papel de las grandes empresas 
dejando de lado el de las pequeñas y medianas. 
 
Ahora bien, es claro que las empresas no tienen, per se, la obligación de participar en 
proyectos con miras a generar efectos sociales positivos de trascendencia, pero sus 
acciones sí pueden minimizar los impactos sociales como, para el caso colombiano, los 
impactos del conflicto armado. Un ejemplo de ello se da por medio de “la participación de 
empresas en procesos de negociación de paz con grupos armados y en procesos de 
reinserción y reintegración de excombatientes”182.  
 
Frente a este tema, se realizó una entrevista a Natalia Riveros, Directora de 
Comunicaciones de la Iniciativa Reconciliación Colombia, dedicada a crear y consolidar 
espacios para la reconciliación desde diferentes actores de la sociedad civil, entre ellos 
el sector privado. En esta consulta se resaltó la importancia no sólo de generar empleo 
por parte del sector privado, sino también de la creación de empresas para la generación 
de ingresos, como es el caso de la Fundación Carvajal en Cali, que facilitó la creación de 
empresas como Ganchos y Amarras y Mundo Maderas, que surgieron a raíz de la 
necesidad de generar espacios sostenibles, pero también inclusivos para personas en 
proceso de reintegración. Recalca que esta manera de generar ingresos configura una 
posibilidad real de “empleo pleno sostenible para población desmovilizada”183, pues se 
establece un vínculo fuerte para las partes, desde la empresa que demanda un producto 
en específico, y la población desmovilizada, quien se encarga de producirlo, modelo que 
denomina como proveeduría184. 
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Mas no todas las razones de contratación obedecen a la Responsabilidad Social 
Empresarial; también hay argumentos que abordan este asunto en términos de costo-
beneficio, por ejemplo, en el “deseo de eliminar los altos costos operativos causados por  
el  conflicto  armado  (la  paz  es  rentable)”185 o a los “incentivos  directos  que se hacen 
efectivos por la participación de la empresa en la reintegración de excombatientes, como 
capital de contrapartida, préstamos blandos, exención de impuestos, contratos con el 
Estado, mano de obra o inversión social en sus esferas de influencia”186. 
 
Pese a todo lo anterior, aún existe resistencia por parte del sector privado a la hora de 
vincular desmovilizados, por lo cual se requiere reforzar las estrategias de gobierno en 
relación al fomento a la contratación privada. Algunos de los desincentivos determinantes 
para frenar la participación de las empresas con procesos de reintegración son, por un 
lado, asuntos que tienen que ver con prejuicios por seguridad, entre otras cosas porque 
se considera que este tipo de población aún requiere de atención especial para lograr los 
niveles de capacitación requeridos por las empresas, o el simple hecho de desconocer o 
rechazar los programas promovidos bajo esta causa, (percepciones sustentadas a partir 
de encuesta realizada por la Fundación Ideas para la Paz en Julio de 2007 a 223 
empresarios)187. Por otro lado, la cantidad de trabas burocráticas y los múltiples 
compromisos y trámites que deben cumplirse para constatar que una empresa se ha 
vinculado a este proceso y, por ende, recibir los beneficios económicos ofrecidos, 
desincentivan su participación.   
 
Las estrategias del Gobierno para el fomento a la Responsabilidad Empresarial deben 
además dimensionar que, en ocasiones, la decisión de contratar o no desmovilizados 
obedece en parte al grupo ilegal del cual hizo parte. Unos hallan más problemático 
depositar confianza en exguerrilleros pues se teme que estos realmente hagan parte de 
procesos de inteligencia para obtener información sobre la empresa; también les 
preocupa su participación en asuntos como el secuestro. De otra parte, otros hallan más 
inconvenientes en contratar exparamilitares pues se considera que estos tienen como 
costumbre adquirir dinero fácil, como aquel obtenido fruto del narcotráfico188.   
 
 Género y población desmovilizada 
 
Sumado a la estigmatización dada por el hecho de ser reconocidos como personas en 
proceso de reintegración, pueden converger otras particularidades como el hecho de ser 
mujer o el nivel de escolaridad, que en conjunto pueden dificultar las posibilidades de 
obtener un empleo formal o de ubicarse en uno de tipo informal o en el subempleo.  
 
Para contrarrestar estas dificultades, existen programas que tienen como propósito 
favorecer a las mujeres en la colocación laboral, pero se enfocan más en la generación 
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de ingresos a través de microcréditos, o en la provisión de asistencia y subsidios para 
iniciativas productivas189 y, en menor medida, a estrategias de inserción laboral. Sin 
emabrgo.los programas existentes en ocasiones refuerzan estereotipos de género como, 
por ejemplo, los empleos generados por actividades desempeñadas dentro de los 
Hogares Comunitarios del Bienestar Familiar190. 
 
En concordancia con lo anterior, el proyecto Ruta Integral de Intermediación Laboral 
(Convenio 855, Organización Internacional para las Migraciones y la Agencia Colombiana 
para la Reintegración) iniciado en 2012, muestra que las dificultades en materia de 
vinculación laboral persisten con mayor frecuencia para las mujeres debido a que un 
porcentaje muy bajo logra vincularse en algún empleo, y los que se obtienen son 
generalmente en servicios domésticos, trabajos temporales o confecciones191.  
 
Lo anterior es en parte explicado por las dificultades que encuentran las mujeres 
desmovilizadas  para vincularse de tiempo completo a un empleo, en parte, por el hecho 
de tener que llevar a cabo actividades que se han adjudicado socialmente y de manera 
exclusiva a las mujeres, tales como el cuidado de los hijos, del hogar y, también, por 
situaciones de dependencia económica frente a sus compañeros, ahondadas en la falta 
de oportunidades educativas antes y después de ingresar al grupo armado.  
 
Si a lo anterior se suman los bajos niveles de escolaridad, la situación se complica aún 
más.  Las características socioeconómicas de las PPR tienen como puntos comunes 
unas tasas de alfabetización bajas desde el momento de vinculación al grupo paramilitar 
hasta la desmovilización, lo que aumenta las posibilidades de ubicarse en la 
informalidad.192 Esta situación se ha intentado corregir por medio de la Ruta de 
Reintegración, que ha atendido 33.809 personas en educación y 24.143 personas en 
formación para el trabajo (cifras a Octubre de 2014), de un aproximado de 47.000 
personas desmovilizadas que ingresaron a la Ruta de Reintegración193, como se muestra 
en la siguiente gráfica.  
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Es importante aclarar que tanto el número de personas atendidas en formación para el 
trabajo como el número de atendidos en educación no son acumulativos. Adicional a 
esto, se observa que la formación para el trabajo sólo se ha proporcionado al 51% del 
total de personas que ingresaron a la ruta de reintegración. Por su parte, en materia de 
educación, se tiene que el 71% de personas que entraron a la ruta de reintegración ha 
recibido educación, no obstante, aquí se cuentan a todas las personas que han recibido 
este beneficio social, independientemente del nivel educativo al cual ha llegado, bien 
podría ser educación media o únicamente primaria. 
2.2.3 Programas de reintegración económica para 
desmovilizados de las AUC: ni sui géneris, ni novedosos 
 
En Colombia, han sido varios los programas implementados en materia de reintegración 
económica a la vida civil. Estos no son un asunto innovador, ni original de las 
desmovilizaciones colectivas de grupos paramilitares; por el contrario, vienen 
conjugándose desde antes con la desmovilización colectiva de grupos guerrilleros o 
desmovilizaciones de tipo individual. 
 
A pesar de que las desmovilizaciones por bloques de las AUC en 2006 dieron  paso a la 
conformación de la Política de Reintegración actual, es necesario aclarar que no ha sido 
el primer episodio de desmovilizaciones en Colombia, pues se han dado otros con 
anterioridad, como los relacionados con el “M-19, Movimiento Armado Quintín Lame, 
Corriente de Renovación Socialista, Grupo Armado Organizado al Margen de la Ley, 
Ejército Popular de Liberación, Partido Revolucionario de los Trabajadores, Movimiento 
Armado Quintín Lame, Corriente de Renovación Socialista, Coordinadora Nacional 
Guerrillera”195.  
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Durante esta etapa, con base en normativas como la Ley 35196 de 1982, Ley 49197 de 
1985 y la Ley 77198 de 1989, se expusieron algunos beneficios en materia económica y 
rehabilitación socioeconómica, además de plantear discusiones sobre las posibilidades 
de reincorporación a la vida civil teniendo en cuenta aspectos como la  disminución y 
exclusión de la pena para delitos políticos y conexos, expresada en la Ley 418199 de 
1997, prorrogada por la Ley 548200 de 1999 y posteriormente por la Ley 782201 de 2002. A 
continuación, se pueden mencionar algunos ejemplos concretos: 
 
a) Uno de los primeros esbozos de las  medidas de reinserción económica tiene que 
ver con la Ley de Amnistía o Ley 35 de 1982, la cual tiene por objeto la “amnistía 
general a los autores, cómplices o encubridores de hechos constitutivos de delitos 
políticos”202. Una vez creada esta ley, “se expiden los decretos para visibilizarla, 
como los auxilios económicos, los créditos y la atención social […] y se crea un 
fondo para administrar los auxilios para los amnistiados”203.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se constituyó una Comisión Ministerial encargada 
de coordinar aquellos procesos de amnistía y de materializar decretos que 
proveerían de beneficios al desmovilizado como el Programa Especial para 
Microempresas de Rehabilitación, créditos blandos para vehículos de transporte 
público, vivienda, adquisición y adjudicación de tierras204. Estos programas fueron 
pensados tanto para personas desmovilizadas como para los afectados por la 
guerra, es decir para las víctimas. 
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Esta estrategia económica tuvo como desacierto principal la perversión de los 
incentivos económicos con el tiempo, debido a que los auxilios sólo podían 
entregarse si el beneficiario demostraba no haberse empleado o iniciado alguna 
actividad productiva propia durante cierto tiempo. El mecanismo era el siguiente: 
se concedían 9.000 pesos mensuales por beneficiario (para el año 1982 el SMLV 
era equivalente a 7.410 pesos, según el Decreto 3687 de diciembre de 1981), “los 
cuales se suministraban por un plazo máximo de seis meses y se suprimían antes 
de tal término si la persona había iniciado actividad productiva”205. Lo anterior 
condicionaba la búsqueda de empleo por parte de los beneficiarios en el lapso de 
tiempo que abarcaba el beneficio, difuminándose el objetivo último del mismo. 
 
Ante esto, un estudio de la Fundación Iniciativas para la Paz explica que desde la 
experiencia internacional se ha demostrado que en la etapa de reinserción ha 
resultado exitosa la entrega de pagos en efectivo como ayuda temporal en 
periodo anterior a la estabilización económica del desmovilizado. Algunos de los 
casos de renombre son Somalia, Mozambique y Afganistán. No obstante, factores 
como la corrupción, la carencia de estímulos para que el desmovilizado busque su 
propia estabilidad, las fallas en la educación financiera y del manejo de dinero, así 
como los obstáculos impuestos desde el sector financiero, han demostrado ser 
puntos convergentes de tropiezos a los planes de reinserción económica206. 
 
b) La segunda oleada de beneficios, incluyendo los económicos y la empleabilidad, 
tiene que ver con la Iniciativa para la Paz que inició en 1998. En el desarrollo de 
la misma y durante el Gobierno de Cesar Gaviria (1990 a 1994), algunas 
organizaciones guerrilleras firmaron acuerdos de paz como, por ejemplo, el M-19, 
El Comando Quintin Lame y El Partido Revolucionario de los Trabajadores. Los 
acuerdos se desarrollaron por medio del Consejo Nacional de Normalización, el 
cual se conformó de tres comisiones: Comité de Reinserción, Comité para la 
Ejecución de Proyectos y Comité de Seguridad207. 
 
Estos acuerdos se implementaron a través de auxilios de sostenimiento, créditos 
para proyectos productivos, capacitación y asistencia técnica, dotación de tierras 
y la ubicación laboral, punto en el cual se identificó la existencia de dificultades 
imperiosas que obstaculizaron la concreción de su desarrollo, como la falta de 
apoyo gubernamental, así como del sector privado en relación a la reinserción. 
Finalmente, “otra causa no menos importante, fue la resistencia y desinterés que 
muchos sectores mostraron al proceso de paz”208. 
 
c) Para procesos de desmovilización más recientes, el Decreto 128 de 2003, 
reglamentario de la Ley 782 de 2002, expone en el Capítulo IV sobre el Proceso 
de reincorporación a la vida civil y beneficios, los beneficios jurídicos (art. 13), 
socioeconómicos (art. 14), educativos (art. 15) y económicos (art. 16). Para estos 
                                               
 
205
 Ibíd., p.  105. 
206
 MÉNDEZ, María Lucia y RIVAS, Ángela. Alternativas de generación de ingresos para desmovilizados: El 
Programa de reinserción  a la vida civil y la Alta Consejería para la  Reintegración. Serie de Informes No. 5. 
Bogotá. Fundación Ideas para la Paz. 2008. p. 10. 
207
 FRANCO, Carlos. Op. Cit., p.  111. 
208
 Ibíd., p.  123. 
48 El acceso al empleo para población en proceso de reintegración, ex AUC: Una 
estrategia para la eliminación de obstáculos para la paz 
 
 
últimos se resaltan los  incentivos del Fondo Colombiano de Modernización y 
Desarrollo Tecnológico de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, un seguro 
de vida para el reincorporado y se mencionaba además la creación de una bolsa 
de empleo y contratación que pudiese vincular a las personas desmovilizadas con 
el mercado laboral, en específico con “gremios económicos, y las distintas 
empresas del sector productivo o de servicios de la economía”209.  
 
d) En el 2005, aún sin haber culminado los procesos de desmovilización colectiva se 
implementaron estrategias de reintegración económica, las cuales hacían parte 
del paquete de beneficios: psicológicos, de entrenamiento vocacional, cursos 
sobre derechos humanos y democracia, a nivel educacional, salud y 
manutención210. Uno de estos aspectos aborda el tema del empleo. Se trata de la 
creación de “grandes empresas agrícolas en las que podrían trabajar de 30 a 100 
personas”211, conocidas también como ‘Las Granjas’. 
 
Es necesario mencionar que durante los dos periodos presidenciales de Álvaro Uribe 
fueron descartadas varias estrategias para integrar laboralmente a desmovilizados. En 
primer lugar, se pretendía generar incentivos económicos sobre compañías que 
contrataban desmovilizados, por ejemplo, disminuyendo impuestos; esta idea fue 
desestimada tras considerar que generaba distorsiones en el mercado. En segundo 
lugar, se pensó en establecer como obligación que las empresas que lograban obtener 
contratos con el Gobierno debían vincular desmovilizados en la ejecución del proyecto. 
No obstante, tanto el Gobierno como el sector privado, desecharon la propuesta.212 
Contrario a lo anterior, la formación para el trabajo se convirtió en el eje angular de las 
estrategias de Reintegración en materia de empleo, en el sentido de mejorar las 
habilidades y hacer más competitiva a la persona desmovilizada para el mercado laboral. 
 
Por su parte, durante el Gobierno de Juan Manuel Santos, se adoptaron iniciativas como 
la ya mencionada Ley 1429 de 2010, que estableció que las empresas podrían recibir 
exenciones en materia de impuestos si decidían emplear personas de algunos grupos 
poblacionales especiales, incluyendo acá a la población en proceso de reintegración. Si 
bien evaluar el impacto de la ley ha resultado difícil, miembros de la Agencia Colombiana 
para la Reintegración han manifestado que para las empresas no ha resultado atractivo 
recibir un subsidio equivalente a menos del 10% del salario de los desmovilizados 
durante tres años, por lo que el Gobierno debe diseñar estímulos más atractivos para 
lograr acuerdos y compromisos con el sector privado en materia de reintegración 
económica.213  
 
Tanto el Gobierno de Álvaro Uribe, como el primer periodo presidencial de Juan Manuel 
Santos (2010-2014), comparten la idea de que a mayor crecimiento económico, más 
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posibilidades de garantizar tasas de empleo en ascenso. En este sentido, se asume de 
manera “automática la conexión entre crecimiento y generación de empleo”214. En la 
práctica faltó “poner la política económica y sectorial al servicio de este objetivo”215 pues 
no sólo basta con garantizar crecimiento económico para asegurar mejoras en el empleo, 
sino que se necesita planear y diseñar programas apuntados a tal fin. 
 
Pese a lo anterior, Juan Manuel Santos, en su Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, 
manifestó una voluntad política más clara en cuanto a prestar mayor atención a políticas 
de empleo, laborales y de mercado, y se incluyó también la preocupación no sólo por el 
número de empleos sino por la calidad de los mismos, teniendo como base el trabajo 
decente216. También se pretendió cambiar el enfoque del emprendimiento, pasando de 
ser una opción que surgía de la necesidad al no obtener un empleo en el mercado 
laboral, al emprendimiento por oportunidad, creando empresas capaces de generar 
empleos formales217. Aunque esta aparentaba ser una buena estrategia, presentó fallas 
por cuanto  no se encontraron personas con competencias laborales capaces de generar 
la productividad esperada, hallándose aún más vacíos en poblaciones catalogadas como 
vulnerables218.  
 
2.3. Falta de empleo para personas en proceso de 
reintegración y su relación con la vinculación a 
organizaciones armadas ilegales 
 
En el presente apartado se tratarán los siguientes temas: en primer lugar, la importancia 
del empleo como una posibilidad de evitar el rearme de las personas desmovilizadas con 
los nuevos grupos armados ilegales. Sobre estos últimos se hará una caracterización 
sobre su origen, organización y objetivos. Posteriormente se hará un análisis del estudio 
de caso sobre Antioquia y Córdoba, donde se expone el desarrollo del paramilitarismo y 
de los grupos armados ilegales para los dos departamentos y se mostrará, 
paralelamente, el andamiaje institucional desplegado para contrarrestar este tipo de 
situaciones.  
 
La nueva configuración de grupos armados ilegales, o también llamados bandas 
criminales, supone que “los desmovilizados son una fuerza laboral importante para estos 
nuevos grupos y también están entre las principales víctimas de su violencia”219. Dadas 
las dificultades para emplearse, formal o informalmente, asociarse con un grupo ilegal 
resulta siendo una opción disponible para obtener ingresos. En este sentido, el retorno a 
la ilegalidad constituye una forma de empleo, toda vez que el mercado laboral, formal y 
legal, no provee las “oportunidades y el nivel de ingresos que sí lo hacía el grupo armado 
ilegal. […] [A]nte la falta  de oportunidades, [se] puede optar por regresar a la actividad 
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ilegal, donde además de obtener los recursos para subsistir, [el desmovilizado] tiene 
reconocimiento, identidad y respeto asegurados”220. 
 
Un ejemplo de vinculación a los nuevos grupos armados ilegales es la modalidad de 
trabajo por encargo, que consiste en buscar “personas desmovilizadas experimentadas, 
a quienes les ofrecen trabajo por tres meses a lo sumo, con todos los gastos pagos en 
labores de sicariato por toda la región”221.  
 
Además de la dificultad para acceder a un empleo como una de las causas para 
vincularse en nuevos grupos criminales, existen otros factores como la adaptación y 
normalización de la vida en la guerra, la pérdida de la familia, el maltrato por parte de la 
misma o pertenecer a una familia con una fuerte tradición militar; así como el 
reclutamiento ilícito, la pobreza, las preferencias personales como el gusto por las armas, 
el estatus y la obtención de dinero fácil.222  
 
Para dar un contexto a esta situación, es necesario remitirse al proceso de 
desmovilización llevado a cabo durante los dos periodos del expresidente Álvaro Uribe, 
en el marco de la política de Seguridad Democrática y Política de Defensa. Este proceso, 
como lo presentó el Gobierno en su momento, alcanzó la desmovilización de los grupos 
paramilitares en todo el territorio nacional. Una mirada rápida indicaba un aparente éxito 
del mismo, pues a partir de 2004 los informes de derechos humanos demostraron una 
reducción importante en los repertorios de violencia como homicidios y masacres. No 
obstante, tras los últimos años se empezaron a evidenciar algunas fallas, entre ellas el 
hecho de que parte de la población desmovilizada se comenzó a unir a nuevos grupos 
armados ilegales, de los cuales cayeron bajo arresto más de 11.500 de sus miembros 
entre el 2006 y el 2012. Preocupa que, de tal cifra, casi el 15 por ciento fueran 
desmovilizados de diferentes rangos, incluyendo medios y altos223. Ante este panorama, 
surge la duda de por qué las personas desmovilizadas reinciden en actividades 
delictivas.  
 
Para responder lo anterior, investigaciones realizadas por la Misión de Apoyo al Proceso 
de Paz de la Organización de Estados Americanos (OEA) señalan que ha sido posible 
identificar la relación entre dos factores: por un lado, la tendencia de excombatientes a 
caer en la ilegalidad y, por el otro, la falta de oportunidades en materia de generación de 
ingresos. En este sentido, para instituciones como el Grupo Internacional de Crisis224, es 
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una necesidad imperiosa mejorar los programas de reintegración económicas como 
camino hacia la paz225.  
 
Para respaldar lo anterior se observa que, entre el año 2007 y marzo de 2010, los 
beneficiados del programa de empleabilidad de la Agencia Colombiana para la  
Reintegración (ACR) fueron alrededor de 3.200, de los cuales 1.900 lograron ubicarse 
laboralmente gracias a la gestión de la Agencia. No obstante, teniendo en cuenta tanto el 
número de personas empleadas de manera autogestionada, como el número de 
personas ubicadas por la ACR en empleos, se tiene que alrededor del 50% tenía 
ingresos que no alcanzaban a representar un SMLV completo, cerca del 18% recibía 
menos de 200.000 pesos mensuales para el año 2010, y solo el 22% alcanzaba a 
devengar un SMLV completo o más. 226  
 
Lo anterior implica la prolongación de las condiciones de pobreza en la población 
desmovilizada, aun con empleo. A 2010, de 19.000 personas desmovilizadas que se 
encontraban trabajando, tan sólo 8.500 se encontraban en el sector formal, mientras que 
el resto se ubicó en la informalidad laboral, es decir, sin la posibilidad de empleos 
permanentes, sin condiciones laborales básicas o en trabajos de medio tiempo.227 
 
Además de lo anterior y teniendo en cuenta las estrategias gubernamentales 
implementadas en materia de empleo analizadas anteriormente (ver punto 1.2 La 
reinserción económica dentro de la política de reintegración: Perspectiva de empleo) y su 
cuestionable efectividad, se tiene que, después de las desmovilizaciones colectivas 
paramilitares, ha proliferado una variedad de Nuevos Grupos Ilegales al margen de la ley. 
A continuación se propone una breve caracterización de los mismos.  
2.3.1 Nuevos Grupos u Organizaciones Armados Ilegales 
 
El siguiente segmento se propone brindar una descripción de los nuevos grupos u 
organizaciones armadas ilegales desde diferentes aspectos como la terminología 
utilizada para definirlos, su origen, organización y objetivos.  
 
a) Terminología: ¿Bandas criminales, Nuevos Grupos Armados Ilegales o 
Neoparamilitarismo? 
 
Para ofrecer mayor claridad sobre la terminología utilizada al referirse a estas 
organizaciones, es necesario exponer algunas de las controversias en relación a la 
manera en que han sido llamados estos grupos.  
En primer lugar, fueron conocidos como Bandas Criminales o, como comúnmente se 
conocen, Bacrim, expresión utilizada generalmente por el Gobierno y las Fuerzas 
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Militares. En relación a dicha expresión se ha afirmado que, si bien no se puede 
desconocer la intensidad de las acciones criminales llevadas a cabo por estos grupos, 
éstas no son un fenómeno que pueda interpretarse como de estricta criminalidad, pues 
se considera que bajo el término de ‘Bacrim’ se tiende a “minimiza[r] deliberadamente la 
importancia que tuvieron los grupos paramilitares desmovilizados en su surgimiento”228. 
En contraste con lo anterior, y para hacer más visible el vínculo con el fenómeno 
paramilitar, se incorporaron términos como “narcoparamilitares” y “neoparamilitares”, 
propuestos por la Comisión Colombiana de Juristas, los cuales se justifican, por ejemplo, 
en que algunos de los nuevos grupos operan en los territorios que fueron controlados por 
las AUC, llevando a disputas por el control local territorial229. 
Según los informes VII y VIII sobre grupos narcoparamilitares del Instituto de Estudios 
para el Desarrollo y la Paz, INDEPAZ, al inicio de la desmovilización de los grupos 
paramilitares, el Gobierno fue advertido por parte de diversas organizaciones de 
derechos humanos como el Cinep, Codhes, la Comisión Colombiana de Juristas, entre 
otras, sobre la posibilidad de rearme, sospechas que surgieron, entre otras cosas, debido 
a los errores de procedimiento al momento de la desmovilización como: la falsificación de 
listas de integrantes, ocultamientos de armas, la permanencia de algunas estructuras 
para sostener el narcotráfico y la parapolítica, y las desmovilizaciones parciales, por 
ejemplo, en mandos medios.230 
Años más tarde, esta reconfiguración de nuevos grupos se hizo una realidad y tomó 
forma en bandas como los Rastrojos, los Urabeños, Los Paisas, Las Águilas Negras y el 
ERPAC (desaparecido para dar paso a los Libertadores de Vichada y el Bloque Meta). 
Los anteriores son tan sólo algunos de los grupos que se reorganizaron para disputarse 
los poderes locales y regionales entendidos como la “(cooptación de agentes del Estado, 
obtención de contratos y participación en licitaciones), así como el manejo del negocio 
del narcotráfico (rutas, laboratorios de procesamiento, entrada de insumos y cultivos), 
minería y refinerías ilegales, explotación ilegal maderera y tráfico de gasolina”231. 
Por su parte, durante el Gobierno Santos se ha utilizado el término Nuevos Grupos 
Armados Ilegales, siendo el de menor controversia. Éste fue empleado para englobar en 
la Política Integral de Seguridad y Defensa para la Prosperidad (2011) a aquellas 
estructuras dedicadas a actividades delictivas, que no cuentan con una articulación 
nacional, pero que sí tienen un poder importante en la medida en que suelen amedrentar 
a la población civil, violan sus derechos y libertades, tanto en lo urbano como en lo rural, 
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y poseen igualmente una gran capacidad de corrupción y control de las diferentes etapas 
del narcotráfico (como producción y comercialización)232. 
b) Nuevos Grupos Armados Ilegales según su origen 
 
Los Nuevos Grupos Armados Ilegales fueron caracterizados también según su origen. La 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR) habló en su momento de tres 
categorías: rearmados, disidentes y emergentes.  
Rearmados 
Los que pertenecen a la categoría de rearme se identifican en mayor medida con los 
mandos medios y desmovilizados de los paramilitares que, luego de la desmovilización, 
reincidieron en acciones armadas y criminales. Se tienen como ejemplos el Bloque de 
Resistencia Tayrona y el Frente Cacique Arhuaco en Magdalena, debido a que sus 
miembros reincidieron en la violencia. 
También hacen parte de la categoría de rearmados los mandos medios y altos que, 
incluso privados de la libertad por la Ley de Justicia y Paz, logran controlar desde las 
cárceles a organizaciones armadas ilegales de un corte similar al de las estructuras 
paramilitares. Ejemplo de ello son las ya mencionadas Águilas Negras, Los Rastrojos y el 
Clan Úsuga (la nueva denominación de los Urabeños).  
Por ejemplo, para algunos de los recluidos en la Cárcel  de  Máxima  Seguridad  de  
Itagüí se ha encontrado lo siguiente:  
“... El  capo  del  narcotráfico  del  norte  del Valle,  Hernando  Gómez  
Bustamante,  alias  “Rasguño”,  denunció  que  Carlos Mario  Jiménez  
Naranjo,  alias  “Macaco”,  ex comandante  del  Bloque  Central Bolívar  de  
las  AUC,  continuaría  realizando  actividades  ilícitas  desde  su  lugar  de 
reclusión  en  Itagüí  (Antioquia).  También  se  ha  denunciado  que  Diego  
Fernando Murillo, alias “Don Berna” o “Adolfo Paz”, continúa controlando  
grupos armados y  ofreciendo  protección  para  actividades  ilegales  en  
Medellín  y  otras  regiones  de Antioquia, Córdoba y otros departamento”233. 
 
La relación entre los exparamilitares y los Nuevos Grupos Armados Ilegales también se 
puede apreciar en la composición del grupo denominado ERPAC, ahora extinto, del cual 
era líder alias “Cuchillo”, desmovilizado en 2006 del Bloque Héroes del Guaviare, quien 
se rehusó a cumplir una condena alternativa en la cárcel y organizó un grupo nuevo 
formado por desmovilizados y no desmovilizados, para prestar servicios de seguridad 
ilegal a narcotraficantes en las rutas del departamento de Meta y Vichada234. 
 
La categoría de rearme es la categoría en la cual comúnmente son identificados los 
grupos armados ilegales por la población, dado que las comunidades no encuentran 
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mayor diferencia entre estos y los paramilitares, en parte porque los integrantes de los 




Por su parte, los disidentes hacen referencia a estructuras paramilitares que no se 
desmovilizaron y decidieron armarse. En la categoría de disidentes, se tienen como 
ejemplos el Bloque de Contrainsurgencia Wayuu y el Bloque Héroes de Montes de María.  
 
Emergentes 
Finalmente, los emergentes se refieren a “organizaciones criminales que ya existían y se 
visibilizaron al ocupar los vacíos territoriales dejados por los frentes desmovilizados o por 
grupos que se conformaron recientemente”236.  
El siguiente cuadro proporciona una información más detallada sobre las principales 
diferencias de las categorías presentadas anteriormente:  







1. Grupos que pertenecieron 
a las AUC y que no se 
desmovilizaron por no 
entrar en el proceso de 
negociación. 
2. Grupos que entraron al 
proceso y finalmente no 
se desmovilizaron.  
3. Reductos de bloques 
desmovilizados que no se 
desmovilizaron.  
Personas y grupos de 
personas desmovilizadas que 
reincidieron en actividades 
relacionadas con crimen 
organizado, narcotráfico y 
delincuencia común, bien a 
través de grupos ya existentes 
o mediante la conformación de 
otros. 
1. Grupos que existían y su 
visibilidad era mínima por 
la existencia de las AUC. 
2. Grupos que se han 
constituido luego de la 
desmovilización de las 
AUC.  
Estos núcleos aprovecharon 
los vacíos de poder territorial 
dejados por las AUC luego de 
su desmovilización.  
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Adicional a ello, se observa que la presencia de estos grupos en el territorio nacional ha 
sido numerosa pero también irregular, cambiando constantemente el número de grupos: 
a comienzos del año 2006 se calculaba que los nuevos grupos armados ilegales eran 
entre 30 y 60. En 2007, según lo explicaba la Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación, fueron identificados 32 nuevos grupos. Para el 2009, según fuentes como 
Caracol Radio y la Policía, se registraban una cifra entre 11 y 17 grupos238. 
c) Nuevos Grupos Armados Ilegales según organización y objetivos 
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Los Nuevos Grupos Armados Ilegales fueron analizados también desde su organización 
y objetivos. Para el primer aspecto, se halla que los NGAI se organizaron de múltiples 
maneras, no solo de manera jerárquica como la de los bloques paramilitares, en donde 
era común el uso de uniformes e insignias similares a los de la Fuerza Pública, sino 
también de otras formas como la híbrida y en red.  
En primer lugar, la organización jerárquica está relacionada con una cadena de mando 
lineal en la que es usual que se lleven a cabo prácticas militares, mientras que las armas 
manejadas son de unas características especiales, por lo cual es difícil adquirirlas. En 
segundo lugar, la organización híbrida no cuenta con una cadena de mando lineal pero sí 
tiene un mando central. A pesar de ello, sus integrantes conservan un margen de 
discrecionalidad alto, no portan uniformes, no tienen prácticas militares y generalmente 
mantienen alianzas con combos o pandillas. Finalmente, la organización en red no tiene 
una cabeza ni mando central claro y, aunque la autonomía de cada grupo es alta, estos 
grupos tienden a converger en la persecución de un objetivo común delictivo239.  
En cuanto a los objetivos perseguidos por los Nuevos Grupos Armados Ilegales, se ve 
que son varios y conforman en su conjunto los fines de los grupos paramilitares. Estos 
han sido clasificado en cuatro categorías: la criminalidad organizada, el control de la 
población, la captura del Estado y la contrainsurgencia. La primera de éstas busca 
proveer “seguridad privada ilegal, la resolución de conflictos y la apropiación de la renta 
de mercados legales e ilegales”240. Los grupos que se rigen bajo este objetivo 
generalmente son contratados para prestar servicios de seguridad privada ilegal como la 
protección de rutas y puntos de entrega de droga, tal y como lo hicieron los Rastrojos en 
su relación con el Cartel del Norte del Valle241.  
Con respecto a lo anterior, en su momento la denominada Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, afirmaba que el vacío dejado por las desmovilizaciones 
colectivas de las AUC había facilitado a los carteles de la droga la constitución de grupos 
armados para la protección de la misma. Estos grupos lograron consolidarse por la 
ausencia de una organización capaz de regular el uso de la fuerza de manera ilegal 
como lo hacían las AUC en su momento, por lo cual se sacó provecho de la mano de 
obra de los desmovilizados y otros grupos poblacionales “que por diversas razones ven 
como una  oportunidad su vinculación en estructuras ilegales de diversa índole”242. 
 
Por otro lado, el objetivo de control de la población busca generar adherencias o 
sumisiones a través de amedrentamientos y amenazas, con el fin de disciplinar y facilitar 
las acciones delictivas de los grupos. En tercer lugar, la captura del Estado busca 
reconfigurar funciones estatales por medio de la infiltración de los miembros del grupo en 
partidos o la manipulación de funcionarios públicos. Finalmente, el objetivo de la 
contrainsurgencia consiste en atacar a todo aquel que se identifique como insurgente243. 
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En relación a los objetivos, el Centro Nacional de Memoria Histórica menciona que los 
nuevos grupos armados ilegales formados después de la desmovilización de las AUC, 
tienden a preservar el control sobre lugares estratégicos para el transporte de droga y de 
los insumos requeridos para producirla, además controlan las rutas y los medios para 
transportar armamento, así como los negocios ilegales como el contrabando y el tráfico 
de gasolina. En este mismo sentido estos nuevos grupos, al igual que lo hacían los 
paramilitares, suelen ejercer prácticas ilegales sobre la población civil como la extorsión 
y legalización de dinero obtenido de forma ilícita. Con todo lo anterior, logran controlar 
diferentes espacios como los sociales, administrativos y políticos244. 
2.3.2 Estudio de caso: Antioquia y Córdoba, el éxito relativo 
de la institucionalidad en marcha 
 
Con base en la caracterización anterior, se pretende ahora analizar la configuración y 
desarrollo de los Nuevos Grupos Armados Ilegales en Córdoba y Antioquia.  
La escogencia de estos dos departamentos se justifica en que, por un lado, en ambos 
hay presencia institucional de la Agencia Colombiana para la Reintegración y por ende se 
ha desarrollado la política de Reintegración; así mismo, estos departamentos tuvieron 
dinámicas de paramilitarismos similares en cuanto a su importancia.  
Córdoba: 
El paramilitarismo en Córdoba se remonta a la década de los setenta y ochenta a partir 
de la necesidad de hacer contrapeso a la fuerte presencia de grupos guerrilleros como el 
EPL y las FARC en el departamento. El paramilitarismo tomó como insumo la presencia 
de grupos de seguridad privada auspiciados por ganaderos y el Ejército, los cuales 
pretendieron debilitar las reivindicaciones campesinas245.  
Otro factor de tipo contextual, que coadyuvó en la configuración paramilitar, fue la crisis 
del cultivo algodonero debido a las caídas en los precios del producto a nivel 
internacional, lo que obligó a la población a encontrar cultivos que generasen mayores 
rentas, como la marihuana. Quienes se lucraron de este nuevo proyecto, y 
posteriormente con los cultivos de coca, se vieron expuestos a extorsiones como el cobro 
de vacunas, así como a hurtos y actos violentos, ante lo cual se vio como solución la 
contratación de servicios de seguridad privada en respuesta a la situación246. 
Con el negocio de la coca y la marihuana de por medio, la zona atrajo la atención de un 
grupo de narcotraficantes interesados en comprar tierras para consolidar el negocio en 
términos de infraestructura. Los interesados fueron el Cartel de Medellín, de la mano de 
los hermanos Castaño, cuyo objetivo era el exterminio de las expresiones guerrilleras en 
la región, particularmente en la zona de Urabá y Córdoba, frontera entre los 
                                               
 
244
 SANTOS, Alberto, et al. Op. Cit., p. 61. 
245
 Ibíd., p. 44 
246
 Ibíd., p 45 - 47. 
Capítulo 2 57 
 
departamentos de Antioquia y Córdoba, con el aval de finqueros, ganaderos, élites 
locales e incluso del Ejército247.  
En la década de los noventa, el desarrollo paramilitar tuvo dos momentos clave: el 
primero tiene que ver con las Convivir, que funcionaron en la legalidad como grupos de 
seguridad rural que buscaron detener la avanzada guerrillera en el Caribe. El segundo 
tiene que ver, quizá, con un hito en la historia del paramilitarismo. Se trata de la 
conformación del proyecto Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) en 
1997, y posteriormente la consolidación de las Autodefensas Unidas de Colombia, la cual 
buscó consolidar todas las expresiones paramilitares con el objetivo de evitar la 
expansión guerrillera tanto en la región como en los lugares donde había presencia 
paramilitar en el país248. 
Las Convivir tienen como antecedente preliminar la fuerte presencia guerrillera de las 
FARC y de disidentes del EPL, especialmente en departamentos como Córdoba y Sucre. 
Minar el desarrollo de la avanzada guerrillera resultó siendo un reto casi imposible de 
llevar a cabo por la Fuerza Pública. Debido a ello, el Gobierno de Samper decidió 
aprobar  en 1994 el Decreto 356 que permitió “la creación de las cooperativas de 
seguridad y vigilancia rural Convivir”249.  
Con las Convivir en funcionamiento aparecieron Salvatore Mancuso y los Castaño en la 
región, quienes tomaron ventaja de esta figura legal para expandir el proyecto paramilitar 
de la mano de actores económicos y políticos, particularmente en Córdoba, donde se 
alentó la expansión y consolidación del proyecto de las Autodefensas Campesinas de 
Córdoba y Urabá, con presencia en otros departamentos del Caribe más allá de 
Córdoba, como Cesar y Bolívar250. 
El año 1997 resultó clave para la consolidación del paramilitarismo en Colombia. En ese 
año las ACCU llevaron a cabo el objetivo de unificar en un solo proyecto todas las 
expresiones de autodefensa como bloques y frentes paramilitares del país, bajo una 
misma figura, creando las Autodefensas Unidas de Colombia AUC, proyectadas para que 
no solo tuviesen una manifestación militar contrainsurgente, sino además política251. 
El panorama para Córdoba después de las desmovilizaciones paramilitares y en relación 
al proceso de reintegración es el siguiente: Córdoba concentra 2.400 personas atendidas 
por medio de la Ruta para la Reintegración de la Agencia Colombiana para la 
Reintegración252. En este departamento, la presencia paramilitar estuvo representada en 
tres grupos principalmente: Las Autodefensas de Córdoba (desmovilizadas en enero de 
2005), conformadas por el Bloque Sinú y Bloque Córdoba; el Bloque Mojana 
(desmovilizado en febrero de 2005) y el Bloque Héroes de Tolová (desmovilizado en 
junio de 2005) a cargo de alias “Don Berna”253. 
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Una vez efectuadas las desmovilizaciones en este departamento durante 2005, se 
conoció que no se habían llevado a cabo por completo y que, por el contrario, se había 
dado de manera parcial, situación que se convirtió en una característica general de casi 
todos los grupos desmovilizados en el país254. El objetivo de no desmovilizar todos los 
miembros paramilitares era tener una reserva de personal con el fin de conservar el 
control territorial, mantener vínculos con las élites locales y, por supuesto, mantener el 
control sobre el negocio del narcotráfico. A partir de lo anterior, resultó evidente la 
aparición de expresiones de rearme y el surgimiento de nuevas estructuras con 
características similares a las del paramilitarismo255. Prontamente, estas nuevas 
expresiones comenzaron a hacerse evidentes y a tomar fuerza en el Caribe Colombiano. 
En Córdoba, estos grupos han tenido presencia en varios municipios, y en el año 2010 
fueron responsables de 600 asesinatos, por ello se afirma que el departamento se ubica 
como “una de las primeras regiones en estar sitiadas por los reductos de las 
autodefensas que se desmovilizaron”256, destacándose grupos como Los Urabeños, Los 
Paisas y Los Rastrojos, como se observa en el siguiente mapa:  
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Mapa 2-1: Córdoba: grupos armados ilegales pos-desmovilización de las AUC 2011-2012
257 
En los municipios de consolidación de los nuevos grupos armados ilegales se observa 
con preocupación la fuerte presencia de estos, en particular Los Urabeños, Los Paisas y 
Los Rastrojos, porque implica de nuevo trastocar la cotidianidad de las comunidades, lo 
que se evidencia, por ejemplo, en el hecho de tener que presenciar nuevamente el 
tránsito de personas fuertemente armadas, uniformadas y portando aparatos de 
comunicación. Así mismo, la cotidianidad se ve afectada cuando aparecen nuevamente 
prácticas de control “a la entrada y salida de personas, alimentos e insumos, [y se] 
establecen horarios para la recolección de cultivos, retener en los caminos veredales y 
riberas de los ríos San Jorge y Sinú”258. 
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En cuanto al reclutamiento de manera forzada, se observó que entre 2005 y 2010 fueron 
asesinados 206 desmovilizados, con el objetivo de ejercer presión para reagruparlos259. 
Esta situación no sólo se dio en Córdoba sino también en todos los departamentos del 
Caribe, región que se posiciona como la que mayores riesgos muestra para los 
desmovilizados en cuanto a la presión que ejercen “estos nuevos grupos armados 
ilegales posteriores a las AUC, que les ofrecen pagos atractivos pero también los 
presionan y amenazan para que se reincorporen”260. 
Con base en este análisis sobre los grupos armados ilegales en Córdoba, también es 
importante dar cuenta de cómo avanza este departamento en materia de Reintegración. 
Según lo explicado en el seminario “Política de Reintegración en Córdoba, Mitos y 
Realidades”261 ofrecido por la Agencia Colombiana para la Reintegración en Montería, se 
apuntaba que para el caso de Córdoba se tenía una cifra de alrededor de dos mil 
desmovilizados que ingresaron al proceso de reintegración, de los cuales el 97.3% 
pertenecieron a las Autodefensas, y se encontraban participando en actividades para 
mejorar sus oportunidades de emplearse como programas de formación para el trabajo o 
educación262. Partiendo de esta premisa, se podría esperar que las cifras mostraran 
resultados favorables y que, en efecto, un buen porcentaje de ellos estuviese laborando.  
No obstante, no han logrado emplearse con facilidad aun adquiriendo competencias para 
ello (681 son técnicos, 120 son tecnólogos y 931 se han capacitado en planes de 
negocios)263, pues a mayo de 2014 tan sólo 241 personas se encontraban vinculadas a 
un empleo formal. Según lo que se estableció en el seminario, la situación obedece a las 
contradicciones que el empleador enfrenta a la hora de tomar la decisión de contratar a 
un desmovilizado. El empleador se halla frente a dos caminos que aparentemente 
resultan no tener un punto convergente: por un lado, se encuentra su compromiso por la 
paz y, por el otro, la negativa de contratar a personas en proceso de reintegración.  
Antioquia 
La escogencia del departamento de Antioquia se debe a la importancia de éste en el 
origen y desarrollo del paramilitarismo. Allí, se dio lugar a la desmovilización de diez de 
los 36 bloques paramilitares de las Autodefensas Unidas de Colombia:  
“Bloque Elmer Cárdenas, Frente Costanero y Bloque Bananero con influencia de 
Urabá; Bloque Mineros con incidencia en el Bajo Cauca y Norte y Bloque Central 
Bolívar, Frente Nordeste Antioqueño, con incidencia en el Bajo Cauca y parte del 
Magdalena Medio Antioqueño; Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio, 
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con incidencia en el Magdalena Medio Antioqueño y parte del oriente; Bloque 
Héroes de Granada en el Oriente antioqueño y Valle de Aburrá, Bloque Cacique 
Nutibara en el Valle de Aburrá; Bloque Suroeste Antioqueño y Bloque 
Noroccidente Antioqueño”264. 
Además de los anteriores, en el departamento de Antioquia también hubo presencia de 
otros bloques paramilitares como el Bloque Metro, que desapareció tras cambios y 
tensiones al interior de las mismas dinámicas paramilitares. Para este caso en particular, 
se trató de una disputa interna entre el Bloque Metro y quienes manejaban el 
narcotráfico en el departamento.  
Esta disputa nace a partir de que alias “Doblecero”, comandante principal de este 
Bloque, se negó a que narcotraficantes participaran en el proceso de negociación 
llevado a cabo entre las AUC y el Gobierno en 2002. Ante esta negativa, alias “Don 
Berna” lideró la ofensiva contra el Bloque Metro, que tuvo como resultado la eliminación 
de la estructura y el traspaso de las personas que estuvieron vinculadas con este al 
Bloque Cacique Nutibara. Este último llegó a tener presencia en el nordeste, el oriente 
antioqueño y Medellín, logrando en esta última articular las bandas y combos urbanos a 
su favor.265  
En el año 2003, surgió el Bloque Héroes de Granada como otra manifestación rural del 
paramilitarismo en Antioquia, dado que el Cacique Nutibara operaba principalmente en 
municipios y ciudades. Es importante resaltar que gran parte de los vinculados al grupo 
armado ilegal Los Paisas fueron parte del Bloque Héroes de Granada, pero no se 
desmovilizaron. Los reincidentes se caracterizaron por tener destrezas militares y 
financieras mientras formaron el grupo paramilitar. Por ejemplo, Don Berna se identificó 
como el fundador de este grupo armado ilegal, con el interés particular de mantener 
actividades delictivas ligadas al narcotráfico en la zona de Urabá y en Córdoba266. 
Tanto el Bloque Cacique Nutibara como el Bloque Héroes de Granada se desmovilizaron 
tras negociaciones con el Gobierno, el primero en 2003 y el segundo en 2005. Pese a 
ello, en la región aparecieron tempranamente denuncias sobre el rearme de 
desmovilizadas, incluso “[l]a Defensoría del Pueblo, a través de informes y alertas 
tempranas emitidas [en 2007] denunció la continuidad del control de mandos 
paramilitares que, aunque desmovilizados, persisten en tareas de control territorial y 
pequeñas economías legales”267. 
A pesar de las alertas de rearme emitidas, la política de reintegración en el 
departamento fue desatendida con argumentos que señalaban que al problema del 
rearme se le estaba dando una importancia mayor a la que debería, y que los hechos de 
violencia sólo obedecían a delincuencia común. Ante la avanza criminal, la Gerencia 
para la Atención a Población Desplazada, entidad encargada de tramitar el proceso de 
Desarme, Desmovilización y Reinserción de ambos bloques, afrontó entre los años 2008 
y 2011 la tarea de llamar la atención de las entidades institucionales sobre la 
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problemática que representaba el avance del rearme, un ejemplo del cual se expresó en 
el aumento de asesinatos contra desmovilizados en 2008268.  
La importancia de este departamento como punto de análisis de grupos armados 
ilegales radica en que se ha argumentado que “el proceso de DDR en Antioquia se erigió 
de acuerdo con intereses de redes criminales de narcotráfico y economías ilegales 
preexistentes (…) de manera que tras el proceso de desmovilización permitieran 
enmascarar su actividad y continuar usufructuando rentas ilícitas”269, como es el caso del 
grupo Los Paisas y su relación con mandos del Bloque Héroes de Granada y “Don 
Berna”, explicado en párrafos anteriores.  
Adicionalmente, se encuentra la relación entre el grupo Los Rastrojos y el Bloque Central 
Bolívar, ya que el control territorial del bloque fue heredado, posteriormente, por el nuevo 
grupo armado, en lugares como el Bajo Cauca y el Magdalena Medio. También se halla 
relación entre Los Urabeños y el paramilitarismo, en lo que tiene que ver con la etapa de 
conformación y surgimiento del nuevo grupo armado ilegal, en tanto que su cabeza 
principal fue Vicente Castaño, así como alias “Don Mario” y “El Alemán”, que 
pertenecieron al Bloque Elmer Cárdenas270.  
La razón por la cual Antioquia figura como uno de los lugares donde fácilmente pudieron 
presentarse expresiones de nuevos grupos armados ilegales es que, dada su herencia 
paramilitar, existe un interés sobre las rutas para el tránsito de mercancías ilegales, que 
van desde el centro del departamento hasta los puntos de intercambio de las mismas, o 
zonas de producción de droga271. Estas constituyen circunstancias lo suficientemente 
poderosas para que los grupos estuviesen dispuestos a disputarse este departamento 
como su zona de control y operaciones.  
A raíz de lo anterior se presentaron disputas entre los nuevos grupos ilegales. Por 
ejemplo, “durante 2011-2012 la dinámica conflictiva estuvo fuertemente marcada por las 
disputas entre Los Paisas, Los Urabeños y Los Rastrojos en la región grande del Norte, 
Nordeste, Bajo Cauca, municipios del eje bananero de Urabá y Magdalena Medio”272. El 
siguiente mapa muestra detalladamente la localización de los grupos armados ilegales 
para el año 2012:  
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Teniendo en cuenta el mapa anterior, se observa que para 2012, Los Urabeños cobraron 
fuerza en la zona del Urabá en municipios como Turbo, Chigorodó, Apartadó, Carepa, 
Necoclí y Arboletes; al Occidente en municipios como Dabeiba, Frontino, Cañas Gordas 
y Urumita; al Suroeste en Angelópolis, y en el Valle de Aburrá. Por su parte, Los 
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Rastrojos se ubicaron en el Bajo Cauca en municipios como Nechí y Cáceres; en el 
nordeste del departamento en municipios como Segovia y Remedios; en el Magdalena 
Medio en municipios como Yondó, Puerto Nare y Puerto Berrío, y también con presencia 
en el Valle de Aburrá. Finalmente, la oficina de Envigado, tiene presencia principalmente 
en el Valle de Aburrá conformado por Medellín y los municipios aledaños como Bello, 
Sabaneta, Itagüí y Girardota.  
De cara a lo anterior, la situación del departamento en materia de reintegración debe 
enfrentarse a la complejidad propia de la región. Por un lado, se hallan las tensiones 
entre los nuevos grupos por el control de los territorios. Por otro lado, también se 
encuentran las presiones que se ejercen desde las organizaciones ilegales para reclutar 
nuevamente a personas desmovilizadas, lo que termina trastocando su proceso de 
reintegración. En relación a lo anterior, las formas como se pretende vincular 
nuevamente a desmovilizados muchas veces terminan por ser violentas e incluso 
amenazan la vida de las personas: entre 2008 y 2012 para un total de 7.578 personas 
desmovilizadas en Antioquia, se presentaron 539 homicidios274. 
No obstante lo anterior, la institucionalidad se ha activado desde varios frentes. Por un 
lado, se encuentra en funcionamiento la Política de Reintegración, encargada de “la 
población desmovilizada [de] Antioquia [que] durante 2012 fue de 11.646 personas; 9.646 
de ellas colectivamente de las AUC; lo cual representa el 29% de la población 
desmovilizada  colectiva del país”275. 
Por otro, se ha avanzado en la atención en educación no solo desde la Ruta de 
Reintegración de la ACR, sino también desde el Centro de Formación para la Paz y la 
Reconciliación (CEPAR), creado por la Alcaldía de Medellín (específicamente por el 
Programa de Paz y Reconciliación) y la ACR. Este Centro promueve la educación y 
formación para el trabajo, además de ello, “presta asesoría para la empleabilidad o el 
emprendimiento. En total se han atendido en Medellín y el Valle de Aburrá 5.625 
personas”276. 
Igualmente, el Centro de Formación para la Paz y la Reconciliación, consciente de las 
dificultades de las mujeres para acceder a empleo y educación, ha implementado en su 
programa un elemento denominado como CEPARCITO, el cual hace las veces de jardín 
infantil en donde se garantiza el cuidado de los menores277. 
Comparativo: Córdoba y Antioquia 
A continuación se propone una comparación entre los dos departamentos, partiendo de 
sus características básicas, su importancia para el paramilitarismo y, posteriormente, el 
desarrollo de los nuevos grupos armados ilegales.  
En primer lugar, Córdoba y el Urabá Antioqueño guardan características similares dadas 
sus ubicaciones estratégicas de utilidad para el desarrollo del narcotráfico, por la 
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movilidad que facilita con otras regiones e incluso sus salidas al mar. Estas dos zonas se 
posicionaron como dos puntos clave para el desarrollo del proyecto de unificación 
paramilitar de las Autodefensas Unidas de Colombia, y se proyectan ahora como el 
espacio en donde convergen los nuevos grupos que surgieron después de la 
desmovilización. Para estos dos departamentos “es reconocido por diversas fuentes el 
alto nivel de rearme de paramilitares desmovilizados y la participación de paramilitares no 
desmovilizados en la reconformación, desde este territorio”278.  
Para el 2012, los estudios VII y VIII sobre grupos narcoparamilitares del Instituto de 
Estudios para el Desarrollo y la Paz, INDEPAZ, afirmaron que los nuevos grupos 
armados ilegales hacían presencia en 409 municipios a nivel nacional, de los cuales 65 
pertenecían al departamento de Antioquia y 25 a Córdoba.279  
Entre los años 2008 y 2012, la presencia de NGAI logró consolidarse en 285 municipios 
de un balance de 606 municipios afectados entre los cinco años estudiados. Los 
departamentos en donde la actividad de los NGAI se consolidó en la mayoría de sus 
municipios fueron Meta, Sucre y Córdoba, y los grupos que mayor impacto causaron 
fueron, en orden de importancia de mayor a menor: Los Rastrojos, Los Urabeños (ahora 
denominados Clan Úsuga), Las Águilas Negras, Las Paisas, y el ERPAC, disuelto y 
dividido en Bloque Meta y Libertadores del Vichada280. 
Las cifras señalan entonces que entre 2008 a 2012, Córdoba fue el tercer departamento 
a nivel nacional con mayor presencia de grupos de este tipo, teniendo los siguientes 
datos: 
Tabla 2-5: Departamentos con mayor actividad paramilitar. Comparativo 2008-2012
281 
En estas cifras se observa que, para el caso de Córdoba, hubo un aumento sostenido 
desde 2008 a 2012, teniendo un pico de 25 municipios afectados a 2012 de un total de 
28, representando el 89% de afectación282. 
Por su parte, el año 2011 representó para Antioquia el de mayor afectación por presencia 
paramilitar con 71 municipios, cifra que descendió para el 2012 a 65. A pesar de que en 
este departamento el número de municipios afectados supera las cifras de Córdoba, tan 
sólo ocupa el octavo lugar de los departamentos con mayor presencia de grupos 
armados ilegales. Lo anterior, se debe a que el número de municipios de Antioquia es 
considerablemente mayor al de Córdoba (125 municipios). Tomando en cuenta los picos 
de afectación de los dos departamentos, se demuestra que aunque Antioquia tuvo 71 
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municipios afectados en 2011, el grado de afectación alcanzó el 57%, mientras que con 
25 municipios afectados a 2012, Córdoba tuvo un grado de afectación del 89%283. 
Los dos departamentos comparten además características cualitativas para la vinculación 
de desmovilizados a nuevos grupos armados ilegales. Por un lado, la presión para que 
integren estos grupos es fuerte y muchas veces implican situaciones de vida o muerte, o 
caer en situación de desplazamiento. Por otro lado, el reclutamiento se da de manera 
forzada o voluntaria. Estas dos características se inscriben en “la dificultad de la persona 
desmovilizada de desprenderse de la vida armada, bien por falta de oportunidades o por 
presiones externas que a menudo no dejan margen de opciones entre la represión y la 
ineficacia de las medidas de protección al ciudadano”284. 
En cuanto a empleabilidad, Liliana Cogollo Ferraro, coordinadora de la Agencia Colombia 
para la Reintegración (ACR) en el departamento de Córdoba, aseguró que la situación de 
desempleo en esa región se agudiza debido a que en departamentos como Antioquia, los 
aparatos gubernamentales incentivan la contratación y la generación de oportunidades 
para desmovilizados a través de las empresas, mientras que en Córdoba la premisa del 
fomento a la corresponsabilidad empresarial por parte de estrategias gubernamentales 
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3. FALLOS DE LA POLÍTICA DE 
REINTEGRACIÓN Y DE OTRAS 
ESTRATEGIAS GUBERNAMENTALES EN 
RELACIÓN CON LA REINCIDENCIA EN LA 
ILEGALIDAD 
 
A partir de la información suministrada en los capítulos anteriores, en este apartado se 
hará una exposición de los argumentos a través de los cuales es posible afirmar que la 
reconfiguración de grupos armados ilegales y la vinculación en los mismos de 
desmovilizados  paramilitares obedece, en parte, a la falta de diseño de una política 
pública de empleo enfocada en la población desmovilizada, al igual que a las debilidades 
en la implementación de las estrategias gubernamentales que se han llevado a cabo 
como la Política de Reintegración Social y Económica.  
 
Para desarrollar este apartado, se hará un balance sobre aspectos problemáticos de la 
Política de Reintegración como lo son el contexto bajo el cual se desarrolla, la manera  
como es abordado el tema de empleabilidad en su interior, las diferencias en el proceso 
de reintegración según el tipo de estructura y de desmovilización y, finalmente, los 
condicionamientos y formas de entrega de los beneficios económicos dentro de la Ruta 
de Reintegración. Posteriormente, se expondrán las motivaciones de reincidencia entre 
los excombatientes que se identificaron. Finalmente, se mostrarán cifras y argumentos 
acerca de la situación de rearme de desmovilizados y su participación en bandas 
criminales. 
3.1 Balance de la Política de Reintegración Social y 
Económica 
 
En este texto fueron analizados los antecedentes de la Política de Reintegración Social y 
Económica (PRSE), sus características generales, así como el contexto bajo el cual se 
diseñó y la población objetivo a la que apunta, y se profundizó en los temas de 
reintegración económica, especialmente en el empleo como parte fundamental para 
retornar a la vida civil. También se abordó el desarrollo de las instituciones que 
manejaron los temas de reintegración a la vida civil, y particularmente se detalló el papel 
y funciones de la Agencia Colombiana para la Reintegración, entidad encargada en la 
actualidad de llevar todo el proceso de las personas en proceso de reintegración.  
 
Analizada esta información, se halló que la Política de Reintegración enfrenta diferentes 
problemáticas que dificultan el logro de su objetivo principal, el cual consiste en la 
reincorporación a la vida civil del desmovilizado de manera sostenible, su permanencia 
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en la legalidad y la recuperación de  su entorno familiar y comunitario286. Las 
problemáticas identificadas fueron: el contexto, la empleabilidad, el tipo de estructura de 
la que viene el desmovilizado y su tipo de desmovilización; y la entrega de los beneficios 
económicos.  
 
Con base en las problemáticas identificadas, se realizaron entrevistas a personas que 
conocen los temas de reintegración a fondo, ya sea porque hayan trabajado en la ACR 
directamente, porque conozcan la política de reintegración como parte de su objeto de 
estudio o como su marco de acción, o por su participación en investigaciones sobre de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración. 
 
1. El contexto. La PRSE se construyó como un mecanismo de reintegración en el marco 
de un conflicto que aún no termina. Actualmente hay nuevas vertientes como los nuevos 
grupos armados ilegales que ofrecen a las personas desmovilizadas reincidir en la 
ilegalidad a cambio de beneficios económicos, en el mejor de los casos, pues también se 
presentan amenazas violentas en su contra con el mismo fin. Esta situación, sin duda, 
dificulta la marcha de la política de reintegración287. 
 
Con relación a este aspecto, Juan Andrés Casas, experto en temas de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración, añadió con relación al contexto en el cual se 
desenvuelve la política, que “la maquinaria dispuesta para estos procesos ha sido radical  
y completamente insuficiente”288. Enfatizó que debieron preverse instituciones más 
robustas e incluso desgubernamentalizadas para el manejo de estos temas, en tanto que 
el sector privado no sólo podría ser aliado en temas de empleabilidad sino también en 
asuntos como la educación, la intervención psicosocial y el acompañamiento, debido a 
que con su participación se puede  sensibilizar a la sociedad civil, generando un 
verdadero marco de paz289. 
 
2. Empleabilidad. Este tema resultó siendo uno de los más problemáticos debido a que 
es el frente en donde la política de reintegración, en particular el aspecto de reintegración 
económica,  se enfrenta al desafío de ubicar laboralmente a personas desmovilizadas en 
un mercado laboral exigente, competitivo y que suele estigmatizar este tipo de población.  
 
En este sentido, Natalia Riveros, Directora de Comunicaciones de la Iniciativa 
Reconciliación Colombia, resalta que en materia de reintegración económica persiste un 
desafío en el que “no es sólo [en] abrir más espacios para la empleabilidad sino [en]  
lograr una verdadera inclusión en las empresas, donde las cabezas directivas entiendan 
que el proceso más importante es poder verse no sólo como agentes económicos, sino 
como agentes sociales que tienen una enorme responsabilidad en abrir más espacios 
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inclusivos donde el miedo no sea lo que prime, sino el entendimiento”290. Asimismo, la 
entrevistada resaltó las razones comunes por las cuales una persona en proceso de 
reintegración suele perder su empleo, como el hecho de no informar a las empresas de 
su pertenencia anterior a un grupo armado “porque sienten miedo al rechazo y al ser 
expulsados”291. 
 
En cuanto a la situación para desmovilizados paramilitares, Sandra Céspedes, experta 
en temas de reintegración y ubicación laboral para personas en proceso de reintegración, 
recalca que éstos enfrentan más dificultades a la hora de emplearse debido a que en sus 
antecedentes disciplinarios aparece la comisión del delito “concierto para delinquir”, 
mientras que a desmovilizados de la guerrilla no292. Esto se debe a que los ex 
paramilitares no son cobijados por amnistías e indultos pues sus delitos no clasifican 
como políticos, sino que fueron procesados por delitos como concierto para delinquir, 
simple o agravado, “en cumplimiento de fallos emitidos por la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia en 2007 y 2008”293. Al conocer lo anterior, los empleadores son más 
reticentes a emplear a un desmovilizado exparamilitar pues con él pueden conocer parte 
de su pasado de forma más fácil que con un exguerrillero.  
 
3. El tipo de estructura de la que viene el desmovilizado. Otra problemática identificada se 
relaciona con la implementación de la política. Si bien se observa que la PRSE realiza un 
estudio del perfil de la persona que ingresa a la Ruta de Reintegración (origen 
socioeconómico, formación escolar y aspiraciones laborales)294, los aspectos contextuales 
de la vida en la guerra del desmovilizado, como el tipo de estructura de la que viene y el 
tipo de desmovilización, se toman en cuenta pero de manera menos cuidadosa, más 
como un asunto clasificatorio que de fondo.295  
Tener en cuenta la estructura a la que se estuvo vinculado es importante debido a que en 
su interior se tenían diferentes dinámicas de la guerra y la cotidianidad, las cuales  
determinan, en parte, las dificultades o facilidades para retornar a la vida civil296. En 
concordancia con esto, Sandra Céspedes advierte que para un exparamilitar es más 
difícil asumir que participó en la ilegalidad mientras estuvo vinculado al grupo, porque lo 
asemejan con el desarrollo de una carrera militar y “no logran hacer esa diferenciación 
entre estar en la legalidad y la ilegalidad”297. 
 
Igualmente, Juan Andrés Casas estima que “la manera de articularse a los hechos de 
guerra, a las acciones bélicas de las personas de [la[ guerrilla es muy diferente a las de 
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[las] autodefensas”298 siendo una dinámica más de tipo mercenaria, que incluyó 
“procesos de desensibilización y deshumanización del enemigo que terminan 
convirtiéndose también un proceso de deshumanización personal”299. 
 
4. El tipo de desmovilización. Este tema es relevante porque determinar si se trató de una 
elección personal o el acato de una orden, permitiría analizar la incidencia del tipo de 
desmovilización en la decisión de empezar un proceso de reintegración a la vida civil300.  
 
Para las desmovilizaciones individuales se encontró que hubo mayor compromiso con el 
proceso de reintegración, mientras que para las desmovilizaciones colectivas 
“experimentada[s] por los excombatientes de las AUC no [se] generó en lo personal una 
responsabilidad significativa, en tanto asumieron la desintegración de la organización 
armada ilegal como un acto que debe ser compensado por el Estado”301.  
 
En cuanto a esto, Juan Andrés Casas reafirma que las personas desmovilizadas de 
manera individual en su mayoría atraviesan por una ruptura, una decisión personal por 
salir de la organización, mientras que para el caso de los desmovilizados de 
autodefensas en forma colectiva no, pues quienes negociaron la desmovilización fueron 
los comandantes. Además, agrega que el tipo de desmovilización también causó tensión 
en términos del desarrollo del Programa de Reincorporación a la Vida Civil, dado que a 
las personas desmovilizadas de manera colectiva se les asignaba una cantidad de dinero 
menor que a los desmovilizados individuales302.  
 
Del mismo modo, el tipo de desmovilización colectiva llevado a cabo con los paramilitares 
propició una tendencia mayor a reincidir, como lo advirtieron la “Mapp/OEA, la Defensoría 
del Pueblo, las autoridades locales de estos departamentos, ONG y organismos 
internacionales (…) sobre las consecuencias negativas que ha dejado la improvisada 
desmovilización de más de 31.000 hombres y mujeres que pertenecieron a las AUC”303. 
 
5. Entrega de beneficios económicos. Se encontró que el enfoque dado por los 
programas de reintegración económica anteriores a la PRSE y a la Agencia Colombiana 
para la Reintegración, se tornaban asistencialistas y generaban mayor dependencia.  
En este sentido, Sandra Céspedes explicó que, en un inicio, el Programa para la 
Reincorporación a la Vida Civil (PRVC) manejado por el Ministerio del Interior otorgaba 
ayudas económicas y proyectos productivos de manera fácil o sin condicionamientos, lo 
cual complejizó la reintegración de personas que iniciaron su proceso de retorno a la vida 
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civil amparadas por este programa, como fue el caso de las desmovilizaciones colectivas 
paramilitares iniciadas en 2003, pues desde este enfoque se ofrecían menores estímulos 
para educarse o emplearse, por ejemplo.304 De igual manera, Juan Andrés Casas 
constata que con el PRVC los desmovilizados recibían como beneficio económico 
alrededor de 900 mil pesos cada uno y 160 mil pesos más si la persona tenía hijos. Con 
esto como condición, se declaraba tener familias numerosas, aunque en efecto no fuese 
así, para poder obtener más beneficios económicos.305 
Estos dos relatos, en síntesis, constatan que una entrega de beneficios económicos sin 
un monitoreo y misión específicas, conllevaron a la perversión de los recursos 
entregados. 
Posteriormente, con la llegada de la Alta Consejería para la Reintegración el enfoque 
cambió en relación a la entrega de beneficios económicos, pues comenzaron a ser 
entregados en contrapartida al cumplimiento de beneficios sociales o de estímulos al 
participante, por ejemplo, por asistencia a actividades de la institución o por educación.306 
Sin embargo, se observa que han surgido problemas con el condicionamiento de la 
entrega de los beneficios económicos en razón del cumplimiento de las actividades 
asignadas en los beneficios sociales (apoyo psicosocial, educación y formación para el 
trabajo). Por ejemplo, si la persona no asiste a una actividad psicosocial se limita la 
entrega de apoyos económicos, situación que es vista por los desmovilizados como una 
falla del proceso de reintegración307.  
 
5.1 Disposiciones sobre la entrega de beneficios económicos 
 
Para conocer mejor estos condicionamientos, se requiere una descripción de las 
disposiciones que hacen referencia a ello, como las contempladas en el Decreto 1391 de 
2011, por el cual se reglamentaron los beneficios económicos de los programas de 
reintegración para la población desmovilizada. Este Decreto define en el artículo 3308 el 
Apoyo Económico para la Reintegración, en el artículo 4309 desarrolla de forma general el 
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Beneficio de Reinserción Económica y en los artículos 5310 y 6311 trata específicamente el 
Estímulo a la Empleabilidad y la entrega de Capital Semilla o Planes de Negocio. 
 
Para el primer punto, el Apoyo Económico para la Reintegración, se menciona la entrega 
de un valor máximo de 480.000 pesos mensuales, sólo si el participante de la ruta de 
reintegración cumple y asiste a los compromisos que adquiere allí, tales como la 
asistencia a actividades psicosociales, la gestión en educación y la formación para el 
trabajo.  
 
Por su parte, para el Beneficio de Inserción Económica, se dispone que la persona 
desmovilizada puede escoger entre el Estímulo Económico a la Empleabilidad o al Plan 
de Negocio, y en ambos casos podrá recibir, como máximo y por una sola vez, la suma 
de 8’000.000 de pesos. Es necesario aclarar que quienes optan por escoger alguna de 
estas modalidades de beneficio económico, pierden el Apoyo Económico para la 
Reintegración. 
 
Para explicar lo anterior de manera más detallada, es necesario remitirse a las 
disposiciones que reglamentan los requisitos para acceder a los beneficios económicos. 
Para ello se tomaron en cuenta la Resolución 163 de 2011312, emitida por el Alto 
Consejero Presidencial para la Reintegración Social y Económica de Personas y Grupos 
Alzados en armas, y la Resolución 754 de 2013313 de la Agencia Colombiana para la 
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Reintegración, que deroga la anterior. La siguiente gráfica ilustra el tipo de beneficios 
sociales (atención psicosocial, gestión en educación, formación para el trabajo y gestión 
en salud) que deben cumplirse para obtener el Apoyo Económico a la Reintegración.  
 




Como se observa, el beneficio de Apoyo Económico a la Reintegración se encuentra 
supeditado al cumplimiento de beneficios sociales como las actividades psicosociales, la 
gestión en educación y la formación para el trabajo. Por su parte el Beneficio de 
Reinserción Económica se puede adquirir de dos formas, como apoyo a la empleabilidad 
o como plan de negocio. Finalmente aparece el beneficio de Educación Superior a nivel 
profesional. Estos beneficios serán detallados a continuación.  
 
- Apoyo Económico a la Reintegración: Tanto la Resolución 163 de 2011 como la 
Resolución 754 de 2013 señalan que, por cada beneficio social que se otorgue, la 
persona desmovilizada recibiría la suma de 160.000 pesos, lo cual corresponde al apoyo 
económico a la reintegración (artículo 18, 19 y 20 de Resolución 163 de 2011 y artículo 
16, 17 y 18 de Resolución 754 de 2013). 
Esto quiere decir que por concepto de Apoyo Económico a la Reintegración, en total, 
podría recibir 480.000 pesos mensuales (teniendo en cuenta que se recibe por atención 
psicosocial, gestión en educación y formación para el trabajo, pero no por gestión en 
salud). Dichas Resoluciones también indican que, para acceder al valor total de los 
beneficios económicos, la persona debe asistir y cumplir, por lo menos, el 90% de cada 
tipo de actividad señalada (como se establece en el artículo 18 de la Resolución 163 y el 
artículo 16 de la Resolución 754 de 2013). En caso de que asista y cumpla con dos de 
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las actividades, recibirá 320.000 pesos y si asiste a una actividad, entonces recibiría  
160.000 pesos (Artículos 18 y 19 de Resolución 163 de 2011). 
 
Para el caso del beneficio psicosocial, la Resolución 163 contempló que se ofrecería 
durante 30 meses, tiempo en el cual se entregaría también su equivalente de 160.000 
pesos como parte del beneficio económico (artículos 4 y 18 de Resolución 163). Esto 
cambió con la Resolución 754 que propone mantener el beneficio de acompañamiento 
psicosocial el tiempo que sea necesario durante su permanencia en la Ruta de 
Reintegración, pero sólo entregará su equivalente al beneficio económico (160.000 
pesos) por 30 meses (artículo 4 Resolución 754).  
 
- Estímulo económico a la empleabilidad: en cuanto a este punto no hay diferencia entre 
las Resoluciones, ambas exigen que tanto para acceder a una vivienda como para el 
pago de un crédito hipotecario de un inmueble, la persona deba ser cotizante en el 
sistema de seguridad social, en otras palabras, que se encuentre empleada. (Artículo 21 
de Resolución 163 y artículo 19 de Resolución 754). Para la entrega de dicho beneficio 
es necesario hacer parte del proceso de reintegración, es decir, parte de la Ruta en una 
etapa avanzada o estar culminando, por lo menos, la fase de atención psicosocial.315  
- Planes de negocio: la Resolución 754 facilita su otorgamiento en la medida en que 
flexibiliza los requisitos para obtenerlo. Mientras que la Resolución 163 exigía que la 
persona hubiese cumplido con un programa de formación para el trabajo relacionado con 
el plan de negocio, la Resolución 754 elimina la condición de que el programa, por 
obligación, tenga que ser acorde al plan de negocio (Artículo 23 de Resolución 163 de 
2013 y artículo 21 de Resolución 754 de 2013). 
 
- Educación superior a nivel profesional: ambas resoluciones proponen lo mismo, apoyo 
en los gastos de matrícula con destinación directa del dinero a la institución en la cual se 
encuentra inscrita la persona. (Artículo 25 de Resolución 163 y artículo 22 de Resolución 
754). 
 
Retomando lo expuesto, el hecho de que el cumplimiento de los beneficios sociales 
(acompañamiento psicosocial, gestión en educación y formación para el trabajo) 
garantice la entrega de 160.000 por cada categoría, como parte del Apoyo Económico a 
la Reintegración, significa automáticamente que el común denominador para otorgar el 
dinero es la asistencia a por lo menos el 90% de las actividades programas en los 
beneficios sociales. Tal condición requiere de una inversión de tiempo por parte de la 
persona, lo cual repercute en su estabilidad laboral.  
 
En este sentido, el desmovilizado enfrenta la disyuntiva de recibir los beneficios 
económicos, asistiendo a todas las actividades de la ACR como prerrequisito para ello o, 
por el contrario, intenta conservar el empleo arriesgándose a perder los beneficios 
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mencionados anteriormente por la inasistencia a las actividades que se deben cumplir 
para obtenerlos. Estas dos situaciones, estar empleado y recibir los beneficios 
económicos de la Agencia, parecen excluirse debido a que el trabajo se enfrenta, como 
un limitante, a los beneficios del programa, lo que obliga a las personas desmovilizadas a 
tener que elegir entre trabajar o no hacerlo y así tener “la posibilidad de dedicarse 
exclusivamente al acceso a los diferentes servicios”316.  
 
Por lo anterior, se generan afectaciones en los ingresos y en las posibilidades de 
reintegrarse a la dinámica laboral de la vida civil. Por un lado, se dificulta el mantenerse 
empleado debido a la obligación de asistir constantemente a las actividades de la ACR y, 
por otro lado, los beneficios económicos acaban por convertirse en una fuente de 
ingresos, situación que va en contra del objetivo de la entrega de estos recursos ya que, 
como se advierte en el artículo 3 del Decreto 1391 de 2011, los beneficios no deben 
entenderse como “fuente de generación de ingresos, y no puede[n] ser otorgado[s] de 
forma indefinida”317. También se genera “una mayor dependencia del programa, situación 
que se hace mucho más compleja sumada a las altas tasas de desempleo a las que se 
ven enfrentados los desmovilizados, siendo este un efecto inverso dentro del proceso de 
reintegración, en donde la ACR al tiempo que no genera significativas ofertas de empleo, 
estimula indirectamente […] la deserción laboral”318.  
 
3.2 Motivaciones de la reincidencia de 
excombatientes 
 
Ante la situación de rearme, la política de reintegración tiene varios frentes por atacar 
pero también otros que escapan a su alcance. La siguiente gráfica muestra la 
importancia del empleo como punto de partida para tomar la decisión de vincularse 
nuevamente a la vida delictiva así como de dejarla, concluyéndose que el empleo, como 
elemento ausente, impulsa a la adhesión a grupos ilegales. 
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En la presente gráfica, se muestra que la ausencia de empleo, sumada a otras 
situaciones como la inseguridad, la violencia, la inequidad y la pobreza, son un punto de 
partida para tomar la decisión de vincularse a la ilegalidad, inicialmente las Autodefensas 
y ahora los grupos armados ilegales, que se comportan como proveedores de empleo, 
“fuente de protección, soporte social y seguridad”320. 
Por otro lado, el empleo aparece como el punto de llegada o, más bien, como expectativa 
de llegada. Empero, la situación de empleo a la que se enfrentan los desmovilizados en 
la legalidad no es del todo positiva y, por lo tanto, el punto de llegada se vuelve difuso y 
muchas veces inalcanzable. La estigmatización, el desinterés por el trabajo, el gusto por 
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las armas, la ausencia de un propósito o plan de vida, la desconfianza que se tiene en 
relación al programa de reintegración y al Gobierno, así como la dependencia a los 
beneficios de la Agencia o el desaprovechamiento de los mismos, conllevan a que la 
situación en la legalidad se complejice. Esto, sumado a la falta de oportunidades de 
empleo genera un ambiente de proclividad a la reincidencia en la ilegalidad.  
En relación a esto último, un estudio realizado por el Observatorio Internacional de DDR 
– Ley de Justicia y Paz321, brinda algunas categorías por las cuales se considera que los 
excombatientes reinciden en actividades delictivas, expuestas en la siguiente gráfica. 





La categoría ‘Contextos de ilegalidad’, tiene que ver con la presencia de grupos 
ilegales y su incidencia negativa para la reintegración. Por un lado, se utilizan las 
amenazas e intimidaciones que buscan que el desmovilizado abandone la ruta de 
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reintegración e ingrese a una banda criminal323. Ésta situación no ocurre de manera 
directa a gran escala, es decir, no se reportaron muchas amenazas cara a cara, pero sí 
de manera indirecta, las cuales aumentaron en paralelo al ascenso de asesinatos a 
desmovilizados324. El estudio del Observatorio Internacional de DDR identificó que las 
principales bandas que utilizan este mecanismo de vinculación son las Águilas Negras, 
Los Urabeños, Los Paisas325 y también el ERPAC326. Ante esto, se observa que la 
vinculación a organizaciones armadas ilegales es “una de las principales causas de la 
muerte de desmovilizados, a propósito de la confrontación entre diferentes grupos o de la 
acción de la fuerza pública contra estas organizaciones”327. 
En segundo lugar, las ofertas económicas se convierten en un factor de vinculación. Se 
ha afirmado que “por lo general los desmovilizados que viven en la legalidad ‘viven 
mal’”328, pues se ubican mayoritariamente en trabajos informales o aducen que los 
beneficios económicos entregados por la ACR no son suficientes para garantizar un 
sustento. Es importante destacar que la necesidad económica se ubica como la principal 
razón de reincidencia a grupos ilegales por encima de las amenazas, ya sea por falta de 
oportunidades laborales o por el fracaso de los planes de negocio. Estas razones atraen 
nuevamente a la reincidencia. Un ejemplo de esto es que, para el año 2009, el dinero 
recibido por la participación en actividades delictivas osciló entre los “400.000 y 2 
millones de pesos, dependiendo de la necesidad de los grupos, y del rango de los 
reclutados: pagan menos a los jóvenes sin experiencia que a los desmovilizados y los ex-
soldados del Ejército”329. 
Con relación a este tema, Juan Andrés Casas reconoce que quienes participaron en la 
guerra son bastante solicitados por delincuencia común y por las organizaciones 
armadas, situación de la que incluso no escapan los menores de edad, que no clasifican 
como desmovilizados sino como desvinculados de grupos armados.330 
En resumen, en relación al contexto de la ilegalidad, se tiene que algunos desmovilizados 
se vieron obligados a rearmarse de manera forzada debido a amenazas, y otros lo 
hicieron en aras de mejorar su situación económica, “esto hizo que muchos decidieran 
retirarse de los programas pero también que otros permanecieran motivados únicamente 
por los incentivos económicos”331. Por ejemplo, para el año 2010 el Gobierno afirmaba 
que aproximadamente el 57% de desmovilizados se encontraba trabajando, el 68% de tal 
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porcentaje se hallaba en la informalidad y el 43% restante se encontraba 
desempleado332. 
La segunda categoría ‘Inseguridad física’, se relaciona no sólo con las amenazas para 
ingresar a una banda criminal, sino también con la dinámica misma de inseguridad a la 
que se expone una persona que se ubica en zonas marginales, siendo allí donde 
comúnmente se tejen los circuitos de actividades delictivas333. 
La tercera categoría ‘Inseguridad jurídica’, tiene que ver con una expectativa creada 
durante la etapa de negociación del Gobierno con los grupos armados, que consistió en 
evitar enfrentarse a situaciones como capturas por parte de la Policía o la privación de la 
libertad. Este punto genera entre los desmovilizados desconfianza hacia lo prometido por 
el Gobierno334. 
La cuarta categoría ‘Fallas en el programa de reintegración’, se relaciona con la 
anterior en lo que es la desconfianza de los desmovilizados de cara al proceso de 
reintegración, pues consideran que les han fallado en cuanto a las promesas 
económicas, por ejemplo con demoras en el desembolso del dinero. Otra falla en este 
sentido, es que se ha notado que el apoyo económico se convierte en el ancla al proceso 
de reintegración, y cuando dejan de recibir estas ayudas recurren nuevamente a 
actividades ilegales como sustento335. Además, cuando los desmovilizados “no sienten 
que el programa de reintegración les aporta integralmente a la resolución de las 
condiciones que les impone la desmovilización, generan una mayor susceptibilidad frente 
a la reincidencia”336. 
 
La quinta categoría ‘Experiencia militar’, se asocia a que los nuevos grupos armados 
ilegales buscan y ofrecen rangos altos a desmovilizados por la destreza adquirida en el 
manejo de armas durante la guerra. Se considera además que esta experiencia militar 
dificulta el retorno a la vida civil de las personas337.  
 
Finalmente, la categoría ‘Ausencia de arraigo’, hace referencia a la situación en la cual 
una vez la persona desmovilizada retorna a la vida civil, se encuentra con la pérdida de 
lazos familiares, del tejido social y la ausencia de empleo338.  
Se puede concluir que las falencias, inconformidades y desaciertos de la implementación 
de la Política de Reintegración, dejan un camino abierto a la reincidencia en nuevos 
grupos armados ilegales, dado que si los programas de reintegración fallan, tienen vacíos 
o cambian constantemente las reglas pactadas al inicio del proceso de DDR, los 
desmovilizados tienden a “elegir nuevamente el camino de la ilegalidad, bien sea 
regresando a las estructuras de sus ex grupos armados o involucrándose en otras 
modalidades de criminalidad”339.  
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Ejemplo de ello es la situación en el departamento de Córdoba, donde se ha registrado 
un alto porcentaje de vinculación a nuevos grupos armados ilegales (hasta casi un 89% 
del porcentaje de afectación, es decir de presencia de grupos armados ilegales en los 
municipios del departamento340) por diferentes razones como la ubicación geoestratégica, 
el desempleo y también a la coacción ejercida sobre ellos. “Esta realidad muestra que la 
oferta de la ilegalidad es cada vez mayor, situación que se hace mucho más compleja al 
tener en cuenta que la remuneración ofrecida tras la participación en actividades ilícitas 
es superior al apoyo económico brindado a través del programa de reintegración”341.  
3.3 Participación de desmovilizados en actividades 
delictivas 
 
Actualmente, la proliferación de bandas criminales es una realidad que además supone 
la participación de personas desmovilizadas que ingresaron o no al proceso de 
reintegración, pero lo cierto es que “establecer la participación de los desmovilizados en 
hechos ilícitos es particularmente complejo, dado que solo se tiene conocimiento de su 
accionar delictivo a través de los operativos liderados por la fuerza pública o las 
denuncias realizadas por los particulares.”342 
 
No obstante, diferentes fuentes (por ejemplo: Observatorio de Procesos de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración343 y la Dirección de Investigación criminal de la Policía 
Nacional344) han recopilado algunos datos de la reincidencia de desmovilizados teniendo 
como soporte las cifras. Por ejemplo, se tiene que entre los años 2003 y 2009 el número 
de capturados desmovilizados fue de 5.443 personas de un total de 51.838 
desmovilizados en aquel entonces, lo que equivale al 10.5% del total de desmovilizados, 
independientemente del grupo o tipo de desmovilización.345 La siguiente gráfica 
ejemplifica lo anterior: 
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Como dato a resaltar se tiene que las capturas aumentaron considerablemente entre 
enero de 2008 a octubre de 2009 con 1.396 capturas, lo que equivale al 25.2% del total 
para el tiempo examinado, esto se traduce en un “aumento del 103,18% en 2009 con 
respecto al mismo período del 2008.” 347 Lo anterior puede dar cuenta de dos cosas; por 
un lado, el ascenso en la participación de desmovilizados y, por otro, la mejora en la 
efectividad de operativos de la Policía en aquel momento348.  
También es necesario tener en cuenta el número de personas desmovilizadas que fueron 
asesinadas entre 2003 y 2009. 
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Gráfica 3-8: Muertes de desmovilizados 2003-2009
349 
De acuerdo con la gráfica anterior, se destaca que el 91% de desmovilizados muertos 
entre 2004 y 2009 habían dejado las armas de manera colectiva.350 Estos asesinatos 
ocurrieron con mayor frecuencia en departamentos “en donde hay presencia de  
Organizaciones Armadas Ilegales (OAI), al servicio del narcotráfico, las cuales 
amedrentan a los desmovilizados para que retomen las armas e ingresen a esas 
estructuras armadas”351, por ejemplo “el Valle de Aburrá (…) región con mayor incidencia 
de homicidios contra desmovilizados entre el 2003 y el 2009, (…) [con el] 20,5% de estas 
acciones. Le siguen los departamentos de Córdoba, Antioquia y Cesar, con el 8,1%; 
7,3% y 6,8% respectivamente”352. 
Otra fuente, la de la Policía Nacional, presenta cifras diferentes a las anteriores y muestra 
que, para los años 2006 y 2007, el acumulado de capturas, muertos y heridos era de 
3.719 desmovilizados.353 La información se desagrega en la siguiente gráfica la cual, 
además, muestra el porcentaje de desmovilizados capturados por vinculación a bandas:  
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Gráfica 3-9: Capturas y muertos desmovilizados por vinculación a OAI 2006-2007
354 
 
Como se puede aprecia en la gráfica anterior, entre los años 2006 y 2007 el número de 
capturados por bandas criminales fue de 2.957, de los cuales 456 eran desmovilizados, 
lo cual representa el 15% del total de capturas. Con respecto a los muertos en operativos 
de la Policía contra bandas criminales, se registró un total de 762 personas de las cuales 
18 eran desmovilizadas, lo que equivale al 2% de las bajas.  
La Policía Nacional también recopiló información sobre el rearme de exparamilitares 
entre los años 2007 y 2008. Se especificó que para el año 2007 el 7,3% de los 
desmovilizados de autodefensas tuvieron participación en actividades delictivas. Este 
porcentaje surge a partir del conteo de capturados, muertos y heridos, 
independientemente de si la captura se dio por vinculación a bandas criminales o por otro 
tipo de actividad delictiva355.  Según la misma institución, en el año 2008 se presentó un 
leve incremento en la participación en actividades delictivas por parte de desmovilizados 
exparamilitares con el 7,4%356. 
Según el Observatorio de DDR de la Universidad Nacional, entre los años 2006 a 2009, 
alrededor de 1200 integrantes de nuevos grupos armados ilegales murieron en acciones 
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de la Policía357. De la cifra anterior, se observó que 71 eran desmovilizados, lo que 
equivale al 6% de las muertes referidas, de las cuales 19 se dieron en enfrentamientos 
directos con la Policía entre enero y agosto del año 2009358, como se muestra a 
continuación.  
Gráfica 3-10: Muertos por operativos a OAI 2006-2009
359 
Por su parte, según la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, para el año 
2008 se había calculado que el 15,5% del total de desmovilizados participaba en 
actividades ilegales.360   
 
Posteriormente, para el año 2009 Frank Pearl, entonces Alto Consejero Presidencial para 
la Reintegración, subrayaba que el porcentaje de desmovilizados que había participado 
nuevamente en actividades ilegales era del 7,2%, y para el año 2010 las cifras rodeaban 
el 10%361, porcentaje que concuerda con la declaración de la AR que estimaba en aquel 
entonces que el 7,4% de las personas que estaban en proceso de reintegración habían 
salido del mismo porque reincidieron en actividades delictivas362.  
 
Para 2009 se evidenció que la cifra de capturas y muertes a desmovilizados por 
operaciones de la Policía fue superior en relación a los años anteriores, debido a que los 
reportes de la Dirección de Inteligencia de la Policía no distinguen el grupo del cual se 
desmovilizó la persona ni tampoco la actividad criminal por la cual fue capturado. 
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Gráfica 3-11: Capturas y muertes de desmovilizados 2009
363 
Al respecto, la misma entidad arguyó que, desde 2003 hasta 2010, el porcentaje de los 
desmovilizados que había participado en actividades delictivas era del 11,2% del total364. 
Por su parte, desde la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, sólo 
se pudo comprobar que el 6,4% de las personas capturadas, muertas o heridas en 
operativos de la Policía, eran desmovilizados exparamilitares365. 
 
Para el año 2009, un estudio realizado por el Observatorio Internacional de DDR366 
detalla que el 15% de las capturas de desmovilizados se dieron en razón de su 
pertenencia a nuevos grupos armados ilegales, esto quiere decir que de 968 personas 
capturadas por pertenecer a bandas criminales, 148 eran desmovilizadas367.  
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Tabla 3-6: Capturas de desmovilizados en operaciones contra las bandas emergentes 
368 
 
Como se observa en la tabla anterior, el porcentaje de capturas de desmovilizados que 
participaron en bandas criminales con relación al total de desmovilizados ha aumentado 
de manera sostenida a lo largo del tiempo. Para exponer esto de manera más clara se 
elaboró la siguiente gráfica: 
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2006 2007 2008 2009
Capturas BACRIM 1014 1943 2163 968
Capturas 
desmovilizados 1360 1612 868 344
Capturas 
desmovilizados por 
BACRIM 244 349 285 148
% capturas de 
desmovilizados por 
BACRIM del total de 
capturas BACRIM 24% 18% 13% 15%
% capturas de 
desmovilizados por 
BACRIM del total de 
capturas de 
desmovilizados. 18% 22% 33% 43%
Capturas de desmovilizados en operaciones contra las bandas 
emergentes
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Como se mostró anteriormente, el porcentaje de participación de desmovilizados 
capturados por participar en bandas criminales entre los años 2006 y 2009 fue del 17%. 
 
Ahora bien, la relación aumenta  si se compara el número de capturas a desmovilizados 
(sin tener en cuenta el motivo) con las capturas a desmovilizados por sus vínculos con 
organizaciones armadas ilegales, mostrando entonces que el porcentaje promedio en 
este caso alcanza el 25% para el periodo entre 2006 y 2009, como se ve a continuación. 
 
Gráfica 3-13: Capturas a desmovilizados Vs. Capturas a desmovilizados por vinculación a 
OAI 2006 -2009 
370
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Estos resultados se pueden relacionar con el número de bandas criminales en ascenso y 
consolidación en los territorios, y también con la inseguridad y presiones que viven los 
desmovilizados por motivos de disputas territoriales entre las bandas. En relación con lo 
anterior, la Agencia Colombiana para la Reintegración declaró que entre los años 2005 y 
2006 hubo un aumento en las muertes de desmovilizados, pasando de 194 a 537 casos. 
Para el año 2007, la tendencia ascendente persistió alcanzando un registro de 591 
muertes, particularmente en municipios de la Costa Atlántica como Barranquilla, Santa 
Marta y Aguachica, debido a las frecuentes disputas entre organizaciones armadas 
ilegales por el control del territorio en esa región. Para el 2008, si bien se presentó una 
disminución a 473 casos de muertes, se presentó un aumento en departamentos como 
Antioquia y Córdoba debido a la misma razón, la disputa por el control territorial entre 
grupos ilegales371. 
 
Adicionalmente se considera que, a pesar de que los desmovilizados participen en la ruta 
de reintegración, algunos de ellos podrían estar delinquiendo de manera paralela al 
proceso372. La problemática creada consiste en que estas personas “siguen recibiendo 
los beneficios del programa, en ausencia de una condena o un concepto jurídico, 
situación que genera la percepción de una cierta impunidad dentro del proceso”373. 
Un ejemplo de esto se dio en el 2008 en Medellín, donde el entonces alcalde Alonso 
Salazar denunció que por lo menos el 20% de las personas en proceso de reintegración 
en esa región se encontraban vinculadas a alguna actividad delictiva y aseguró que esto 
tenía relación con el aumento de los homicidios en la ciudad. Ese mismo año alias “John 
William López”, desmovilizado del Bloque Cacique Nutibara, manifestó que a pesar de 
estar activo en el Programa de Paz y Reconciliación de la Alcaldía de Medellín, 
continuaba participando en actividades delictivas. Por su parte, en un informe publicado 
por la Misión de Apoyo al proceso de Paz de la Organización de los Estados Americanos 
en 2009, se llamó la atención sobre la situación de 186 desmovilizados capturados por 
reincidir en nuevos grupos armados, quienes mantenían aún contacto con la Agencia 
Colombiana para la Reintegración374. 
Un asunto complejo es que, más allá de las cifras presentadas, existe un cierto número 
de personas que no entraron al proceso de reintegración, sobre quienes es más difícil 
hacer un monitoreo en cuanto a su estado actual, ya sea en la legalidad o fuera de ella. 
Según Juan Andrés Casas, fueron muchas las personas que se desmovilizaron pero que 
no entraron a la ruta de reintegración; ante la falta de este registro se pone en evidencia 
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un panorama complejo de incertidumbre en donde no se sabe con certeza si reincidieron 
en actividades delictivas, organizadas o no, o si permanecen en la legalidad375. 
 Medición de la reincidencia de desmovilizados 
 
Un estudio publicado en 2014 por la Fundación Ideas para la Paz, denominado Retorno a 
la legalidad o reincidencia de excombatientes en Colombia376, aporta datos muy 
importantes en relación a porcentajes y de las causas de reincidencia de desmovilizados 
en actividades delictivas, organizadas o no. Este estudio se realizó a partir de una 
muestra representativa de desmovilizados que incluyó tanto a quienes hacen parte de la 
ruta de reintegración, como a quienes no hacen parte del proceso de reintegración, así 
como a aquellos que se encuentran privados de la libertad377. Tuvo en cuenta a personas 
que se desmovilizaron tanto de manera colectiva como individual, de grupos guerrilleros 
y paramilitares.  
Este estudio arrojó los siguientes resultados:  
1. Una primera conclusión, siendo la más general, es que el 76% de la población se 
halla en la legalidad mientras que el 24% ha reincidido en algún tipo de actividades 
delictiva378.  
 
2. En segundo lugar, a partir de la elaboración de un índice de reincidencia directa 
que busca averiguar si la persona: a) ha cometido delitos, b) ha participado de 
actividades ilegales como parte de una organización armada ilegal y c) si se encuentra 
registrado en bases de datos de la Fiscalía379, se tuvieron los siguientes resultados: 
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Gráfica 3-14: Reincidencia directa 
380 
Los resultados afirman que alrededor del 62% de la población encuestada afirmó que no 
había participado de ninguna forma en actividades ilícitas. El 19,6% se ubica con niveles 
medios de reincidencia directa, quiere decir, que aseveraron haber participado por lo 
menos en alguna actividad delictiva. Finalmente, el 18,6% de los encuestados mostró 
altos índices de reincidencia, afirmando que delinquieron en varias oportunidades, 
incluso vinculados a una organización ilegal.  
3. En tercer lugar, en relación con el índice de proclividad a la reincidencia, “que 
busca conocer la simpatía de los desmovilizados por comportamientos reincidentes”381, 
se obtuvieron los siguientes resultados:  
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Gráfica 3-15: Proclividad a la reincidencia 
382 
A partir de la gráfica anterior se observa que quienes fueron clasificados bajo los índices 
de reincidencia alta (18,6%) y media (19,6%), son proclives a reincidir. Por su parte, el 
47% de los clasificados bajo el índice de reincidencia nula no descartan la posibilidad de 
volver a delinquir, es decir, también se consideran proclives a la reincidencia. 
4. Igualmente, el estudio evaluó la vulnerabilidad al reclutamiento determinada por el 
número de personas y veces en que un grupo ilegal ha realizado acciones de 
reclutamiento para la participación en actividades ilegales.383  
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Gráfica 3-16: Vulnerabilidad al reclutamiento 
384 
Se encontró que el 54% de los encuestados no fueron abordados por ningún grupo ni 
tentados a participar de actividades ilegales; el 36% fue abordado pero no se sintió 
tentado a participar nuevamente en la ilegalidad y el 10% fue abordado y no descartó la 
posibilidad de vincularse a una organización armada ilegal o de delinquir385. 
5. La combinación de los datos anteriores sugiere que sólo el 20% de los 
desmovilizados están realmente reintegrados, es decir, que se declararon no tentados a 
participar de actividades ilegales, a ser reclutados y no habían cometido delitos. Se 
percibió un riesgo bajo-medio del 42% para personas que respondieron positivamente a 
algún indicador de reclutamiento o proclividad a la reincidencia. El 14% de la muestra fue 
clasificada como en riesgo medio-alto pues afirmaron haber cometido algún tipo de delito. 
Finalmente el 24% se clasificó como reincidentes dado que cometieron delitos, tuvieron 
un índice de vulnerabilidad alto al reclutamiento y de proclividad a la reincidencia386.  
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Gráfica 3-17: Índices de reincidencia 
387 
6. El estudio refiere que los exparamilitares desmovilizados de manera colectiva son 
más reincidentes que los de la guerrilla, en gran parte desmovilizados de manera 
individual388.  En relación con esta información, ya se ha mencionado con anterioridad 
que la decisión de desmovilizarse de manera colectiva suele darse en consecuencia de 
una orden y no de manera voluntaria, esta situación repercute en formas de reincidencia 
como el hecho de ser más proclive a cometer actividades delictivas o al reclutamiento389.   
7. Adicionalmente, el estudio revela que la etapa del proceso de reintegración es la 
que tiene mayor peso a la hora de decidir si reincide o no. Por ejemplo, se aseveró que la 
duración del proceso de reintegración y la entrega de los beneficios económicos (160.000 
para cada uno de ellos) tienen un efecto negativo sobre la reincidencia390. En relación 
con esto, en una entrevista realizada a Juan Diego Duque, quien estuvo vinculado a la 
investigación sobre la reincidencia de la Fundación Ideas para la Paz, él arguye que uno 
de los puntos que tiende a evitar el aumento de la reincidencia es la permanencia de los 
desmovilizados en la ruta de reintegración por un periodo mínimo de tres años, y que 
habiéndose cumplido este periodo es más difícil que se tome de nuevo la decisión de 
regresar a la ilegalidad391.  
8. No obstante lo anterior, se encontró que el beneficio de formación para el trabajo 
incide positivamente en los índices de reincidencia. Esto puede explicarse en la medida 
en que el beneficio puede generar “expectativas poco realistas para los desmovilizados, 
quienes al enfrentarse a las difíciles condiciones laborales pueden desilusionarse y 
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sentirse frustrados. Esto puede, a su vez, generar insatisfacción con el programa de la 
ACR y el proceso de reintegración en general”392. 
9. Finalmente, el estudio afirma que la reincidencia puede aumentar si el proceso de 
reintegración se lleva a cabo en el mismo lugar donde la persona operaba con la 
estructura armada de la cual se desmovilizó, lo que se debe a que la persona mantiene 
las redes sociales con otros excombatientes. En este sentido, se identificó también que la 
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Conclusiones y recomendaciones finales 
 
En relación con lo expuesto a lo largo de este documento, se puede concluir que es 
posible reconocer un ambiente que propicia que las personas en proceso de 
reintegración decidan vincularse nuevamente a actividades delictivas, cuando se 
conjugan al tiempo situaciones como los fallos de la Política de Reintegración, 
particularmente en el aspecto económico, sumados a la falta de normativas o de una 
política pública específica abocada a mejorar las oportunidades de empleo para 
desmovilizados, y teniendo como contexto el fortalecimiento de los nuevos grupos 
armados ilegales. 
Ahora bien, aunque el papel de la Agencia Colombiana para la Reintegración fue 
correctivo frente a los programas anteriores a ella (Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz y el Programa de Reincorporación a la Vida Civil del Ministerio del Interior), dado que 
se apartó del enfoque asistencialista basado en la provisión de ayudas económicas, en la 
actualidad no supera algunos fallos relacionados con la implementación de la Política de 
Reintegración.  
Este se puede apreciar en los condicionamientos que existen para la entrega de los 
beneficios económicos, siendo un ejemplo el requerimiento de asistencia a por lo menos 
el 90% de las actividades programas en los beneficios sociales (acompañamiento 
psicosocial, gestión en educación y formación para el trabajo), de las cuales depende la 
entrega del Apoyo Económico a la Reintegración. Tal condición requiere de una inversión 
de tiempo por parte de la persona, lo cual repercute en su estabilidad laboral.  
Esta situación ubica a los desmovilizados en la disyuntiva de emplearse por su cuenta, o 
de cumplir con los beneficios sociales como prerrequisito para recibir las ayudas 
económicas. Cuando se opta por esto último, la ayuda económica termina por convertirse 
en una fuente de ingresos, genera mayor dependencia al programa de reintegración y 
termina convirtiéndose en la única ancla del desmovilizado a la legalidad, por lo que al 
momento de dejar de recibirla puede acontecer que se recaiga en actividades ilegales 
como sustento. 
Ante esto, se recomienda reflexionar sobre otro mecanismo de seguimiento al 
desmovilizado que no lo obligue a acercarse constantemente a las oficinas de la Agencia, 
ya que esto implica ausentarse de su empleo en caso de tenerlo, lo cual a la postre 
puede llevar a la pérdida del mismo.   
En este punto, también es usual que los beneficios económicos se perviertan, es decir, 
que en el afán de acaparar más recursos afirmen no haberse empleado o iniciado alguna 
actividad productiva durante determinado tiempo, aunque en efecto sí se haya logrado. 
De esta manera, las ayudas económicas terminan por generar un efecto contrario al 
esperado, al estimular que el desmovilizado no busque su propia estabilidad.  
También, existen características específicas de las personas en proceso de reintegración 
que dificultan su vinculación al mercado laboral. Primero, porque debido a su 
participación en el grupo armado adquirieron una serie de desventajas comparativas de 
cara al mercado laboral, destacando la acumulación de un capital humano aprendido 
durante la guerra que no le es funcional en la vida civil, la pérdida de activos productivos, 
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posesiones como viviendas y, finalmente, la pérdida de capital social en la legalidad en 
paralelo a la ganancia de redes sociales en la ilegalidad. En relación a esto, se encuentra 
que la reincidencia puede aumentar si el proceso de reintegración se lleva a cabo en el 
mismo lugar donde la persona operaba con la estructura armada de la cual se 
desmovilizó. Todo esto en su conjunto, genera dificultades para la vinculación al mercado 
laboral.  
Sumado a lo anterior, estas dificultades se profundizan si se tiene en cuenta lo expresado 
por instrumentos como el Protocolo de San Salvador, en donde se precisa que los 
Estados no se ven obligados a dar respuesta inmediata a problemáticas de empleo sino 
que pueden hacerlo en la medida de los recursos que puedan disponer para ello y 
además, implican un desarrollo programático, o sea, de políticas públicas y normativas. 
Por lo tanto, la construcción de estrategias gubernamentales enfocadas a mejorar la 
situación de empleabilidad para desmovilizados puede dilatarse en la medida que 
requiere ajustarse a los recursos disponibles y un desarrollo programático que puede 
prolongarse. Esta espera puede generar momentos como el actual, en donde la 
reincidencia se encuentra a la orden del día, por lo cual se resalta la necesidad de 
priorizar en acciones afirmativas o políticas en este aspecto, que visibilicen la importancia 
del empleo para la población desmovilizada. 
En este mismo sentido, se tiene que las dinámicas mismas del mercado laboral en 
Colombia resultan ser un desafío a la hora de emplearse para un desmovilizado. La falta 
de empleo en general, la flexibilización laboral, los altos costos de contratación que debe 
asumir un empleador para proveer un trabajo formal, así como las competencias 
educativas y de formación para el trabajo exigidas, que muchas veces no son alcanzadas 
por una persona en proceso de reintegración, se posicionan como obstáculos propios del 
mercado laboral para la obtención de empleo.  
En concordancia con lo anterior, es claro que aún faltan esfuerzos o estrategias desde 
los gobiernos para estimular la contratación de personas en proceso de reintegración por 
parte del sector privado, entendiéndolo como un nicho de provisión de empleo 
importante, pero que se muestra reticente y agudiza la vulnerabilidad económica de 
desmovilizados. Una manera de hacerlo puede ser por medio del fomento de políticas de 
Responsabilidad Social Empresarial al interior de las empresas, o desde la promoción de 
normativas que superen las dificultades de la Ley 1429 de 2010 a la hora de promover la 
contratación de poblaciones vulnerables. 
A partir de las desventajas comparativas de los desmovilizados de cara al mercado 
laboral y de las dificultades que surgen del mismo, es común que se presenten 
situaciones como el desempleo, la informalidad laboral o el subempleo en personas en 
proceso de reintegración, que se agravan aún más cuando se cruza con otras categorías 
como los bajos niveles de escolaridad o el hecho de ser mujer desmovilizada.  
Con todo lo anterior y tomando en cuenta las dificultades para emplearse, formal o 
informalmente, asociarse con un nuevo grupo armado ilegal resulta siendo una opción 
abierta para la obtención de ingresos. Estos grupos suelen ver en las personas 
desmovilizadas una fuerza laboral importante dada su experiencia en la guerra, razón por 
la cual intentan acapararlos por medio de ofrecimientos económicos o de amenazas en 
contra de su vida. Sin embargo, a favor de la reincidencia no sólo juega la falta de 
oportunidades laborales, sino también factores como la adaptación y normalización de la 
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vida en la guerra, la pérdida de la familia, el maltrato por parte de la misma, así como el 
reclutamiento forzado, la pobreza, las preferencias personales como el gusto por las 
armas, el estatus y la obtención de dinero fácil que pueden encontrarse en la ilegalidad.  
Los casos de los departamentos de Córdoba y Antioquia son un ejemplo de lo anterior en 
tanto que, a pesar de la existencia de múltiples factores para la reincidencia, la activación 
de estrategias gubernamentales puede surtir efectos positivos en la permanencia en la 
legalidad.  
Ambos departamentos compartieron características similares en cuanto a su importancia 
geoestratégica para el desarrollo del paramilitarismo y, actualmente, en las facilidades e 
intereses que existen en el territorio para la aparición de nuevos grupos armados 
ilegales. Para ambos casos, se encontró que hubo presiones hacia los desmovilizados 
para su  vinculación en organizaciones armadas. Sin embargo, para el caso de Antioquia 
se notó que los aparatos gubernamentales abocados a la reintegración eran más 
robustos y con más desarrollo que en Córdoba, no sólo desde el funcionamiento regional 
de la Agencia Colombia para la Reintegración, sino también desde el compromiso de la 
Alcaldía de Medellín con el desarrollo del programa de Paz y Reconciliación. Esto se vio 
representado, por ejemplo, en el despliegue de incentivos más claros por parte del 
Gobierno para estimular en el sector privado la contratación de personas desmovilizadas 
en Antioquia, mientras que en Córdoba asuntos como el fomento de la Responsabilidad 
Social Empresarial por parte de estrategias gubernamentales no cobraron tanta fuerza. 
Todo lo anterior, configura el contexto y las necesidades sobre las que se desarrolla la 
etapa de reintegración como parte del proceso de Desarme, Desmovilización y 
Reintegración. 
En primer lugar, la reintegración resulta siendo el momento más largo en relación con las 
otras etapas de DDR, pues garantizar la permanencia en la legalidad de un 
desmovilizado requiere de ajustes, esfuerzos sociales y económicos que involucran tanto 
a las personas en proceso de reintegración, como a la sociedad, el sector privado y las 
instituciones públicas.  
Tanto los Estándares Internacionales de DDR, como la Contribución de Cartagena 
coinciden en resaltar la etapa de reintegración, particularmente la económica, a la hora 
de evitar los riesgos de ser reclutados por incentivos económicos y de superar los 
beneficios de una economía basada en la guerra. La etapa de reintegración se enfrenta 
entonces al desafío de comprometer a todos los sectores de la sociedad civil con la 
generación de incentivos para la permanencia en la legalidad, y de mejorar las 
condiciones de cara al mercado laboral.  
Con relación a las particularidades a la hora de emplearse y permanecer en la legalidad, 
se encontraron razones por las cuales para un desmovilizado paramilitar puede ser más 
propenso a reincidir. Por un lado, para un exparamilitar es más difícil asumir que actuó de 
forma ilegal mientras estuvo vinculado a una estructura, pues tienden a asemejarlo como 
parte de una carrera militar. Por otro lado, las formas de operar y las dinámicas de la 
guerra de los paramilitares se basaron en la deshumanización del enemigo y de paso la 
deshumanización personal, tendiendo más a la ejecución de tareas mercenarias.  
Asimismo, se encontró que para las desmovilizaciones de tipo colectivo como la de la 
mayoría de los paramilitares, hubo un menor compromiso comparado con el de las 
desmovilizaciones individuales, en su mayoría de guerrilleros. Esto se debe a que para 
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los primeros, la desmovilización no formó parte de una decisión personal sino que se dio 
como parte de una orden de los altos mandos. En este sentido, el proceso de DDR, en 
general, fue asumido como un asunto que debía ser compensado por el Estado, lo que 
aumenta la proclividad de los paramilitares a reincidir o a oponer menor resistencia al 
reclutamiento en los nuevos grupos armados ilegales.   
Se encontró que el factor empleo pudo constituir un posible detonante, pero no el único, 
para la vinculación a estructuras paramilitares, es decir, como un punto de partida hacia 
la ilegalidad. A su vez, también se posiciona como el punto de llegada posterior a las 
desmovilizaciones, es decir, como una aspiración que propicia la permanencia en la 
legalidad. No obstante, la falta de oportunidades de empleo, la estigmatización, el 
desinterés por el trabajo, sumado a otros factores como el gusto por las armas y la 
ausencia de un propósito o plan de vida, recrean situaciones y escenarios que favorecen 
la reincidencia. 
Además de las resaltadas, se identificaron otras motivaciones para reincidir. En primer 
lugar, los contextos de ilegalidad relacionados con la presencia de los nuevos grupos 
armados ilegales, que buscan reclutar desmovilizados por medio de ofrecimientos 
económicos o amenazas contra su vida, los cuales se intensifican cuando el 
desmovilizado tuvo experiencia militar durante la guerra. En segundo lugar, la 
inseguridad jurídica que los desmovilizados perciben y que genera desconfianza en 
relación al programa de reintegración y al Gobierno. En tercer lugar, se encuentra la 
ausencia de arraigo, es decir, la pérdida de familiares o del tejido social. Finalmente, 
también están las fallas en el proceso de reintegración que se asocian, por ejemplo, a 
demoras en los desembolsos de dinero como parte de los beneficios económicos. 
En síntesis, la reincidencia de desmovilizados en los nuevos grupos armados ilegales se 
debe asumir como una realidad aún vigente, como muestran las estadísticas de 
participación al respecto. Pese a que los porcentajes de reincidencia394 no son muy altos 
en relación al total de desmovilizados, sí constituyen un porcentaje significativo si se 
compara con las personas capturadas, muertas o heridas por pertenecer a grupos 
armados ilegales. Por ejemplo, para el año 2008 se identificó que alrededor del 7.4% del 
total de desmovilizados había reincidido en actividades delictivas; para el 2009 la cifra se 
acercó al 7.2%395 y para el 2010 aumentó al 10%396. 
Las anteriores cifras no parecen ser significativas. No obstante, la cifra cobra importancia 
si se toma en cuenta el porcentaje de capturas a desmovilizados (sin tener en cuenta el 
motivo) en relación al porcentaje de capturas a desmovilizados por pertenecer a nuevos 
grupos armados ilegales. Para el periodo entre 2006 y 2009 se calcula que alrededor de 
25% de las capturas de desmovilizados se dieron en razón de su pertenencia a nuevos 
grupos armados ilegales397. 
                                               
 
394
 Medidos generalmente por las capturas, muertos y heridos en operativos realizados por la Policía. 
395
 POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA. Dirección de investigación criminal. Desmovilizados colectivos e 
individuales.  Informe de control y monitoreo. Bogotá. (Enero de 2008). Op. Cit., diapositiva 6.  
396
 Ídem.  
397
 MÚNEVAR,  Juan. NUSSIO, Enzo. Desmovilizados: víctimas y causas de inseguridad. Op. Cit., p. 97. 
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A partir de lo expuesto a lo largo de este texto, es claro que, más allá de evidenciar las 
fallas de la PRSE o de la ausencia de una política pública que favorezca a personas en 
proceso de reintegración, se requiere, también, pensar otras en alternativas para mejorar 
la situación de empleabilidad y de esta manera reducir una de las causales de 
reincidencia a organizaciones armadas ilegales. A continuación se presenta una 
estrategia que podría sumar esfuerzos en las formas de pensar soluciones al respecto y 
sobre la cual se podrían adelantar investigaciones a futuro.  
Recuperación de medios de vida para personas en proceso de 
reintegración: más allá de la asistencia económica  
 
En situaciones como emergencias naturales, desplazamientos, situaciones de 
refugiados, entre otras, se pueden observar amenazas a los medios de vida de personas 
o grupos poblacionales, que se pueden manifestar en la perdida de los recursos o  
estrategias para subsistir en un contexto complejo. El empleo como medio de vida se 
puede ver amenazado por razones sociales, como la estigmatización que se tenga sobre 
cierta población, también, por razones económicas como los obstáculos propios del 
mercado laboral o la relación desproporcionada de la demanda frente a la oferta de 
empleo en un lugar determinado; así como por razones políticas como las restricciones 
para trabajar o por impuestos elevados sobre quienes se logran emplear398.  
 
Sumado a lo anterior, la pérdida del capital humano y social profundiza las dificultades de 
una persona que busca recuperar sus medios de vida, lo que conlleva a situaciones de 
pobreza, estrés o crisis, que aumentan la proclividad de buscar estrategias de 
subsistencia “riesgosas”, como la ilegalidad o entrar al sector informal, en donde son 
comunes “la falta de regulaciones de salud y seguridad y seguro social, [los] bajos 
salarios, [las] largas jornadas y [los] puestos de trabajo inestables y a veces 
peligrosos”399.  
 
Teniendo presente esto, los programas de recuperación de medios de vida intentan 
devolverle a una persona “las capacidades, los bienes y las actividades que se requieren 
para poder generar un ingreso y tener una forma de sustento en la vida”400. Además,  
buscan que “los bienes a los que la gente recurre, las estrategias que se desarrollan para 
ganarse la vida, el contexto en el que se desarrolla el sustento y todos los factores que 
hacen que la subsistencia sea menos vulnerable al estrés y a las crisis”401.  
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 ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS. Programación del 
ACNUR sobre medios de vida sostenibles: Directrices operativas. Ginebra., [en línea] p. 8. (2012) 
http://www.acnur.org/t3/fileadmin/scripts/doc.php?file=t3/fileadmin/Documentos/BDL/2013/9087 [citado 17 de 
marzo de 2015] 
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 FEDERACIÓN INTERNACIONAL DE SOCIEDADES DE LA CRUZ ROJA Y LA MEDIA LUNA ROJA. 
Directrices de la Federación Internacional para programas sobre medios de vida. Ginebra. 2010., p. 15. 
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 ESTRATEGIA INTERNACIONAL PARA LA REDUCCIÓN DEL DESASTRE. NACIONES UNIDAS PARA 
EL DESARROLLO, y PLATAFORMA INTERNACIONAL DE RECUPERACIÓN. Orientación para la 
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Para ello, se busca intervenir en la mejora de los medios de vida en tres etapas: la 
provisión, la protección y la promoción402. La primera, la provisión, busca atender los 
asuntos de la inmediatez, usualmente representada en la entrega de ayudas económicas 
o materiales. La segunda, la protección, pretende estabilizar los medios de vida, por 
ejemplo, con la generación de oportunidades de empleo temporales. Finalmente, la 
promoción actúa en relación con las mejoras de los medios de vida a largo plazo, se trata 
de una acción profunda que incluso requiere intervenir el mercado y del compromiso de 
instituciones del Estado403.  
Se considera que la implementación de un modelo de recuperación de medios de vida 
adaptado a las particularidades de personas en proceso de reintegración puede resultar 
exitoso si se tiene en cuenta que va más allá de la mera asistencia económica, es decir, 
de la provisión, sino que convoca la generación de oportunidades de empleo focalizadas 
sobre este tipo de población, como una forma de evitar la reincidencia en estrategias de 
subsistencia riesgosas como la vinculación a organizaciones armadas ilegales.  
 
Actualmente se observan en el proceso de reintegración colombiano estrategias de 
provisión y protección de los medios de vida. Lo primero por medio de la entrega del 
beneficio de apoyo económico a la reintegración por la suma de 480.000 pesos 
mensuales. Lo segundo, se puede observar en la apertura de empleos temporales en 
obras públicas, asignados directamente por la ACR en coordinación con el Fondo de 
Prevención Vial, el Ministerio de Transporte y la Policía, en donde los desmovilizados se 
emplean durante seis meses como Salvavías, con lo cual se busca “desarrollar en las 
personas desmovilizadas habilidades sociales que les permita acceder al mercado 
laboral”404. Esta etapa de protección, “además de ofrecer salarios regulares para 
satisfacer las necesidades del hogar y reconstruir los activos productivos, (…) [ayuda] a 
aliviar los efectos psicosociales de la dependencia a largo plazo de la asistencia 
externa”405. 
 
Haría falta entonces, profundizar en la etapa de promoción de los medios de vida de las 
personas en proceso de reintegración. Este punto requiere de un compromiso tanto del 
Gobierno y sus instituciones, como de los diferentes actores de la sociedad civil, pues se 
requiere “influir en el entorno social, económico y político con el fin de aumentar y 
mejorar los medios de subsistencia (…) [y] conectar a personas con nuevos mercados o 
abogar por cambios en las políticas que limitan el potencial de ingresos”406. 
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Frente a este último punto, podrían pensarse alternativas para facilitar la obtención de 
empleo para personas en proceso de reintegración, tales como propiciar que las 
instituciones tradicionales que manejan el tema del trabajo en Colombia, como el SENA y 
el Ministerio de Trabajo, se articulen con la ACR para generar espacios que faciliten 
empleos a personas en proceso de reintegración. Esto podría hacerse por medio de El 
Sistema Nacional de Empleo del SENA y el Sistema Público de Empleo del Ministerio de 
Trabajo, por mencionar algunos ejemplos.  
Con lo expuesto en este documento, se evidencia entonces la necesidad de realizar 
mejoras sobre la Política de Reintegración y sobre las normativas existentes en relación 
a la reintegración económica, especialmente en cuanto al tema del empleo, de personas 
en proceso de reintegración. También se considera necesario pensar en opciones de 
política pública enfocadas en este tema, con el fin de incidir negativamente en la decisión 
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